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Presentación 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

junio de 2024 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia 

Procurador General del Estado 
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Ingeniero
Francisco José Mosquera Zabala
GERENTE GENERAL
EMPRESA PÚBLICA METROPOLITANA DE LOCISTICA PARA LA
SEGURIDAD Y CONVIVENCIA CIUDADADA (EP EMSEGURIDAD)
Presente. -

De mi consideración:

Mcdiante oficio No. EMS-GG-2024-0450-O, de 24 de abril de 2024, ingresado en el
coneo único instirucional de la Procuraduía Generaldel Estado, el 24 de abril de 2024,
se formuló la siguiente consulia:

"En el conlexto de la supresión de puestos en la EP EMSEGURIDAD, ¿es aplicable
en su totalidsd el a ículo 74 ¿el R¿gla¡nento ltíe¡fio Sustitutivo de Administ¡ación
del Tsle o HMano de la EP EMSEGURIDAD, incluso en aquellos ospeclos que
düe¡en del artículo ó0 de la Le! Orgánica de Senicio Público?".

Frente a lo cual se manificsta lo siguiente:

l. Antecedentes. -

Del oñcio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

l.l. Mediante oficio No. 06560. de 26 de abril de 2024. la Procu¡aduria General del
Estado solicitó la arnpliación del informe juídico institucional que se acompañó al
oñcio de consulta, contcnido en el memorando No. EMS-DJ-2024-0279-M. de 22
de abril de 2024, susc¡ito por la Directora Juídica de la Empresa Metropolitana de
Logistica para la Seguridad y Convivencja Ciudadana EP EMSEGURÍDAD (en
adelanLe "EP EMSEGUNDAD"), dado que no conteriía el análisis juridico de las
normas materia de la consulta que sustenten el criterio institucional, de
conformidad con lo previsto en el segundo inciso del aniculo l3 de la Ley Orgánica
de la Procuraduria General del Estado.

1.2. El requerimiento de este organismo fue at€ndido con oficio No. EMS-GG-2024-
0552-0, de 6 de rnayo de 2024, por el Gerente General de EMSEGURIDAD EP,
recibido en el correo institucional único de Ia Procuraduria General del Estado el 9
de los mismos mes y año, en el cual manifestó que el infonne juridico requerido se
encontraba en el memorando No. EMS-DJ-2024-0004-M, de 2 de enero de 2024
que se anexó al oficio de consulta No. EMS-GG-2024-0450-O; y, <¡ue el t22
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memorando No. EMS-DJ-2024-02'79-M de 22 de abril de'2024 ratif,icó dicho
criterio inicial.

1,3, El criterio juridico de la entidad consultante contenido en el memorando No. EMS-
DJ-2024-0004-M, de 2 de enero de 2024, suscrito por la Directora Ju¡idica de EP
EMSEGURIDAD, citó los articulos 225 y 229 d,e la Constitución de la República
del Ecuadorr (en adelante, "CRE ):17. 18,30 y 33 de la Ley Orgánica de

Empresas Públicas':(en adelarte, "LOEP"):60,l29 y Disposición GeneralPrimera
de la Ley Orgánica del Servicio Públicor (en adclante, "¿OSEP'J; 1 del Mandato
Constituyente No. 4¡ (en adelafile, "Mandab 4 '): y,74 del Reglamento Intemo
Sustitutivo de Administración del Talento [Iuoano - RIATH de la EP
EMSEGURIDAD (en adelante, 'RlATfl de EP EMSEGURIDAD "), asi como los
pronunciamientos emitidos por la Procuraduria, constantcs en oficios No. ll163,
No. 13430 y No. 16958, de 20 dc diciembre de 2012, 3 de junio de 2013 y l1 de

abril de 2014, en su orden, con base en los cuales efectuó el siguiente análisis y
concluyó:

"2.. ANALISIS JURiDICO

El afiícttb 225 ¿c L¡ (i' rt¡tución de la Rcpúhlitu del Eruador. i,perat¡\'aneúte
reñala que el seck' púl,liú conpren¿e: l¡'t ,,-tla¡isnos .r dependeneias de las

lunciones Ejecut¡\'a. Legish ¡w, Ju¿i¡.ial. EIL\t¡)rul .t,de Transparentia ¡ Control
So¡:ial: las entidu¿es qu( ¡,tegran cl ftll¡D¡tn atióno¡no descetúrdlizodo: los
oryanienos I ent¡do¿e.| ocad« por la (\»tst¡tu¿¡i¡¡ o la le). para el ejercftio rle lo
potestad estaral, para tu prcsta(ió,t ¿c saridot ptiblitos o para desarrollar
aLlividades econónicas auuüi¿as por el Eskt.lo .t las pe$onus jurírlicas creadar por
acto normotivo ¿e lú gobiu-n):t autónomot des(enlrali:ador para la prtstutión de

se.'icíos públitos

En el caso de la ge.tttón del talentt¡ hunano cle las Enpresas PLihlitat:egún lo qre
estipula el segundo ¡n(iso del ur¡iulo l7 de h LeJ Org(in¡ca ¡1e Entprts«s PLiblicas.

es el Directotio qú¡en expe.l¡rá las on as i,ttcrnus le admiti.\trLr(¡1)n del talenta
h nano, en las que se regukuún bs tfiecanisÍtos de ingrcsa, ascefiso, prcmoción,
réginen disL¡plirutrio wta.iuxes _t t¿muhc¡'aLiones patu el tulento hümano ¿e l,'s
enprevs ptiblicos.

Existe \)arios pron ncianienb.\ Lofisluhtet a los ofitior, entre ellos el No. 13430 de

6 ¿e ¡Lnio de 2 0 1 3 _y I 69 5 I ¿e I I ¿e a bri I d? 2 0 I 4. en dotúe h Prccuraduría Generu I
del Estado LonchNó ttLk efi totlo b no lrtct,isto en los leghmentos emitdos por el
DireLtorio, ¡ige el Código del Trubajo. Supletoriamehte, en cr.t to a lo no previsto
ni por el Direckrrio, ni en el Código del Trabajo, úge la nomativt que regüla el

)( RE. púlkt,1o cn cl Ref,t\ n. oln nt ito .11e ¿( :t) ¿e d rthl ¿ ¿! 2m\: oh¡na rclt,'ña p¡br< odo tn ?t T(t\ r' sqlenk|ta ¿el

R¿ginrc Otutol lo 177 ¿e 25.le en¿n) d¿ 2l):1
tLoEP,pkbl¡t.d.rclsqlencbtlclRct:Lh'ool ¡olN. 13d¿.1ó¿!otüthtd¿2t)n9 1¡lt¡rQ'llotnnplhto¿atn¿lst.¿unl.
Supl¿ñü ta r1!l Re!útr ol¡. tol N) 17t 1.11tu.r¿t¡) ¿¿ 20:¿

'LOSEPpbl¡Latla¿'elS¿su»tl.supleñc»!,)itlRc!¡nroOlü¡d¡to291¿!6¿¿actrht¿d¿101t)tiltnorer,núpuhtkutl¿en!!
Suplenttu) d.1 Rtglto ot¡Lio¡ Na loa nr I ) ¿! nta\n tu 20:l
' M¿ ,loto 1, pthl1,¡,lo d1 .1 plrnub l¿l Rtstitt, Ol ktl n. :7J fu l1 d( ltbtú) :0n8. útr ¿ t¿lomú ptbln'ad! ( .1

Sql.»c,to d¿¡ Radn Okntl :7J d. l¿ h nh'"h tL:t)t)^
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setvicio público, es ¿ec la Le! Orgánica del Servicio Público y sü Reglamento.
lEnfasís añadído)

Para el caso que nos ocupa el Reglañehto lnterno Sustitütivo de Adm¡nisoación de
Talento Humono MATH de la EP EMSEGUNDAD, aprobado po,. el Di?ctorio de la
EP EMSEGURIDAD el 26 de marzo de 2019, señala que la indemnizoción por
supresión de pues¡os se calculará desde el pimer año de servício en el sector ptibtico,
el moúto para la índentnización por supresión de puesto será de siete salarios bási¿o
unificados del trabajador por cada año de ser.\'icio de co fornidad con el salario
bósico uklícado ügente al priñero de enero del 2015, sin embargo la Let'Orgáhica
del Sen¡cio Público, en la disposidón Generul Primera prer¿ que el monto de la
itldemnizaLió , por supresión de pañkla¡ del personal de lat institucione-t será igl,al
al ¡ttd¡cado al benelicío por jubílación, es .lecir, rccibir por and ¡ola rez 5 sularios
básicos üníf¡cadas del trabaja(lor pivado por cado año de servic¡o contados d paflit
del qui,ío año I hasta un monto mitino tle 150 salar¡os hásicos unílicatkts del
lr.tbojador privado en total a partir tlel año 2015, de con/ormidad (oh el salurio
básico ut¡ílicado úgente al I de enen del 2015.

3.- CONCLUSIONES:

En ú ud de la base normatiwt I unális¡s expüestos. esta Direcció Juridiru L\»ulu\.e
el prese le criterio en los s¡guientes t¿r'nh&s:

A todo se^'idor o senidora ¿e la EP EMSEGURIDAD le es aplicuble
Reglamento Interno Sustihúí\,o dc Ad, inirtraciin de Talefib Humato RlATll
de la EP EMSECUNDAD.
Con/br¡ne lo preyisto en el Art. 269 ¿el Reglamenb Aenerul a la Let'OrgúniL,a

¿el Setlic¡o Ptibl¡co, se etúie de.o,no un mitno empleodor a las ilstitu.k)ne.r,
enlidades u orga istlos .lel sectot ptiblico.

3. La EP EMSEGURIDAD paro el cuso le indemnización por wpresión de
pueskr.r porbA aplicar lo estipulaclo en el Reglatkeñto húet.no Sustiuttilto de
Adñínistt'ación ¿e Taleh¡o Humano RIATH tle la EP EMSEGLTRIDAD.
aproba¿o por el Dircctorio dc la EP ET4SEGURIDAD el 2ó .le nazo.le 20t9.
En el trcl, señala qR kr inclemnizac¡ó se calculará desde el pri¡ner año de
servicio en el sector ptiblico. el nonto para la inden nizadón por ¡uprcs¡ón de
puesto será de siete salarios hásiLos ufi¡|¡cados del trabajador por cada año de
rcryi(io de conforñidad con el sulario bú\¡.o unifitado vigente al prinero tlc
enero del 20l5".

1.4. Adjunto al oficio de consulta y col1 relación a la materia, se remitió el criterio
jurídico institucional del Ministerio del Trabajo, suscrito por la Subsecretaria dc
Nonnativa de esa cartera de Estado. constante en el oficio No. MDT-SN-2024-
0224-0, de 28 de marzo de 2024, quien manifestó lo siguiente:

" L:lEANUle!4lgE N'I o :.

Retpecto.le su pedi¿o. confonne las contpetenc¡ds establecidas en la Co stituciói ¿c
la República ¿lel Ecuador. la Let Orgánica elel Sen'icio Público ¡, et Acuercto
Ministerial Nro. MDT-2017-0102, el Ministerio del Trabajo absuel|e cons ltus
relacionadas sobte el alcance o h¡s ludas qae se preseñten sobre disposictone!

24
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normatiras contenidas en la Le)' Orqánica de Seruicio Público, su Regkmento
Geheral. Código del Trabajo, Acuer¿os Ministeriales expedidos por esta Cartera de

Esta.lo y demás normativa labotul, nás ho ekctua análisís nbre La 6ic)
aplicabili¿ad de los reglomentos inlernos de adñinislración de talento humano de las

empres§ públicas.

Cabe indicar que, sobre la base de lo establecido en elar¡ículo 17 de h Le! Orgánica
de Enpresas Públicas, corresponde al Direcrorio de uda empresa públilo, expe¿ir
las normas intemas de adminístación lel lalenb hunano, en las que se regul1rán los

mecanisnos de ingrcso, ascenso, pronoc¡ón, ftgimen dis.iplinario, vacociotl¿s -v

rem nerationes para el talento humano, q e es lo qúe.ittttañente ha sucedido con l.t
EP EMSEGUNDAD, la ctal urcntu coh su Reglamento Inlerno Sustiftttivo rle

Aclministración del Talenlo Hunuta. cn el que expressmente se ha northado en el
articulo 74 la in.lemnízación por tuptc.tki .le pue.stos y su forma tle cúlcukt.

De tal ntodo que, las consültus plullcodas re¡ieren a la apt¡cabil¡dad ¿cl rcglamento
inteno de la empresa públie «»lsultafite. nornatiw és¡a que, al no se,'expa¿ido por
el Ministerio del Trabajo, ni let¡er l.r cali¿a¿ de Lef o Reglime b Genefttl, no es ul
urcrpo legal bajo a ólisis la esla curlera de F-starlo, en Luanlo a pedidos de

absoht( ión.le consul tas.

Recomendamos que al propio órgano de lu enytresa públiu qte expid¡ó el
Reglamento, sea a quien se le deha consulko, (ottt¡).i-gano legisla¿or de la emprcsa
o. en caso de asi considerarlo, se la eleve a la Ptttt1tultia General del Estado".

2.- Análisis. -
EI inciso primero del articulo 229 de la CRE define como servidores públicos a "lodas

las persohds que en cualqu¡er.fbrmq o a cualquiet títülo trabajen, presten servir io\ n

ejerzun un cargo, funcíón o dignidad dantro del sector público". Similares previsiones

co¡rstan cn los articulos 4 de Ia LOSEP y l8 de la LOEP.

E¡ ámbito de aplicación de la LOSEP. dcterminado eú su articulo 3, prcvé en su inciso
final que en las empresas públicas se aplicará a su personal lo dispuesto en el Titulo lV
de la LOEP.

Por su parte de acuetdo con los afícubs 4 y 5, numeral I de la LOEP, las empresas
públicas son personas juídicas de derecho público y están "(.-.) dotadas de autohomia
presup eslaña, liúnciera, econóln¡ca, adm¡ níslrali\a ! de gestión .

El articulo f6 de la LOEP precisa q\e La administrución del Talento Humano de las
empresos pLiblicds corresponde al Gerente General o a q ien ¿ste delegue

expresamente". mientras que el segundo inciso del artículo 17 ibidem, respecto de la
competencia para la expedición del Regla¡nento lntemo de la Administració¡ d§

Talento Humano, dispone:

"El Dire.torio, en apli&tión de b disprcsto por es¡ll le!-, expeditá l¿.s no¡Dtas

inte os de adriiñistaciót del tale o huma¡o, en las que se regularán los

25
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mecanísmos de ingreso, oscenso, pronoción, régimen disciplinario, racaciones I
renwnprat ione: para el tol¿nn' hunaho dc l s emprpsas públ¡ca. \Énfasis añadidor.

Sobre el régimen juridico aplicable a los servidores de las empresas públicas. la
senlencia de la Corte Consrrructonal No. 007- I l-SCN-CCj ha manilestado:

''(...) la Corte Constitucioüal encuentra que el ar¡iculo 29 de la Ler A"gáni.a de
Empresas Públicas no wtneru el ar¡ículo 229 de lo Constitución, sifio qúe en su lugar
ha eslablecido un réginrcn ptopío ) etipec¡al pora el personal de enpresas púhlicas,
ruzó,l por la cual no cdbe distingui¡ u a.iñsdirción pdra los setvidores !- ofta paru
los obreros, cabiendo una sola iuisdictió (la de lo.\ ¡uecer labores, en irt d del
arlculo 568 del Códígo del n"abio), que guardct concott{a cia con la rc isi¿
esp?cíJica qtp el artíc lo315dehCo¡lsti tción.le ld República en el ¡nciso ¡egun.la
aon/¡ere a lo lel. para le regulo.ió¡1 ¿e enprasa: públicas. A.lenás. no erist? la
apare le antitom¡a enlre ld Ler Orgú ica ¿e Emprcsa Púhlica (sic) )' la Le),
Orgánica de Serúcio Público lsic), pues csla últina en los arlculos 3 ütciso final, 5ó
pe último incisa, 57 úl¡imo inciso ! 83 literal k ha reco o('ido el réginen pnpi' \
espetial del personal tle las enprcsas públitas .

En este contexto, la Procuraduña Gcncral del Estado sc ha pronunciado de lnanera
uniforme y reiterada sob¡e el régimen juídico aplicable a las empresas públicas, sobre
la co,npetencia del Directorio de las Empresas Públicas para dictar normas relacionadas
con ¡a administración del talento humano y su contbrmidad con la LOEP. el Código del
Trabajo (cn adelante 'Cf") y las nonnas que rigen la administració[ pública, ta] como
se ha señalado, entrc otros. en los pronunciamientos contenidos en los oficios No. I I 163
rle 20 de diciembre de 2012, No. 13430, de 6 de junio de 2013, y No. 05168, de 7 de
agosto de 201q. en el que sc conclu)ó lo jiguicnlc:

''La gestión ¡1el talen¡o hut tlth dc ks eñNesur públicas, de acuerclo a los arlotbs
17 segundo inciso I 18 ¿e ta LOEP, se rige por la normativa expe¿i¡la pot el
dircctorio pa¡a atendet los ¿specilicos rcqueimiehtos empresa ales, que debe
guadar confomidad con esa le),, el Cód¡go de Trabajo (en adelaúe CT) ! las leyes
de apl¡caciór, geherul paru to¿a la adr¡tinistrución prlhlica, ! está s4eh a[ control
po\teriot del Ministerio rlel Truhajo, segth lo establecido e el inc¡so linal del c¡tado
urtí Ltlo ". lEnJilsis «ñadido).

Sobre la aplicación del articulo 60 dc la I-OSEP que menciona en su consulta. dicha
noma contiene Ios lineamientos para la supresión de puestos, entre los que constan los
dictámenes del Ministerio deJ Trabajo y del Ministerio de Economia y Finanzas,
dicúmenes que no rigen para las entidades sujetas al ámbito de la Ley Orgánica de
Empresas Públicas. No obstante, en virtud de que Ia supresión de puestos procede por
razones técnicas, económicas y funcionales de las instituciones, la empresa pública
dcberá contar previamente con los infonnes técnicos, de lalento humano y financieros,
debidamente motivados, que avalen los procadimientos de supresión de puestos.

l\thlt¿l.t clSql¿nk h .l(¡ R¿!i: úr' Oliiul \. ,t:ttrI¿tjü|i)¿!:l1l lie,t1
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En ese orden de ideas, el articulo 30 de la LOEP dispone que, en la relación de trabajo
entre los seftidores de carrera sujetos a esta Ley y los obreros, se observará, entre otras,
la siguiente ¡orfiai "1- Pata el caso de separación de los servidores y obreros de las
empresas públicas, por saprcsión de pa¡tida o despido interrrpestivo, se aplicará lo
determínado en el Mandafo Coaslituyenle No.4". (Enfasis añadido).

EI referido Mandato Constituyente No. 4 en su aniculo I dispuso:

''El Estado garuDliza lo estabilidod de los trahajadoks, ta contratació colecliva v kt
organización sindical, en cumpliñ¡ento a lo.\ princip¡as uniwrsales del derecho sacial
rlue garntltizan la igualdad d¿ k s ciu¿odahos lrente d trabajo, evitañdo i equ¡dodes
ecofiómiars y socíales.

Las ¡ndemnizaciones por despido intelnpesti\to, ¿cl personal que lrabaja en las
instituciones señaladas en elortít'uk¡ 2 del Mandob No. 2. aprobado por la Asafiblea
Constitulente el 24.le enctu de 2008, acordadas en conlrotos colectitos, actas
¡ransaccionales, uctas deJi,t¡quib o cualquier olra./ótua de acueño o bajo cualquier
¿enomtuación. que ¿stip le ?l pago rle itde| tizacio es, bonilicaciones o

e'ontribuciones po¡ terntinadú de relaciorcs ilditiduales de trabajo, bojo la figu¡a
de despirlo internpesti|o, no potlrán ser supe¡htÍes a tescientos (300) salarios
básicos unücados del tabajodor ?rivado.

Ning na a torklad, irc: o t,.ib al podrá dettunt cono ¡lerecho a¿quiúdo, n¡
ordenar el pago, de una in.lemni:ación por tennittkit;n de relaciones lahorulc!. bajo
la Jigura de .desp¡do ¡ntenqestivo por un nonb lupet ior al establecido en cl i,lciso
anterior ". (Enfasis añdd ¡tli.

En esc contexto, la Corte Nacional, sobre la diferencia entre despido intempestivo y la
supfcsión de puestos de trabajo ha señalado q)e. "El despido intetnpestiNo e! uk dcto
ulilaleroly aúitrarío del empleatlor, contrario o La ley (.-.) y que, a diÍerencia de este

hccho, la supresión de puestos es uha liguru legal del derecho d.lm¡úistrat¡to, que
tienc otta denotac¡ón, procede (...), por razo es l¿cnicas, económicas y f ncionales de
lar i stituciones y entidades del sector públicoó".

De su parte, el Mandato Constituyente No. 2?, cuyo árnbito de aplicación dispuesto en

su aniculo 2 incluye a: "¡k) Las empresas públicas ) privodas cuyo capital o patrimonio
est¿ htegrado con el cincuenta por cie h (50?6) o más de recursos públicos o a las
enti¿ades f organismos del settor ptibli«t ", en su artículo 88 regula el tema materia de

su consulta. Dicha norma reconoce el derecho a la estabilidad de los servidores.
establece el techo de indemnizaciones o boniñcaciones derivadas de las formas de

cesación de los servidores y obreros públicos y determina algunos aspectos referidos a

las indemnizaciones y bonificaciones que regula, con el siguiente tcnor:

' (\, tt i\ t nnal de Jdr 10. 

'¿su»¿o 
Sah ¡l( L) Laborul. R« Üv' ¿! ( dsur i.ú. Gdt¿tt Jú.¡tLtdl Aña CXI *.rk Xvl tu |t)

Pagnr¡ lnto. r3 d€ ociub( de 201o'VdnntbCa$fiAe te t¡. 2,pubtnadatdtlS pl¿ktt¡tu,drl k.g¡h.ol iul tio 2ó1 de:1d¿rtu1ad¿ aaA8
\ 14ntk, túnnulo pot ¿l 1r¡ ó1 d. la 1..\ Orya t.u poru la J$tt<td Ldhomt \ Re.an@¡ne .lel Tnth¿iu ¿ l tbsor
púl¿.1o.¡ ¿l T¿'\c' Stptcntetto ¿"t Res^hó ol ntl \o lNl ¿( )A tl. ¿hn| ¿a )nt5
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''Liquidaciones e itdeñnizaciones.- El ,trcnto rle la inderñnización, por sapresión ¡le
partidat renuncia voluntaria o retiro rolu tario para ocogerse a la juhilación de los
funcionarios, seftídores públ¡cos )' personal docente del sector público, con exLepción
del perte ecíefite a las Flterzas Arnu.las v l.t Policia Nacional, será de hasta siete (7)
salarios míninbs hásicos uni.l¡cados del trabajadot ptiyado por cada año lle senicio
t hasta un monlo máx¡hto de doscientos diez (210) salarios mín¡nos básicos
unil¡cados del frabajador privado en total. Para el ef¿cto, las instiütciones del set¡or
públíco establecer¡|n, pla í¡údamente, el ,1ilmero máximo de renuntias a ser
lramítadas v linancia.las e cada año debiendo, para ello realizar lcts programuciol¿s
presupúesfarías correspon.lientes, en coordinoción con el M¡nisterio de Finanzas, de
vt el .:oso

Las au¡oridades laborales velarán por el clerecho a la estabilidacl de lo.t trabd¡adores.
Salvo en el casa de despido intenpestiyo, las indemni«ciofies por supresióñ de
puesto o lenninación de rclaciones laborales del personal de las institucio¡es
contempladtlJ en el añículo 2 de este Mandalo, acordadas eú (ontratos colectiyos.
actas transaccionales, ac¡as ¿e liniq ito .\' ..uolquier otro acuenlo bajo cualquier
denomina.ión, que est¡pule pago cle ¡ndetfi n i:a( ¡ones, bon¡Jicaciones o contribuciones
por tenninación de onlquier tipo ¿e rcloción indiyidlel de trabajo, seni.le harsta
s¡ele (7) salaios ñínhnos btisicos uiilicados del fiabaja.lor pivado pot cado año de
servicio r* hasta un ,nonlo má.xirno de doscientos diez (210) salarios mínimos b¡kicos
unifrcados del trabajador privado ei total.

Todos los Jincionaríot. s?r\'idorcs p¡hli@s, peLronal docente r ¡rab.¡jadoks ¡1el
sector público que se a(ojan a kts heneJicios de las iulenüífuck 1es o bonífitacione:,
i,t¿icadas e el presenle arti(ub, no po¿rAt r"¡ngresar al sector público. a e\-ccpct,'u¡
de las dígnidarles de elección populat o ot¡ucllos de librc ,1oñbran¡ento". Enlasis
añadido)

De conformidad con la Sentencia No. 002-16-SAN-CC, quc a su vez mencio¡a la
sentencia No. 0001-10-SAN-CC. de 13 de abril de 2010. la Corre Constitucional con
relación a la natwaleza de los mandatos constituyentes emitidos por la Asamblea
Constituyente del año 2007, señaló que dichos mandatos tienen la catego¡ia de Ley
Orgánica y €n tal virtud, Ia única Disposición Ceneral de la Ley Orgánica para la
Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar dispuso que "A efectos del
cálculo de las indemnizacio¡es q fiartir del año 2015. prevístas en el artículo I tlel
Mandato .onstituyente No. 2 y artículo I ¿lel Mandato Constituyente No. 4, el ,nonto
del salario básico unirtcado del trabajador privado serd el esrablecido al I de enero
d¿,2rr5 " (Enfasis añadido).

Adicionalmente, es necesafio considerar que, con relación a la indem¡ización por
supresión de puestos, la Corte Constitucionale ha dif¡renciado la situación juridica de
los sewidores públicos de carrem y la de aquellos que ejercen funciones en cargos de
libre nombramiento y remoción, al manifestar quel

¡I
.,,"r.r,,r,r,.,.,',.. {\y
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"De esta ¡nunera. consta de la sentencia q e se i¡npugna emitida el ló de septienbre
de 2011, por la Sala Especial¡zada de Garanias Penales !- Ttánsito de la Corae

Provincial de Justitía ¿e Azogues, lo sigtiente afrrnación: 'el pago de h
indemnización por supresión de puestos o renuncia para acogerse a la jabilación es

aplicable únicamente en benelicio .le los seru¡dores públicos de carrera ¡, no de
aquellos que ocüpen pueslos de l)bre nombramiento y remotión. loda rez que estos

tiltimos se encuentran excluidos.le la carrera admiñistrativa I por tunlo de la
estabilidad de puestos .

E úrtud de lo expuesto, se evülancia quc los .¡ueces provilciates fundanentarotl
debida.ne Íe ]a razón por la cual, cn el taso concrefo, no se dispttso indemniz,tción a

Javor del accionante. De ahi que, csta Corte Co stitucional colige que los casos a lo:
que se reJiere el aclor en w den«ndu, de cuya comparac¡ón alega un trato desiguat
en su perjuicío, rcspo ¿en u unu afuruleza _jurídi(a lahorol distinla en el únbito
adfi¡nistrativo público, debido a la diferencidción que expresamente establece la
Sala, para la declaración del ¡crecho a recibír intlemnización, entre bs senídores
públicos de carrera odnihísnot¡t! y h)s servidores públicos de líbre no thramiento I
remoción

Por su parte, el artículo 74 del RIA-IH de EP EMSEGURIDAD. citado en su consulta,
dispone lo siguiente:

"Indeñiización por supresiir, ¿e puestos. - l)l nt»rro para la indem i.ación por
supresíón de pueslos ee cal(ulani desde el p mer año de senicio en el seclor
público. así cono la parre pntponional a quc huhiere lugar, para lo cual la Unidad
de Talento llumuno estruc¡ntrá, elaborarú.r prcsenturá la planificdción ¿c talento
hu ano ), wt¡l¡caró le di9onibilidad prcsúpúestaria para et pogo de la
.omPe saciótt.

El monto paru la indennización por sulrrcs¡ón de puesto se¡á de s¡ete salaríos
básicos uníficados del trabajalor privado por csdt año de servicio, de cr»lórmidad
(on el salario básico unilitado vigente ol púDk,ro de enero del 2015

La desvinculución de la o el ter'.'itbr que * ho «cogido a esta indetnnizaLión sctá
not¡ficü¿a por ta LJnidad rte Tt[L,útt) Hu¡r,ako at Mi isterio det Trubajo'. énlail
añadido)

Finalmente, cabe señalar que. con rel¡ción al articulo 129 de la LOSEP, referido en el

criterio juridico institucional de EP EMSEGURIDAD, para las indemnizaciones y
beneficios en las empresas, la Procuraduria General del Estado, en Pronunciamiento
contenido en el oficio No. 08772. de 7 de diciembre de 2016. señaló:

"Según su tenor. el artíüio 129 de ld Le! Orgáñicd de Se^icio Público establece el
benelcio porjubilación de hs sen)¡dores sujetos al á¡nbi¡o de aplicación de esa Le!.
establecido pot su utticulo 3. al que :se remile expresamente.

Sin embargo, según se analizó ol atender su primeru cons l¡a, el inciso /i al ¿el
urnt- o 3 de la Ley Otgúnicu de Servitio Público, dispone que la ges¡¡ón del talento
hunano de las empresas públicas se rige por el ntub ly rle la Le) Oryán¡ca de
Emprcsas Públ¡cas, cuvo urrícalo l7 cokliere ol Dire¡:tor¡o de G.la empresa pública
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atríbución para exped¡r '(...) las nor¡rús intenws de adninistració ¿lel talehto
humano, en las que se regularán los mecahismos de ing?so, asaenso, promoción,
régimen disc¡pli,Mrio, vacaciones t, rem neracio,tes para el talente humano de las
empresas públicas

(...)

De las normas hasta aquí citadai se aprecia que, el beneficio por jubilac¡ón que
establece el anictlo 129 de la Lc) Orgánica.le Servicio Público es aplicable dt
personal sujeto al ánbito de apliúciófi de esa Ley; !, tiene u monto clisti lo al que
establece el segundo inciso del artículo 8 tlel Mahdoto Constitrryente No. 2, refonnatlo
por el artículo 64 de la Lev Orgánica cle Justicio Labora[ y Reconocimiento del
Trabajo en el Hogur, qtrc se aplica al per¡onal.lel sectot público sqeto al Código tlel
Trabojo, como es el uso de los sen'idores de car¡era r obreros de las empresas
públicas, c ):a relación laboral termine por cualEier caula, ercepto para el caso de
despído intempestito .

3, Pronuncirmiento. -

En atención a los términos de su consulla se concluye que la supresión de puestos del
personal de las empresas públicas, previsto en el numeral 4 del aniculo 30 de Ia Ley
Orgánica de Empresas Públicas, procede por razones técnicas, económicas y
funcionales de las instituciones y entidades del sector público. La indemnización por
supresión de puestos se rige por la norma¡iva que para el efecto haya expedido el
Di¡ectorio de la respectiva empresa pública, en vinud de Ia aplicación del segundo
inciso del artículo l7 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas y su monto debe
obsewar los limites que establece el aniculo 8 del Mandato Constituyente No. 2.

El presente Pronunciamiento se limita a Ia inteligencia y aplicación general de non¡as
juídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a
casos institucionales especificos.

Atentamente,

bg. Juan Car cta
PROCU NERAL DEL ESTADO

9

a
,

Ediñc¡o Ama¿mas Plaza
au arh.zo¡.3 Nrg-t2i y ar2.9.

Abe- Ivonne \úñez Figueroa
\|inistra det Tráb"jo

30



31



32



33



34



35



36



37



38



39



40



41



-

-IIT
iiac!Áaolira a,Er{R^! o€! lsfaoo

e
L
§
,

Édf'ció Añ..o6ar Pr¿za
av am.roñár N¡9-r23 y arz.q¿

Olicio No. 07326

Quito. D.M.. I ir JllN /117,

Abogado
Vicko Alfredo Villacis Tenorio
ALCALDE
COBTERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO
MUNICIPAL DEL CANTóN ESMERALDAS
Presente. -

Dc mi consideración:

Medianre oficio No. 0253-CADMCE-A-2024. dc 9 de abril de 2024. ingresado en el
correo institucional único de la Procuraduria General del Estado el mismo dia, sc
relormuló Ia consulta inicialmenle planreada en cl oficio No. 170-GADMCE-A-2024, de
2ti de f'ebrero dc 2024. en los siguientes lérminos:

l. "¿Debe corrsiderarse el plaío establecido e lo Tronsitorio Seguflda de la LEy
ORGÁNICA DE URGENCIA ECONÓMICA LEY ORGÁNICA DE
EFICIENCTA ECONÓMICA Y GENERACIÓN DE EMPLEO, SObrE IOS I50
días pora reolizar los pagos por pane de los co ribuyentcs desde la
publicaciót de dicho lE', o debe considerarse el texto literal, en el sentido que
los pagos pueden realizq6e hasta el 3I dejalio.lel 2024 co,tÍorúe lo detemino
la Trqnsitoria PRIMERA del mismo cuerpo legol, todd eez que la trunsitotio
segunda en su últirrro inciso dice exprcsarnente que .Esto rerrrisión $eg¡rirá las
mismas disposiciones establecilas en la Disposiciót Tra6iror¡a primera, a
excepción del úkino inciso?' lo solicitado en vi ud de otorgar a los
ad inisrrddo (sic) mqot facilido.l en cuanto a acogefie a este beneficio,?

2. ¿Debe entenderse que la remisión del 100/o de intereses, multas y recorgos
derivados de los tibt¡los, deteminado en la Transitoria Segunda de la LEy
ORGÁNICA DE URGENCIA EcoNÓMIcA LEY ÓRG/LNI.A DE
EFtCtENCtA ECONÓM|CA y GENERACTÓN DE EMqLEO, se aptica
única ¿rrte a las deudas onre¡iores a lo publicación en el Registro Olicial de
la referida Le1 o pueden coisiderarse los ltibutos que se vencen lrosteriores a
esla publicación toda ves (sic) que el irrrpuesto predial tiene corrro Íecha lírn¡te
el 3l de diciembre de cada año?".
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Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente;

l. Antecedentes, -

Del oficio remitido y docume¡tos adjut¡tos se desprende que:

I . ¡ . De manera previa a atender su requerimienlo, med¡ante oiicios No. 05854 y No.

06172, de 5 y 26 de marzo de 2024, respectivamente, la Procuraduía General del

Estado solicitó e insistió que se rcfonnulen las consultas in¡cialmente planteadas

en el oficio No. I?o-GADMCE- A-2024. de 28 dc fcbrero de 2024. Dicho
requerimiento fue atendido porcl Cobiemo Autónomo Descentralizado Municipal
del Cantón Esmeraldas (en adelantc. "GADll4 Esmeraldas '), mediante oficio No.
0253-GADMCE-A-2024, de 9 dc abril de 2024, al que se ha hecho refe¡encia al

inicio del presente.

1.2. Adjunto al oficio inicial de consulta se remitió el criterio juridico No. 013-PS-

GADMCE-2024, de 22 de febrero de 2024, suscrito por la Procur¡dora Sindica

del GADM Esmeraldas,la cual citó, como fundamentosj rid¡cos,los articulos I I

numeral 3, 7ó numerafes I y 7 letra l). 134 número I, 135,225,226.233,3OO y
425 dc la Constitución de la República del Ecuador¡ (en adelante. '(-RE ); 14,

65,67,89 y 122 del Código Orgánico Administrativor (en adelante, COA"\:5.
53 y ó0 letra e) del Código Or8¿rnico de Organización Tenitorial, Autonomia y
Descenlralizaciónr (cn adel¡tnlc. "(OOTAD )i 5 y l3 del Código Tributarior (en

adelante, "CI'). Disposición fransitoria Primera de Ia Ley Orgánica de

Eficiencia Lconómica y (ieneracii)n de Empleos (en adelante, LOEEGE '), y su

refo.ma contenida en la Ley Orgánica de Competit¡vidad Energética6 (en adelante,
''¿OCá "), con base en los cuales analizó y etnitió el siguienle criterio juridico:

"3.- Análisis legol:

En el ptcsente caso, es obsen'ahle que. al momenb de haherse

promulgado la Le¡ Otginica de Elkien<ia Econórnic\t y Generatión de

Empleo, en su disposici¿)n lra s¡lor¡a púnerar y seg nda, otorgaba a los

contr¡bq)efiles como pluztt hláximo parat pago total cle los obligaciones

tribütarias ¿lerivarlar dc los trihuu¡s tttva administrotión I recatrlación le

ot n¡|¡'. J77 dt 2i dt t»tb ¿c 2h)l

delRcstnú, AlnúlNo 515 d¿:5 & 
'núa)l¿ 

)0:,1
CooT)D pú\úada en tl srPtenturb 1l¿ RRt\n|' t)linn fi lll ¿t 19 lc nLhthu lt)ll) tilh'ú ttlar o ¡'rhltto¿¿ ¿r ¿l

su1l@¿n ü) t1.¡ R¿r¡sn. O1n úl NL 5)5tl¿)1 rkr:r¿! )t))¿

prhtiatla¿n elSuplen tr'tuIR.NtltnOln iit tt'I .l(:t1¿edkkntttt l! ?t):J

sol¿n¿ntu ¿l R!\Ln'o Ol ul 5)5,1t :j & tht¡l rk :t))1
"L()(Lp¡hliad!lntlStgttloSrpllnubrltlRlt:tttbolntúlNo'!'5¿tll¿!dtto.l!:t).11
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correspondan al Set\icio de Re tas lnternqs, 150 dias contados a panir de
la emisión de la ley (esto es, l7 de mayo de 2024), para pódér acogerse al
beneJicio del 10096 de remisión de htereses, multas y recargos.

Pero, con la rcformo de la ley constante en la disposición reformatoria
segtnda de lo Lq' Orgáh¡ca de Co,npet¡tívidad Energético, fue sus,ruido e!
requisito de los 150 días, en la disposición tr.tnsitoria prin eru de la Ley
Orgánico de Eficien<,ia Económí<,a y Geteración de Empleo, otorgándole a
los contt ¡buyentes u,t plazo mayor, hasta el 3l de julio de 2024 (225 días
desde la promulgación de la ley) para el pago mal o parcial de las
obligaciones tributaias derivadas de los tribulos an¡,a admiústración S,
re<audaciófi le conespondan al Senic,o de Rentos lnternas. ¡.que ha¡,an
sido generadas hasta el 31 de dicienbre del 2023.

Toda vez que de con/ormidad <,on el úlrimo inciso de la disposición
t¡ans¡toria segundo de la Ley Orgánica de Ef;ciencia E..onóm¡ca ).
Generación de Empleo, Esta rcnisión segi¡ni los mismo., dispos¡..bkes
establecidas cn la Disposición Tra s¡toria Pritfiera, a ercep<,ión del tihimo
i,¡ciso', po.lri¿tr os etúeider Ete tambíén oplicaia la extensión tlel pla.o
otorgado paru el pago de las obligaciones tributarias, üo obsta te, e la
dísposición n.ansitoria segundu, prevalece etpt?!;amente el plazo (le los l S0
días, ittcw,riendo e¡ uuq contrad¡ccióD con añbos dispo.riciones. )ra que no
ha sido expresado si el último inciso de la disposición rrunsitoria sigunda
se rel¡erc a todas las disposiciones .ontenplqdos en la disposrctó»
transibr¡a segunda salto el plazo.

E este senti.lo, ante dicha contradicción el Cótligo Ttibutario
establece que 'Cuattdo una misma le) tributaria contetga tlisposiciones
contrud¡ctor¡a, pL_i!14!1L!g qle tñás se conlbrme co los pri cio¡os básicos
de la tributación'. teniendo en cuenla que la C¡¡¡sriucíón de la Reptiblica
manda o qtrc el réginten tributario se rüa por principios de generulidotl,
progtesitidad, eliciencia, simplicitlad adúi i!lrativL, irrerroactividetl,
equ¡dad, tra sparch(ia 

-y- 
suficiencia recaudator¡a: .r que , los principios i

tlubio pro contribi¡tsnte, e íh dubio por cive, en caso de duda a !'avot tlel
ciudadano/conu.ibu¡-ente', ade ás de que por te¡hpor.tlidad, lo disposic¡ótt
más rccíente es ld ntás .fitvoroble, se hace pert¡nefite así su apli.,acióh. (El
subrayado penenece al texto origi¡al).

Siendo ai que, el ptincipio de equidad hace rcferencia a la igualdad a
quc se liene .t te la le!^ tibutarid, )' se deJiv por el hecho de dar el mismo
truto a todos los corttribu¡.entes, es decir, tlue los cono.íbuyentes de un
¡nisño inpuesto deben uha situac¡ón de igualdad ante la normo iurídica, no
podria ser interpretado que, ante tn misño be ert(.¡o otorgadi por la 1e1,,

a'ierlos conlrih ),cntes tengan nA¡,or plazo pora acogerse al nismo.lue
otros.

-
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De la misma manera, las ciladas d¡sposiciones no erpresan salvedades

adicionales, y, por el .ontftrrio,.favorecen al contribuyente, otorgándole la

Jactrltatl de pagar sus obligac¡ones parcíalmente, y acceder al benelicío
sobre el total del capitdl pagado.

4.- Cohclusiones y rccornendacion es :

(...)

Que, es procedenle previa reforma de orclenanza, remitir el 100'%

inclusive de las muhas, intereses f rccargos sobre el inlpüeslo predial
urbano 2023, síempre y cuafido se cumpla con el requisito rle pago total del
cap¡taldel mismo, por cuafito l.t disposición tra s¡loria a lo ley, eslablece
que la remisión aplica al monto del capital pagado, I que las obligaciotes
que aplican al beneficío deben haber sído generudas hasta el 3l de
d¡ciembre de 2023-". (El é¡lasis pertenece al texto original).

A fin de contar con mayorcs elementos para atender su consulta, mediante oficios
No. 06357 y No. 06635, de l0 de abril y 2 de mayo de 2024, respectivamente, la

Procu¡aduria General del Es¡ado solicitó e insistió a la Asociación de

Municipalidadcs Ecratorianas AME (en adclante lMr"). que remita su

criterio juridico institucional coñ relac¡ón al objeto materia de las consultas, sin
quc la referida entidad asociativa haya atendido dichos requerimientos hasta la
presente techa.

2.- Análisis. -
El numeral 3 del añículo 132 de la CRI establece que se requiere de una ley para crear,

modificar o suprimir tributos. Este principio de rescrva de ley se refucrza en el añiculo 4
dcl CT. asegurando una base legal clara y prccisa en materia tributaria.

El aniculo I del CT especiñca que sus preceptos "regulan las relacíones jui.licas
protenicntes de los tt ibuto:;, cnu'e los suielos acti\'os I los contibu¡'enles o respons«bles

de aquellos". Además, el inciso final del mismo articulo aclara que los tributos
comprenden impuestos, tasas y coútribuciones especiales, proporcionando una definición
integral de las obligaciones tribularias.

En cuanto a la interpretación de las normas ributarias. el articulo 13 del CT establece que

"llns hormas tributarias se ¡nletpretorán con ateglo a los métodos ddmitidos en

Derecho, tenie do en clenta lot.fines de esl¿ts y su sigfiAcación económica 
" 

Esle

enfoque garantiza que las normas se apliquen de manera coherente y con un

entendimiento cla¡o de su propósito económico.
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El artículo 300 de la CRE enumera princ¡pios clave que rigen el régimerr tributario:
"generulidad, progresividad, elicienc¡a, sinplicidad adfiihistr.tt¡va, itetroactividad,
equidad, transparencia y mficiencia recaudatoria", Estos principios, replicados en el
aficulo 5 del CT junto con el de "confianza legitima", aseguran que el sistema tributario
seajusto y eficiente, fomentando la confianza de los contribuyentes en la administración
fiscal.

El aniculo 54 del CT menciona que "las deudas u.¡butarias sólo podrán condonarse o
rehitirse en virtud de lqv, en la cuantía )'.on los requisitos que eh la misma se
determinen". Adicionalmenle, permite la condonación de intereses y multas por
resolución de la máxima autoridad tributaria, de confonnidad con los requisitos legales
establecidos. Esto proporciona un marco legal para la remisión de deudas tribularias,
apoyando la claridad y transparencia en su administración.

El aniculo ó5 del CT asigna la dirección de la adminislración tributaria en el ámbiro
provincial o municipal al Prefeclo Provincial o al Alcalde, según corresponda, asegurando
una gestión tribularia adecuada y descentralizada, conforme a las necesidades locales.

En relación con los impuesros municipales, el aticulo 491 dcl COOTAD identifica
claramenle los impuestos municipalcs y metropolitanos, mientras que el articulo 492
indicA qve "lqs nunicipelidades ), d¡stt ito. netrcpolitanos reglomentarái ponne¿l¡o dc
ordenanzas cl cohro ¡le sus lrihuto.\". Esto otorga a las autoridades locales la capacidad
de gestionar y regular sus propios sistemas tribularios. garanlizando autonomia y
adecuación a sus contextos especificos.

Las Disposiciones Transitorias Primera y Segunda de Ia LOEEGE, prornulgada el 20 de
diciembre de 2023. establecen Ia remisión del 100% de intereses, multas y recargos
derivados de tributos de administración y recaudación fiscal y municipal, con un texlo
claro y especifico:

" DI SPOSIC I ON ES TR.4 NSITO R I AS

PRIMERA. - Los contibuyentes que pagueü la totalidad de la obligockj u
obligac¡ones tributarias va cídas a lalecha de entrada en vigencia de la presefie
ley o aquellos cotrtríbu),entes que hawn sido notü¡cados ao una .omunicac¡ón
de díJérencias o actas borrador hasta la.fecha tle entrada efi vigencia de la
presente ley, gozatán de la remisión dcl 100%¡, cle intereses, nultas v recargos
derivados de los tríbt os ctoa adñitlistraaión ¡. recaudación le cotesponden al
Servicio de Rentas hternas.

El pago deberá rcalizarse en un plazo náxinto de 150 dias co tados .i p.¡,.tir de
14 publicadón de esta le),. Si el pogo fuese par<,ial, no aplicará la reñisión_ l_..)

SEGUNDA- - Los Gtrbienns A tónoños Descentrulizados. asi como sus
enpresas amparadas eu la LeyOrgánica tle Enpresas Ptihli<as, agencias.

-

rilil
I
a
t

46



-
lil¡l

I a, .-",..., ñ!,.r,1 y a,,,"s"

¡rL rtctHo DE EsMEatt.o)s

P¿Bino,6

instituciones y entídades ariscritas, podrán disponer la remisión del 100%, de

inlereses, multas y recargos derivados de los tr¡butos cuya admihístración !-
recdudación les corresponda, inclusive el impuesto al rodaje.

Para el electo, los Gobienús Autónomos Desceitralizados deherá emitir u o
onlenanza en un término máxino de 45 días.

El pago deberá realizarse en ut plazo ñáximo de 150 rlías contados a portir de
la puhlicación cle esta ley independicntemente del tiempo de emisión de la

Esta remisión segtirá las m¡smat disposiciones establecidas en la Disposición
Trdnsiloria Pr¡mera, a ercepción dcl tillimo ihdso- "

El ll de enero de 2024, se promulgó la LOCE que reformó la LOEECE, según lo
prescrito en su Disposición Reformatoria Segunda:

"Segunda- - En la LeyOrgánica dt' Urgetrcia Etonónica 'Ler Orgánica de

EJiciencia Económi« ) Gekerac¡ón ¿c Eñpleo , reulicese la siguiante rcJórna:

Sustítúyase la Dísposicit)n Tr.tns¡tot il Primera, por l.t siguiente. Disposición
Trofis¡loria Prürrcra- - I.os (t»tlr'¡hu)\'tltes que pagltetl total o pa)(ialmenle las
obligaciones tihuÍar¡as r{cti\udas de los tributos cu-,-u udministtación y
rc(dudación le torrespondan ol Ser\,i(¡o de Rentas lnterfias, y qLre hayan siclo
genetalas husta el 3l de t{iciembre de 2023, gozarán de la ramisión lel 100% de

i¡llercses, multas y recargos rcspecto del Ldpítalpagado. Para el elécto, el pago
cleberá realizarse hasta el 3l dejulío de 2024 (...)."

Como se observa en las normas transcritas, la LOEECE en su Disposició¡ Transitoria
Primera inicialmente estableció que la remisión aplicaba a las obligaciones vencidas a la

fecha de vigcncia de esta o aquellas notificadas como diferencias o actas borrador hasta

el 20 de diciembre de 2023, y que cl pago debia efectuarse en un plazo rnáximo de 150

dias desde la promulgación de la ley (el cual venció el l8 de mayo de 2024). La reforma
introducida por la LOCE extiende esta remisión, ampliando la fecha de generación de las

obligaciones tributarias hasta el 3l de diciembre de 2023 y el plazo de pago hasta el 3 I

dejulio de 2024.

El numeral 7 del articulo 3 de la Ley Orgánica de Garantias Jurisdiccionales y Control
Constituc¡onal (LOGJCC) establece que, en la interpretación de nonnas, ".xondo el
sentido tle la norma es claro, se atenderá su tenor literal". Además, la inter?retación
sistemática y teleológica también son reconocidas como métodos válidos, ¡¡99¡g¡!g
oue las normas se interprete[ en armonía con el cortexto general v los fines
oer§equido§.
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Además, es imponante destacar que el principio favorabilidad e in dubío pro
administrqdo establece que, en caso de duda en la interpretación de una norma, se debe
aplicar la norma en el sentido que más favorezca a la pane administrada; en este caso, los
contribuyenles. Este principio busca proteger los derechos de los administrados frente a
la Administración Pública, garantizando una interpretación justa y favorable para ellos
cuando existan ambigüedades no¡mativas. A esto se suma el principio de confianza
legitima, que se encuentra consagrado en el aniculo 5 del CT, y que asegura que las
acciones de la Administración Pública deben generar una expectativa real y razonable en
los administrados de que podrán beneficiarse de los derechos y beneficios previstos en
las reformas legales efefiuadas. Este principio refuerza la seguridad juridica y Ia
predictibilidad en las actuaciones administrativas, promoviendo un ambiente de
cgñidumbre para los contribuyentes.

En consecuencia, se concluye que la reforma de la LOCE a Ia Disposición Transitoria
Primera de la LOEEGE no solo establece nuevos parámetros temporales para la remisión
tributaria de las obligaciones cuya administración y recaudación conesponde al SRI, sino
que tamb¡én, según lo dispuesto en el último inciso de la Disposición Transitoria Segunda,
cstos parámelros son aplicables a las obligaciones tributarias a cargo de los Gobiemos
Autónomos Descentralizados y sus entidades, con excepción de las prohibición de
acogerse a la remisión de las obligaciones tributarias a cargo del SRl, al Pres¡dente de la
República, Asambleistas Provinciales y Nac¡onales y sus familiares dentro del cuarto
grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

De las nonnas señaladas se desprende que: i,, la creación, modil¡cación o supresión de
tributos, asi como la remisión o condonación de deudas tributarias, deben realizarce por
medio de una leyi ¡¡) las normas tributarias deben interpretarse según métodos admitidos
cn Dere,cho, co¡siderando tanto su tenor literal co¡no cl contexto general y los fines
perseguidos: ü¡.,t en el ámbito municipal, la adminislración lributaria conesponde al
Alcalde, y las municipalidades y distritos metropolitanos deben reglamentar el cobro de
sus tribulos med¡ante ordenanzas; y, ¡r, Ia reforma de la LOCE amplía hasta el 3l dc
d¡ciembre de 2023 Ia fecha de generación de obligaciones rributarias y hasta el 3l dejulio
de 2024 el plazo de pago para los rriburos.

3.- Pronunciamiento. -

En atención a los términos de sus consultas, se concluyc que, de confonnidad con lo
previsto en los numerales 3, 5 y 7 del articulo 3 de la LOGJCC y regla lra. del aniculo
18 del CC. según el mandato expreso del inciso final de Ia Disposición Transiloria
Segunda de la Ley Orgánica de Urgencia Económica 'Ley Orgánica de Eficiencia
Económica y Generación de Empleo'. es aplicable el plazo del 3 | de julio de 2024 para
el pago de tributos, cuya administración y recaudación coresponda a los Gobiemos
Autónomos Descentralizados; asi también, se considerarán para tal remisión los tributos.
como el impuesto predial, generados hasta el 3l de diciembre de 2023, en v¡rtud de la

-
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reforma intoducida a la antedisha lsy por la Disposición Reformatoria Segunda de la
LOCE.

El presente pronunciamiento se limita a la ilteligencia y aplicación general de nonnas
juñdicas, siendo de exclusiva abilidad de la entidad consultante, su aplicación a

casos instihicionales específtcos.

Atentamelte:

Abg. Juan Carlos
L DEL ESTADO

Irg. Will,am Patric¡o Maldonadoiiñénez
Pre.ide¡tc de l¡ A!o.¡.ciór de Monlclp¡lld¡dcs Ecü¡tori¡¡.s - AME
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PRESIDE:{TE
ASA},fBLEA NACIONAL
Prcsente. -

Dc miconsidcración:

Mediante oñcio No- AN-KKHF-2024425O, dc 20 dc mayo dc 2024, ingresado cn cl coneo
inslitucional único de la Procuraduria Gener¿l del Estado el mismo dia. se rclbrmularon las consukas
inic¡almente planteadas medianre ofic¡o No. AN-KKH F-2024-018-O. dc I de mayo de 2024. en los
siguicntes t¿rminos:

"1. El arliculo 77 del Código Orghico lrrt¿gral Pe¡al (COIP), tato.le lo r.poroción
integral de ¡os doños, ld ,nismq que s¿ co¡rltti ule en al derccho y ano gomnlía pa¡o
idterpot e¡ los recursos ), las acciones d¡tigidas d ¡ecibi¡ las rcsloutucione\ ).
compensociones en propotciór, con el daño \uÍri¿o. E1 este sentido, ¿arra sen¡encia
ejeculorioda qa¿ eslablec¿ una reparacióñ integrol a la ñcti o, sobrc lodo cuarrdo se
¡el¡ere a reparaciones econórüica§, puede ser incoryoruda en el regisaro contohle lsicl
oryarriaaciones ¿e d¡stinta natunleza que reciban londos públicos, hasto que se p¡oce.la
a lq ejec ciót ,otol de la mísña?

2. Si la prhñero .6puesta es posili§4 ¿Al se¡ registado en la conlabilidad de .lichas
otganizociones de disaintd naturuleu que rcciban Íoñdos públicos, estos valores,
deberían s¿t rcgistrados en c¡re as pot cob¡aL a iñ de qae ta organización puedo i,riciar
las acciones adrrri,,isttotil"?'§ ! legale$ paro sa elect¡la rccuperución?,'.

Frente a lo cual. sc manilicsu lo siguicnre:

l. Alleced€ntes. -

Dcl oñcio remi do y docuñcnlos adjunros se dcsprcndc quc:

l.l. A fiñ dc contar con mayorcs clcmcntos dc análisis. antcs dc alender su consulk. mcdiantc
oficios No.06946. No.06947 y No.069.18. dc 27 de mayo dc 2024, cstc organismo solicitó a ta
Contraloria Cencral dc¡ Estado (cn adelantc. (Gf ). al Consejo Nacional Elcctoml (cn adelante.
'CrVC") y al Minislcrio dc !:conomia y Finanzas (cn adelan\c. tlEF'\ quc remiran su crirerio

.,uridico instirucional sobrc la mareria objcro dc la consulta.

1.2, Los rcqucnmicnros de csta Procu.aduria tücron atcndidos, cn su ordcn. i/ por la Di.cclora
Nacio¡alJuridica dc la CCE. mcdiantc oficio No. 246-DNJ-2024, dc 03 dcjunio dc 2024. ingrcsado
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cn la Procuraduría Gencral dcl Eslado el 5 de los m¡snlos mes y año; y. ,, por el Secretario General

dcl CNE. en oficio No. CNE-SC-2024-2725-OF. de 7 de junio de 2024, ingresado en el coneo

institucional único de la Procuraduria General dcl Estado c! mismo dia. al que se acompañó el

informe .iurídico de la Directora Nacional dc Ascsoria Juridica de esc organismo. conte¡ido en

mcmorando No- CNE-DNAJ-2024-0961-M. de 6 de junio de 2024. Por su parte, hasta la presente

t¡cha el MEF no ha dado respuesta al pedido realizado por estc organismo.

¡.3. El informe juridico No. IJ-CGAJ-2023"2025-0051. de 20 de mayo de 2024, suscrito por el

Coordinador General de Asesoria Juridica dc la Asamblea Nacional (cn adelante ",4N"), citó los

arti€ulos I l, 82,83,226,233 y 260 dc la Constitución de la República dcl Ecuadorr (cn adelante,

Código orgánico Gencra) de Procesosr (e¡ adelantc, "COGEP"\',77 del Código Orgánico lnrsgral

Pen¡la (cn adelante, "COIP'');87 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Pública§5 (en

adelanre. COPLAFIP"); 164 del Reglamento Gcneral del Código Orgánico ds Plan¡ficación )
Finanzas Püblicas6 (cn adelai\e, RjCOPLAFIP "); I del Acuerdo Ministerial No.00l7r de 23 de

jun¡o de 2022. mediante €¡ cual el MgF incorporo las cuenlas contablcs dcnominadas ',¿¿J Gre"¡¡,.t

por Cohrdr" al Catálogo Ceneral dc Cucntas Conlablcs del Scclor PLib¡ico No F¡nanciero; y. la
Norma No. 401-10 "Cü,tpli'ñienb tu obligaLiot¡¿.r" del Acuerdo No 004 ( (;l02ls cmitida por la

CGE quc contiene las '¡b¡¡'¡a.r ¿. (t)¡úrol lnterno para lls h¡¡i¿dlc¡. Otrn i.ti,os tl"t \P"tñt

Ptibli<o v de las Perso'tas Jüirlu¿: tu Dct !(ho Pt 
^\klo 

que tlis?ottEun ¿e Rd tsos PúhliLol'(en
adclantc, "A7C¡'); con fundamenlo cn kls cualcs analiró y concluyó:

,.|Y. ANÁLTSIS:

1.3,1 De Io enaltiado ¿n la paúe pre(cdeüte se requiere de Ia Proúraduríu Generul dal

Estu¿o, el asesoruñienlo legal y la absolución de h consulta, sobre la a ícación de los

aúículos 77 del Cádigo Otgánico Integrul Penali 347 f 3ó3 del Códígo Ote,ihieo Gen¿ru|

tle Procesos, respeúo de [d'' conpetencias que adninislratlro ente tie¡1e la Asanblea

Nac¡onal. (EL ¿nl¿ti\ nle coftesponde).

Pdrtienrlo .le Ia premisu cle que equellas Organizaciones de distinta anÍIleza qLLe redhan

fon.los públi<as. patu el ejcrti.io de uho detannnnda actit'i¿ad I qrc proluc¡t¡ tle elk¡ han

causado Lt aesiona.lo. rubrot o \dk»e\ ¡n itstificatlo' de quien le\ otorgo (s¡c) los valores.

La norm.¡ .le ¡nterprctact¡;,t rtuc per¡k¡lña inco,porar a una senteneia ejecütotin¡la rlentrc

de las tuentos por cobr r. .ono raquirilo previo pora iniciar acc¡ones a¿mit stratiras r
le4ales paru la efe.lin ¡c(u?etutión dc \'!lore: pen¿ientes. se entendeia qüe es el a¡tículo

87 del Código O¡gánico de Planilicación y Finaizas Públicas, qq¿ establece que en los

'CRL ¡,¡hlnada ¿l R"E¡ ro(rl¡(i¿l \o aq ¿( y) ¿. d tna? :tttt
: Lol:L. púl¡toda en ¿l Supt¿nR»to ¿ct Rtf,i:¡n ()li ¡¿l \o. ¡i.t: & ) | ¿e Ntb tL :ot)e
'C,C¡:P pubt¡.adoe"etS pt. . b¿¿t R!!!tnñOfiitl to ittó¿t::.kúd\o¿.2t)t5
'CO|P p bh.ado.n el Süplcñe¡¡od.l R¿At:htt Olü|al tn lratk lt).1! lthtol' tk 2t)11
'COP!.-tt:tt'.ptblt¿do.n¿lsegu¡¿oSryrl¿¡tuntor¡¿1R44!¡rOli,l!¿.lnótu!:L.duht?¿t20¡A
' RGCOPUFIP, ptbt¡to.b e, .l \equn¿o súpl¿dtuúo d¿l Ra(ta Ofu tul \n J4J d( :ó dt \orttl bn' ¿e : 1 J
tr!tA-::rr\. ú m. o s e. b « : Np l o t k d.n o t.o rl t / d o ¡n t o ü L : t)::-47_!!!!:11:.!!)l 1,Ld1

".1.1¿k1¡.\oü{Ce-10)J.phl¡tI¿o¿nttSuplÚtb¿llR¿!n¡I,Olnkl\¡))51&:T.telrbrttu2t}:l
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p¡¿supuestos se deberá hclui¡ los yalores prypctados cofiespondie es a las aplicacioes
! fuen,es d¿ frnonciañien¡o pot caentas por cobrur. (El énlosis ne coffesponde).

D¡cho esro es necesario entendet el olcance ), aplicación del artículo 77, es deci.. si al
const¡tu¡rse una sentenc¡a e¡ecutoriada e uh tíhlo de ejecucióh, t al haberse establecido
responsobilidades penales pot a toúdud co,fipetente, ej procedente que la sentencia
ejeculoüada que estable(.e uni reparación integral o la úct¡n@, conforng el a ia¡o ¿el
Codigo Orgánico Integrdl Penal (COIP). se incorpore e el rcgistro conkble de na
i stihtción hatu qúe se proceda a la ejecución total de la mísma_

Y. CRITERIO:

5.1. El artículo 77 del Codigo Orgáni@ lntegral Pent t, al refet.irse a la ,eparación iñtegrol
de los daños que puede haber .u{rido unu \,ictima. )' por lo tonto elito reparución :te
conrieflc ...en la sohrc¡ón qu¿ objetito y sinbóli.amente re itu!^a. e la ne¿¡.la de lo
posible, al estado anteriot de la conitión del hecho ! sa¡isfoga a la ú.ti a. ..esohdo bs
el¿ckts de las infiu<&)nes perpetra¿as . sien¿o ihtportante indicar que la reparación pue¿e
cont¿ner uD elen enk) econóni& aJA$r de laúctina,

5.2 Esta rcp radó que tiene conpo entes e«)nómicos, al esar expresa¿a en una
sct,tencio (nd\ tún. $¡ ¿¡chu sentencio. se en.uentru ejecutor¡ada), se t,uclw erígihle para
su cumplimiekb. pueskt que se ha rcnst¡útido efi un ltub le ejecucún.

5.3, En este :entido. lu obligoción econón¡ru o /br\».de la |ictina quc se despre ¿e ¿c la
:enteüc¡a que se enc entru e etapa de ejecuciófi, es u,to obligac¡ó de dar, por b que cs
lógico Ete esta lententía pue¿a incorporarse en el regis¡ro con,able de una oryan¡:olión
q e reciba.fondos lúblicos, co,fio .uentat por cobtar hasta que se pntetla a ta ejecu.ión
total de la n,¿ttna. .

1.4. Por su pate, cl crirerio juridico dc la CGE citó, adicionalmcnle, lo5 anículos 2tl. 212 nuñ,cral
4. 225 y 297 dc la CREI 3 y 3l numcral 25 dc la Ley Orgánica de la CCE, (en adclanre, .'¿OCGt')i
4. 70, 74 numcral 32 y'16 dcl COPLAFTP; 2.81. 151 y tó4 dct RCCOpLAFtpi el Acuc.do
Ministerial No. 103 de ll dc dicicmbre de 202010, expcdido por c¡ MEF. por cl que emirió../o
Nomath,a Técnica del Siienú Nacional ¿le las Finanzas ptibt¡cas -SINFID, (en adelantc,
" No, nnti|d SINFIP"\'. y. la Norrna No. 405-09 "Anilisis I conJ¡rmación de.sal¿/os" dc las NCII con
base en los cualcs analizó y conc¡uyó:

"Lt)((;l:.trhh¡u¿i.lSupl¿tn.¡k,¿¿1R¿lt[h\Otn¡d\nJ9jdt¡:t.¡úr¡otc:0/:
'' 

'err 
rtu S"plaúrnk' d.¡ tuÍ ¡?Ohldl\oJlrt¿c29¿¿¿\¿tutu)a:t v52
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Dentro de los pñncipios contobles es¡ablecidos en la nomatira del SI¡iFlP, se estable@ el

p ncipio devengado que signiJica que los ekctos de los ercn¡os econónicos se registra en

el nomenro en el que ourren, ¡ndepencl¡en¡en ente de que se halta eJbcnndo el cobro o el
pogo ¡le efectivo. Así nisno. se deline al hecho económico como las actividudes u

operac¡ones que realicen las entí&rdes ! Ete estas cuenleú con Ia doc nentación

habilitante. Ei el caso de Ete estos hechos etonómicos representen derechos a percibir

recursos monelarios t qre cunplan lo! retluiritos para reco ocn ienb de Acti|os,

inclependientemente de su rccepción inmeliata o futura. se reconocetun en h insranc¡a del
(le\engado y serán registrudot debilando las &efitas del Subgtupa Cuentas por Cobrttr

Alicionatmente, dento.le la nomotit'o SINFIa la Norma Técni.a dc Contahilidad

Gúenamental NTCG 6, denoñihada CUENTAS POR COBMR, estshlece que lor
&enlas por cobtur, se rcconocerón cusn¿o se produzca un dewnaatlo de ingresot

provenienles de dercchot nonetarios a favor del Es¡odo o de la entidad. (El ¿úas¡s ne
cone:iponde,).

(...) la sentencia ejecuao ada se conslitule en at ltulo rle ejecución y que cuenlo &h h
suficien.e docur,rcdtacíó,t habilitanre, es un hechtt tn ómico que d¿be ser ¡egisarado

hajo el principü, coatable del dewngado en una ru¿n¡a ?or cobruL paes se conocen las

co¡actetístius r circ n$ancias quc dieron oñg¿n al derecho de b institucióñ y pueden

set exp¡esados ¿n térntinos ñonerarios, indeqenlient¿ue e .le que se haya realizado el
cobto po¡ pa¡re dc la institución.

En lo reltrante al nun¡eral 2 tu tu ct»t:;ultu. sc tttncht¡e qut. unu vz registratia la cuenta

pat obru\ h ¡nstihtckin, e, L' n,plutiento ¿e h nornm .le .otúrol inte o '405 09 Anúlis¡\

:, conlirnat¡t t de saldos tienc la ahli*rción. a traLés de los respansubles de kt

a¿ñinistrdció¡1 linanciero. de analizdr b\ nlotes pen¿ien¡e! ¿¿ cobro. paru deteminur

etúre a¡tu§ cos!1s, las Seslione§ de cobro qtk se debe tealizat.

P(r- lo ttlnto, s?.rugierc Ee el Mi,lislerio ¿e Economia ! F¡tunzas conlo ente redot ¿al

Sist¿nt Nacional de Fou ras Públicas cn«trgado de emtt las orntds (le conlabilidod
gubernumental se pronuncie sobre el leña en concreb. (...)'

1.5- El criterio juridico de¡ CNE citó los a¡iculos loli. 219 y 427 de la CREi y. 25. 13l, 153. 355.

.156. 16l, 363.1 de la Ley Orgánica Electoral y dc Organizaciones Politicas de la República dcl

Ecuador, Código dc la Democraciarr (cn adclante."Codigo de la Denocra.i¿'). con fundamento en

los cualcs. analizó y concluyó:

'EI or¿enamiento iñd¡co ecuatd i.uto .\»,teñpla el principio (ons¡inrcional de legtlkla¿
prescríto eü el artícalo 226 de l¿¡ Constih(ión de ld República del Eaador, nisntt que

ndnt¡ene amonía con el princ¡pio .le iÍidiLida¿, el cual es¡ablece el respeto irresniclo al
ordenanienro juidito que lodo tervidot públ¡ro ¿ehe obsenar. toda rc. que, nerli úe

dichos principios. se busca hu.er e/ectiw el goe t e¡efticio ¿e los dere¡:hos reconoc¡dos e

¡ffi

tIn

' Có¡tso tl¿ ]n D¿¡1.tnth. puhlttula en rlSqlen¡cútu ¿c! Rrrnth Oliú1N. Jt'¿J¿¿ 27 d¿ tbtil.le )t)49
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Por su pa e. el articulo 427 de la Carta Magna, esrablee to t¡t¿rulidad del rcrb
normativo. en el sektído que ¡nás tE ajuste a la Coñstitución en su integral¡¿ad.
Respecto a la consulta phnteada, la LE Orgánica Electoral y de Orgarrizociones politicos
de la Rapúblico del Ecuodor, Cóügo de la De,rroctdcia, señala ¿l destirro pe¡ñirido qu. s¿
paede dar ol Fondo Parti¡laio P¿múñe e; pot su parte, el Regtamenao para to
Asignación y Eñtrega del Fon.lo pa¡tidaiio p.¡n onenlé, Coir¡ol y Rendición de Cuenti,t
d¿l Fhrqnciamienro de las Otgarrizociones política§, ¿ttablece tos pmhib¡ciorres er, al uso
del recurco público.

Asi tanbí¿n, ¿l o ícalo 219 ¡le la Co,,.stitución d¿ lo Repúbtica lel Ecuador ! el artícuto
25 de la Lqt O¡gónica Elec¡o¡al y de Orga¡izaciorres polllicqs.te ta R.pública det
Ecuodot, Código ¿e lo Deñocracio, estableceñ pu ualñelte las lulcioaes y
coñpetencias del Consejo Naciorral Elac@¡al, qae e§nái errloco¡los a orqonizor,
gq¡ontiTa¡ la t¡onsparcrrcio ! legalidad deñt¡o de los procesos elec¡oru¡es, (El rcsahado
mc corTespoñdc ),

De lo manifestado sc cvidencia qr¡e. e¡ ¡¡formejuridico de la AN y cl cr¡terio juridico de Ia CCE

Por su panc. cl crircrio jurídico dc¡ CNE sc lintha a cstablcccr quc cl Código dc la Dcmocracia
cstablccc dc tnaner¿ taxativa las competencias de dicho organismo. asi como cl destino pcrmitido al
Fondo Paridario Pcrmancnte. que sc cncuentra sujeto a las prohibicioncs cstablccidas cn la
nonnativa secundaria expcdida cn cl cjercicio dc sus cotlpctcncias.

2.- Anál¡s¡s. -

Para atcndea su consuka cs nccesario considerar como antcccdcntc quc. dc acucrdo con los aniculos
82 y 226 dc la CRE. el dcrecho a la seguridad juridica sc garanti?¡ a rravés dc la existcncia dc
noñras prcvias, c¡aras y públicas, aplicadas por las aüoridades compcrcntcs, considerando para cl
cfccto quc los scrvidores públicos solo pucden cjercer ¡as compctencias y faculrades aribuidas cn cl
ordcnamicnto juridico.

En estc contexto. para facilitar cl esrudio dc ra consurra plantcada. cr análisis abordará ros srgurenrc!
puntos: i/ Los Dercchos de las Viclimas en e¡ proccso penal: ,, Ejccución dc la Rcpamc¡ón lntegral
Dispucsra cn Smtcncias Pcnalest ii, Conrponentc dc Conobi¡idad Cubemamcnlal y RcSisrro
Cootab¡c dc la Reparación lntcgral Dispucsta cn Senrc¡cias pcnalcs Ejecutoriadas; y. y,./ Conrrol dc¡
Uso de Recursos Públicos y Conhbil¡dad Cubemamcnral. como panc dcl Sistcma dc Conrol Inrcmo
dc las Entidadcs y Organismos Públicos.
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2.1. Los D€r€chos de las Víctimas er el Proc€so Pen¡I.

El inciso primero del aniculo 78 de la CRE. establece la protección cspecial a las victimas de

infracciones pcnales que implica la adopción de mecanismos para una reparación integral 'rlu¿

inctuiú, sin dilaciones, el conaciniento de la wrulad de los hechos y la restitución, indemnza.n».

rehabilitacióh. gardntirl ¿e no repetición v satisfucción del ¿erecho úolado".

El articulo I dcl COIP, prevó como s\ finalidad " ormar el poder punitiú del Estt do, tipi¡car las

ntÍacciones Wnales. establecer el prccedim¡ento Nrd el iu.ganieñto de las perrcnas con estritta

obsena cia clel debido proceso, pronover la rehah¡lita.ión soc¡al de las persottas set encia.las ) la
rcpa¡aüúr, integral de las eicrin¿r" (el énfasis me corresponde).

Así, el articulo ll rumeral 2 ibidem co¡rlempla, cntre los dercchos de las ríctimas de las

infracciones, el siguiente:

"2- A h adopckin.le neünismo\ paru lu repardci¿n integrat de k'\ luños rufridos que

¡nLhv, ¡i ¿ilaciones, el ono(¡u¡enk) ¿c la wtdad (le los hecho:;. cl rctktl)l?dniento del

de¡cclto lcsionodo, Ia ltkleot i:u.ütt. lu gru¡ttia ¿¿ no rePeicn; lc la utfrocción. la

\d/nlticckih del ¿er"tho r'¡t'l ¿¡' | «ul.t ¡o ott-u lnrna de repat«uh .nl¡(ional qrc se

ju:itilique e¡t ca.la caso .

E¡ ColP. en et Libro PriNero "¿,{ /,\??.,lat'ldN Pt 7¿", Tíru¡o lll 'REPARA< tÓN INTEGLAL",

Capitulo Único dcl nrismo nombrc. prcvé cn hs incisos primcro y segündo dc su articulo 77, lo

siguientcl

''Att, 77,- Rcparución integral de los laños. ' La reparacíh integral rudica en l¡)

soluúh rfke objetiva I sii,lbóli¡]dnerte rcnit !a. en la ned ia de lo Po¡¡hle. ul esturlo

an¡erü» ¿e ld conis¡ón ¿el hec-ho \' 1 isl¿gu a la ictina, cesando k¡.¡ clbctos de las

infratúo e: perpetradts. Sa ñatu rlezn ! fionlo dependen de l$ cs¡acteúsl¡cas .lel delilo,

bien juridico alectado ! el daño ocosionado

Lo ,?!ti¡ü.kin itúegral consnntle u ¿crccho t ttna garantía para inrerponer los recü$os t

las aLcirnelt ¿irisidas a rcdbir kN rcttalraun»$ ! comp¿nsaLiones en Pr,tpotciott ún el

dano rl/l i.¿, '(ónfasis añadido).

Al efccto. el numeral 3 dcl arrículo 78 dcl ( OIP prcvé los mecanismos de reparación r¡tcgral. tal

conto Las indennizdciones de tlños tnateriules e inmateriales" que señala: "r? relieren a la
tompe ¡ación por todo perju¡cto que rcsülte co¡rto tonsecuenc¡a de uM inlracción pendl t que sea

ewluab|e eonó iúñente".

El mismo código, cn cl Libro Segundo 'PROCáD,¿¡,r'/rNro". Titulo III "SUJETOS PROCESALES'

establecc cn los nrmeralcs I y 2 del añiculo 419 quc son sujetos Prccesalesi La per:ona

prcesddi y "Lu ticlin¡.¡". mismos quc sc deñnen en lo§ aliculos 440ir y ¿l4lrt. r§spcctivamente.

: COtl', Art,440- P¿^ohnrnusoda S..o"\¡lettP a tpkxRklddtp.ñ ún1h'utottniditt.o h1l!¿|Rl lao11

tn!t1t'1.rt,\ htu¡»u.úttulls dt Der& h., ttún(no\ \ ¿n. ( ¡nh!.
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En cuanto a los requisitos de la decisión judicial en cl prcceso penalr¡, el arículo 619 del COIP
prcvé en su numer¿I4 qúet"Una vez dechrtoda h culpabilidad v la pena. el juzgadot ttisponúá la
¡eporacün iñlegrol de lo vlctima siempe que ésu sca identiftcabl¿' lel énfasis Í¡e conespondc).

Rcspecto de la sentenciars, el inciso primero del aniculo 621 del COIP señala que el Tribunal,
posterior a la decisión ofal, "reducird a escrito la se tencia" con la ..nol¡voción completo !
sti¡cieñ¡e lanto en lo relacionado con lo rcsponsqbítidatt penal cono con la ¿leretmhtución de la
pena v h reparación integrol a la víc,itna o la desestimación de estor aspec¡os',i y, el a¡ticulo 622
ib¡dem, dispoñc que ésta dcbc contener:

''6. La condena a rcporar iúegralmente lo$ daños ocasionados por la infracción con la
deter inación del molto ecolóDtico qu¿ pagani lo pe¡sona serrterrcioilo a la vlctima !
demds mecaiisnos ñec¿sa¡ios pom lo reparocün irrkgral, con detenninación ale las
pruebas que hayan serido pura lo aM tifrcación de los pe|uicios.uando correspowla.
(El énfasis me coñesponde).

Al efecro, cl aniculo 628 cstablece las rcglas sobrc la rcpamción integra¡ en la smtcncia, enrrc c as,
la prelación de la reparación. en los s¡guicntcs términos: ..J. Lo obligacióh dv rcparur
üonetafianente a lu víctin¡u tefidú p,?lación li?, e a la muho, comiso I a orrus obligaciones de la
perso a responsublc pena\ñe¡te".

Finalmentc, la Disposición General Primera del COtp cstablece qi¡c ..En b no previsb en ert(
Codiqo se ¿eberú upli«rr h estuble.i¿o en cl C'ódigo OtEánico ¿e ta Func.itin Jud¡c¡ot v et Código
Oryán¡co Generulde Pro..'sos. si es aplitahle co la narurale:a delproceso pena l u.\tsutot io oral..

Dc lo expuesto se observa que: l,) las üctimas de las ¡nfracc¡ones pcnales esán sujelas a una
prolccción cspccial que incluye la adopción dc mccanismos para un¿ reparación integrál; i, las
sentcncias e¡¡itid¿s denno de los proccsos penalcs deben contemplar l¿ reparación a las victimas dc
los delitos. que incluye la deteminación del mo¡to económ¡co quc paganá la persona scntenc¡ada a

t'< OtP- "Arr. !1¡.- l'ictiño . S¿ onrkl.run \ictu¡ú:. ?a,, d¿.to: tt! apti<aoón tl¿ túr ¡ttno, tt! .nc üi¿¡p. ¿ t6 ,¡st c t«,

¡ l-6 perjon^ nduakt o tun¿icut .t daü¿s tutc¡.r ¿¿ ¿¿rattos qk nd¡.¡drut o .otu h\úñkn¡¿ ia¡ s l,i¿a nl,ltin ¿ano ¿ r» h¡(i
tp¡idko rl¿ ñ¿t¿tú ¡l¡nab o ú¿n"1tu .oüú .r¡* u¿"( tu t¿ to it;a«¡ó .
) Qt,er hd si¡úlo ['znó, lsúa. brnliqno, w\¡ol . t ¿tqúiel a¡» d¿ dntu o pullir tu ¿c ru\ ¿oc. ho\ pot ?l ..óñÉruk o ¡t¿

J Lt ñ,.1 to^üÉ. ñ pü.eo ú r dt hh\ 
'tutr\u 

,, porqos ¿¿t nn\nñ ,!tu: a!{etuknks ó ¿e!dk¿1.¡¡e¡ dento ¡(¡ ,.s¡n o
r"¿,k dt.u va! "r¡l¿.¡ n p atht J¿ ¿tunJad d¡ t¿\ ha \o,u, r¿idlo¿a, n ¿t " nualñn¡¿,br
t O qts |onpdadn d lt¡Ed ¿e lo p!\¿n¿ d4rein o a¿k¿t¿, úúi^¿.¡t¿t o\\an¡, td li.ntlút*¡attt t?pfutú¡iv

4 ¿d¿ p¿^,ntt ¡. 1..útn4izt .rt¿t, \ hh\d.t au.t.aton ho,
i. 

_L¿ 
d cllqb o o.ttd\t¡n ¿¿ utu.ory)ani¿ ¡.sol or¿olh¡uiddtti¿hantn¿o.t¿dadapatiñhatcnmro.t¡¿a\portu:

o.lütntstu.n"ts o a¿ ¡ñisno¿okj
ó, ¿l Etto¿o I ht p.tuMs Jt¡í.tic.t .kt Rtor piúno o pdwtto qu dtuh.n atetetet pot uio ¡áh.«ün,

Luuhtú¡tt pttn4¿ 9 rt.tatt^t¿d!Jn¿th,¿n\¿ltd(oqkta\itra.cññe\qu?atcLtcñt t!rcr¿t.oletú\ b ¿¡tnis¡t L¿\ ontu,itlo¿$, ?ueblor- nu.D@lid&16 | ¿Mtunt ndistt¿¡ cn at$ctij ¡n/ñ.tt,n6.t¡¿ ufu.t¿h.nllr^aú¿ t¿ d k^

l.a.o¡¿k¡ó. ¿. ti<tDtu ¿s ndq.,úto . a 9« \. denhl¡qne. ¿p,ú?n¿a. owkt(. ltk¡t t¿..o ¿ót¿ ¿t r.<po \¡ht¿ tL, tnnlra«¡ó o¿qkdinau it\tl. taninot c¿ 6tc tA Ath\¡s tE orrdboñ¿ltt'(oll,. Libd, s¿!{ ¿ó -pRoct:D¡!lt::!To", nhtlo L. .pplt:_Bt . inú t .¡e(xltrtuElfa) oRD!.\.tRto._ s&.nnl
Tú ¿,!' tf.,tP.4 t)l: JL'K lO"- P¿r,jtg/dlo 1 ¿,1 ¿t¿.. !_¡:e tfOS' aOlP Lth't Sc9un.h PRoCt:DIlqlL,\TO",lih ¿ lt, ,rqLt:gt". titt. t¡t t,ROCt:DtMtr:\fO ORtr¡\ARt() . st\(n»i
l¿a cru Ef.tPA Dl JLlalo,I,oúrrun'(iturb S¡:.tl't\ctI
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2.2. E¡ecución de l¡ Reprrsción Integr¡l Dispuest¡ en senteÍc¡as Pcn¡les. -

Confonne lo prcvisto en el aniculo 362 del COGEP, ¡a ejecución es "¿/conjunto de actos Procesales
paru ha«r cunplir las obligacíones conten¡.los eü ün ililo de eiecución" que, conforme cl numcral

I del aniculo 363 ibidem, íncl|uycn a"La sen¡e cia e¡edtoriada".

Rcspccto de la scntencia ej ecutoriada. cl anículo I 0 I dcl COG EP señalai

'Aü, l0l.- Sentencis ejecutoúada, Lu le lenliu !¡ecutoriad¡t surle ¿fectos irret'ocobles

con rcspecto q las parles que inlenini¿run eh el proceso o de sus sucesores en el derecho.

En Lonsecuencia, no padrá segui,se n eto proce\o uúttdo en los dos procesos hu! tuklo

itlentidad subje¡¡va, ai$tit ida por la hten'en(ió de las mismas partes: (ono ide'ttidad

oh¡etita. onsísten¡e en ttuc se tieman¡le h¡ mista (osa. .antidad o hecho, o se lilnde en lu

ú^h,a.d6o rat ¡ o larethd

Pan aprcciat el alcance de la scnaenc¡a, se leñdrá ea cuerlra ño solo la psrle rcsoluliw,
ino tanhi¿n la motirocittn de la misttú (EIónfasis me conespo¡de).

Rcspccb dc la ejecución de la rcparación intogr.¡l dispucsta cn scntcncias psnalcs, la Colc Nacional

de Juslicia en la Resolución No. I l-202lLr'cn su antcpcnúltimo consider¿ndo molivó:

"( ..) se pue¿e estdbleL-er (ruc el ¡tryu o tlt¡sdiccíonal «» p¿tcn¡e para la eicrución de la

reparació integral en totbs los caso.\, sitl excepción, ?s la Ju{Á o.hk: o Tiihwtl ¿e

Gatuntíds Penales que lulta¡1ció v resol|ió el juicio: esta campcÍ¿n¡:ia intltrc tu fanltad
¿e sustanc¡ar la ej"¡:uúút lbrosu obwundo el procediñienro previsto en ll Códiga

Oryú ico General .le ProtTos (Art. 3ó3 t ss.), puetto que le.:orrevonde hacer c¡ecutur h)

que ¡u.Eó. o sien¡lo pertúrc te ¿istraer r'su conlpe¡encia a otros juercs que no t¿,¡o.'ierott

la .auto. tenietldo adenút en clt.nta li truturaleza nisno del derecho o la Rpdt,triott

in¡egrul. es Lle rurrgo constitucioNtl. por ande tle obligatono reco¡toci¡nietlo \'íq otklen¡r

sentuda en Jn"nt¿ ..i1, v debe ser wnplnlu r huce^e cunpl¡r en su unnc$alilhkl. S¡ l4

con¿e a se.l.to1 ¡ a úl nonento de resolter un red to, la comPetenc¡a recue sobrc eskrs

mi.tt os ¡uercr ú ipet:onales o pluri¡erttnales de finer nitel. rlebi.lo ol conta,,uh .lel

urtícub 657.8 ¿el Cód¡go Orqánico Integtul Penal'

CoBsccuchtemenie, rcsolvió en su articulo I que. en los casos de fueto comin, "la ejecución dc la

reparatititt ktegral a lator de la iclima, invue!tu en sentenciI nnde dtoria ejecuk»iuda.

orrelipande a lo o el jttez o el tribunul de gt ltnt¡ut penales que dictó d¡c¡a se¡l€r.¡a y que. si la

misma fue impuesta, a¡ momeflto dc resolver un rcc]urso."la competencfu reLae en la o eljue: o el

lribundlde gdtantías penales de ptiner nivel que r,l anc¡ó|rcsoltióeliuic¡d.

"L!],!L\i!talú tto lloh.. Ln¡ ,!4!4 pl| !4!!!1L!!!t!t :!!:¡ :ttl I II Conn4¿tur<tÉ<r.uprp4lldoi n!úttJJ\A
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De lo expucsto se observa que: i, la sen¡encia ejecutoriada sune efectos irrevocablcs respecto de las
pales que ¡nterv¡n¡eron en el proceso o de sus sucesores en el derecho: ¿¡) la e.iecución de la
reparación integral dispuesra en las sentencias condenatorias penales ejccutoriadas sc ¡ige por lo
previsto en el Libro V del COGEPi y, iii./ la ejecución de la reparación intcgral a favor de la victima.
impuesla en sentencia cond€natoria ejccutoriada, de manera general. corespondc al jucz o al
tribunal de gamntias penales que dictó la misña.

2J. Componorte de Cont¡bllld¡d Gube¡n¡ment¡l y Rcglstro Cont¡ble de l¡ Rep¡r¡cló¡
lntegr¡l D¡spuest¡ €n Sentencl¡s Pen¡les Ejecutori¡d¡s. -

Confomc el numcral 6 del aniculo 74 del COPLAFIP, el entc rector de las Finanzas públicas tienc
la atribución para "Dictat las ormos. ca¡álogos. glosarios v otros instrunrcntos de cun plímiento
obligatorio pot parte de las entidades del sec¡o,. ptihlí.o pora el diseño, implan¡ación )
lu ciono,niehto del S|NFIP I sus componen¡es".

El COPLAFIP, Capitulo V *DEL COMPONENTE DE CONTABILIDAD CURERNAMENTAL". en
su aniculo 148 definc al conponenle de ConEbilidad Gubemamental como el"proceso le registro
sisteñát¡&. crunológico.t secuendul de las operuciones palinoniales .v presupuestarias de las
ehlidades I oryanisños ¿el Seuor Público ho Firun(,íero exp¡esadali e,¡ t¿rntinos ñoneta,.ios',. que
comprende. cntre otros aspcctos, "krs principios. ormas. nébdos ) procedímie tos
correlpondientes a la naleña".

Para tal cfccto. el aniculo 152 dcl COPLAFIP csrsblcce las obl¡gacioncs dc los servidorcs
públicosrT, relacionadas con el componenrc de Conlabilidad Gubemamental. y el anícnlo lslt ibidem
facuka privativamentc al cnle rector dc las finanzas pírblicas"para erpe.lit, attuati:ur ) dil ndir krs
principios, tbrnas técnicos, nrunuales. pro«dinienbs, ¡nsn1«ti\olt \. n1át ¿isposi.ione! cohtables,
que será de Nnplimiet o obligatorit) por pa e le lus enritlatles t organ¿tmos del Sectur públíco'.

Al rcspecto, cl RCCOPLAFIP cn cl Caplu¡o V'DEL COMPONENTÉ DE CONTABTLTDAD
GUBERNAMENTAL" csrablece, en su aniculo 157, que la basc del rcgistro dc la información
financicra cn el componcntc dc Contabilidad Cubcmamentál se rcalizaá sobrc cl ,.devengodo... pa¡a
lo cual. scñala en el ¡nciso scgundo:

''Por base dove g.tda se entieúde que los.fiujot se regi$tran (.uando se crea, hansfottn.t.
iüercafibia. transliere o e¡tingue un valor e.onómico- Es.lecir. los ekctos de los eye ktt

' ('OPLI FlP -Att. I5¿.- Obligacion.t d. 16 *dl¿ü.s .1. 16 .dtidad.s. . t R¿tottut¿o pl». .t .,tx jj (¡¿ td t lr \ rt. R O 2 5J-5,
21.t11-lo:0). - Lds iti,iúot a.t@¡tl.¿d ¿. cqla .nti.t4.t t o¡ganiso rn ¡co, en, bs aqort. .t d. ite¡ pü.t d.bido
li.".io@ñ¡¿dto tl¿ cú?d.n¡. d. cont.ltili¿o¿ *úe@ütat t tü wi.toú tk 16 anidt.Ls ino&¡do,, ¿. obs.Nr ta

l¡l titulu le ta un a¿ t¡¡,anr¡.t¿ ü lo ¿ntutu¿ l¿Buhar¿ @h !. timd ro et tlúrf. tu ,tonn¿.nt¡ tinol.leru \.) ¿!!¿r!ot
lnt¿k i¿rcs de t^ 'spat^¿t ¿rti¿a¿6
.tdkktt¿lú¿»tu. lat ñá.t¡ o, uukúi¿o&t tt( ka dúud.r t o,loñiwt» d¿t t¿|k,. ta¡hli|o a¡¡on" h ktn, ació ti,to aer¿ \
rruntpúct@rio. *ñuld¿ e¡ .t. Lirliro o.t las aomu úaúos .\ .. úntomkltul .a¡ ¡st^. ¿unú tt. lo, pb_^ pt?rd^ .,
¿iho\ ú:¡1ñ.ntd\ ¡i'.o!'d¿ wov¡nn¡¿¿b..l q,¡t rtc¡ot ¿t 16 ñh¿.(t ptibtú luq.n¿c,i ta astsu.¡ón d. eu,,o\ t o
he rct!,t'os l.Ae d Prclqu¿no e¿k'al ¿d ¡:tu¿o- ht¿go r¡t ót) ¿¡it tle húl¡.o¿o ct ñt., dct &al no s" ho.,\io¿o ht

1.6 nom¿r ú. \as a l¿! qk hú.! '¿4t. .ia d ú60 unkh qbot.u, .R h6i\aútnk ¿.¡a !. ñt¿tdk,loio \ .b"td .to, ¿¿ tu

t-o' \.r\klórur ¡( 11^ cnti¿a¿¿\ ¿.1 ru tut rtihh« ¡D tuD .ta1, qc nó únqlo cr" tt o\ro.te b i t¡jaúd¿". lt \r¡au 
" 

a t.
ttt\Á¡ó u a\t¿ (-¡il\o"
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econóñicos se registran en el ño ento eñ el qtte ocuffen. indepen lientemenle de que se

hata electuado o esté pe diente el cobro o el p.tgo de ekctivo. En generul. e! momento que

se les lrtriürye es el ñonento en el cual &mbia la propiedad de los bienes. se s ninistran
Ios senicíos, se creu la obligación de pagor impuestos, surge un derecho al pago de una

prcstaciút social o se establece orto derccho incon.li.ional .

En el mismo capitlrlo, el articulo 164 ibídem prevó que en la formulación de la normativa contable

gubcmamental el MEF "considerar¿ las Nornar h¡ernacioniles de Cont¡tbílidad para el sector

plihlico t será de cumplinltento obligatorio para las entidacle: del Pres puesto General del Estado ),
gohienos autónomos clescentraliza¡.los" y qu.c "Pura lar enpresas, banca público ), seguridad social

deberán consiclerarse obligatorianente bs esqknas de/¡nidos para ]d consolidación de cuento\

que emita el Ministerio de Finanzas"ts.

El aniculo I de la No.mativa SINFIP señala que co¡liet'e el conJunlo de ltuea ienlos. directrices,

procediníentos, fécnicas, úlstrunentus v tkecak¡Ínos hecesarblt p!)ra ta gestión fnanciera de las

entülarles púbticas e el üarrc de los dis¡iübi Componentes del Sisteña Nac¡onal ¿e las Finanzas

Ptibliars -SINFIP".

El numeral 4 del anexo dc la Nornr¡tiva dcl SINFIP denominado *4. NORMATIyA DE
CONTABILIDAD GUBER¡iAMEN"I.,1l-". cD cl numeral *4.1 MARC() Lt:G..lL DE LA

CONTABILIDAD GUBER|VAMENT,4l,' csl¡blccc la obligaloricdad en el uso dc "/d No¡ña¡ita de

Contabilidad Abernunentul bufu No t¡a! htt.rnocionales .le Contdbili¿utl ¿et Se(tot Público
(NICSP) para el Gob¡erno General. on.ninitu tor el Gob¡eno Central t bs Gobicnn\ Autónonoli

Descentralizado:t. asi como, para lu'; unidudes ntdicus ele lu Scguri.la¿ Sociaf\ y, cn cl numeral

'4.2 MARCO COTICEPTUAL DE LA CONTABII,IDAD GUBERNAMENTAL" scñ¡la que "¿ds

enticla{les que pefienecen al secnr público t¡enen (on¡o ü¡nti)dl ob¡etivo swnini.tnu bietrcs io
senk:ios públicos a la colectiridad. por tanto. \|s I:!tado\ Financieros tle Propósito Generul rnulen

.Lrc ta ¿e Id a¿min¡stración de los reatrso¡ u lo¡ k\nñot )' ontribuwn a la tona de decitiones" y.

entrc otros a§pcctos, esBblece los principio§ coDlablcs aplicablcs a esÉ componentc: devengado.

asociación conlable presupuestaria. medición económica, hecho cconómico. igualdad contablc,

realización y exposición de información.

El mismo numeral, respec(o de la lso.¡d( irir «)utdhle presupueslatid" reftere que " EL Catálogo

G?n?rol .l¿ Ctu¿ntds Contahles lel Scdot' Púhlico Na Finakciero est¿ aso(iado al ClosiliLddot

P restpuest1ño de Ingresdr -, 6¿r.!10.! "r ')

Mcdianrc Acuerdo Ministcrial \"o. 038r". dc 4 dc agosto de 202J, cn su aniculo I, el MEF acn¡alizó

"el Cdtálogo General de Cuentas Conrubles, que será de uso obliSotorio Pa¡a las ent lades del

Sector Público No Fiño¡cieru. que consta como aneto al presente Acuerdo Ministerial y, a

continuación, aclaró qu'c 'nirrgana enlidad podró atiliaor cuentas corttobles que no es,én

deterñina.las en este Caláloqo"

'' tn.tu.onte\b et MEF t\p,1ó los Prituqot I No,,o! Í¿on¿r ¿¿ (intabih¿ad C¡b.t¡on¿h¡at ¿.nnlúkk^ .ont¿nrt^
¿n ¿l Aaerdot¡o t)a67 ¿e 27 ¿¿abhlde ztló publ¡.utlo4 elStq¡e1¡¿n¡o¿¿l RtEiitDOitol lio 75j d¿ 16tl¿ñ¡\o.1.20¡6
" ht»: r\'\n tirun2as qah lli+úrkhr\tpl.ad\lloen¡¡ t1!t)D,1,nLeb!ilirabLP!!!!p1crB!L!82:!LlzrJrll
:" ..L úüt1o llnt!¡eüat No t$. pibltada¿nel Res¡tú. Ol¡.utl¡a Jrl.k )1¿¿dg\tod.2o:l
htrr!,"*.Iiru,Eo! lob ttLlli-olll
hlo\ r\n tku a: !ob.e.tenaonts!t!.!el!41!tl!!ale!1!t¿!1u!U4!.\a.2k4-.d!J!!!!trs t¡ú-2!:Lp!if
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De lo cxpues¡o se observa quc: r) concsponde al MEF determinar los principios, normas, mélodos y
procedimientos que rigen al SINFIP y los principios, noñus ¡écnicas. manuales, procedimienros,
instructivos y nüis disposiciones conrablcs relac¡onados con cl componenre de Conlabilidad
Gubemamental, cuyo cumplimienro y debido funcionam¡cnto corresponde a cada entidad del sector
público, con énfasis cn los servidores de las unidades fi¡ancieras quienes deben observar la
normativa contable ap¡icab¡e a cada caso: il.) conforñe el aniculo I57 del RCCOPLAFIP, el reg¡stro
dc Ia información financiera en el componcnre de Contabilidad Gubcmamental se real¡zaá sobrc el
"devngado" , para lo cual deberá tcnersc en cücnta que " Por hate tlevengada se et iende que los

llujos se regístran cuando se üea, tra»sfonú, hterca,nbía, truüsfere o extiügue u rulor
aconónico'i y, ¡¡¡) cofiesponde a las cntidades y organismos del secror público observar la
Normativa SINFIP. que incluye Ia Normativa de Conrabilidad Gubemamental y sus princrpios, asi
como el Catálogo Gencral dc Cuenlas Contables del S€ctor Público No Financiero y cl Clas¡ficador
Prcsupueslario dc Ingrcsos y Gasros dcl Scctor Público en cl rcgistro de la información financrcra cn
cl componcntc de Contab¡¡idad Gubcmamenral.

2.4. Cootrol del Uso de Recursos Públ¡cos y Cont¡bil¡d¡d Gubern¡rDental. cor¡o p¡rte de¡
Sistcm¡ de Control lnterno de las Entid¡des y Org¡fl¡smos públlcos. -

[ns aniculos 2l I y 212 de la CRE dcterminan que la CG!: cs un organismo técnico encargado...¿el
contrcl ¿e la utili2aci¿n.le bs reflrsos cstatules, )' la consedrción ¿? los ohjetivos (te tas
itsti «ioÉ! lel Estado r de lus personus jutitlicas ¿e de,?cho pt.iya¿o que dispongun de re<vrsos
prálr¿oi"; y. rienc las siguientes funcioncs:

"1. Dirig¡ el sis¡e¡na ¿e coltrol adr inistra.iw que sc compo¡rc de aid¡tono inkrna,
ouditoría cie a \'¿el control ihtemo de lor entida¿es ¿el sector púhlico t de las entidades

¡rúa¿a! que ¿ispo gan ¿e ,rcur:os públircs kl resohado ñe (offespou(le)

2. Deternitot responsabilida.les udmi¡istativa! t ciiles (utposali e inttkios de
responsabilidad penul, relacionadas .c'n los atpecto\ \t gestiones ¡u¡etas a su contrcl. sitl
per¡uíc¡o de lus fiurck»te:t Ep en esta »¡uteña lean prcpias ¿e la Filtolio Ge»erat det
Esta¿o.

J. Exped¡ la nor a¡ita para el ampliñ¡ento de sus [urciones.

4. Asesorar a los órganos v entidades ¿el Estado anando se le sol¡cíte".

Según lo dispucsro por el at¡culo I de la LOCCE. esa ley ricnc por objeto csrableccr y manrencr
bajo ¡a dirección dc la CcE"el sistenu .le co tol. fscalizaLión ! audi¡oría del Estado. r regular su
Ítncionant¡e ki' con cl fin de "eruminor. wrilicat y e|oluar el cuntplimie o de la visiód, ñisió,. ).
objetitos d¿ las ins.ituciones del Es,ado ! lo utilizacióa d. r¿cursos, adminisfiaciói y cuttodia de
bieñes lrúblicos":t \cl énfasis mc correspondc).

I
i.
a
t

Ed¡fi.¡o Aru:o.¡i Dl¡,á
av ,ñ{oñ.. N!9n23 y ara 9,

:' L(XA|:. -,1 J. ll«un\ Ptibaor . t\ 'o .t¿ttú ¿r.t¡u !.a\ \! ¿nt¿"tldth¡ pó¡ rc.r^.! ptihlú¿\. hrn\ 6 hkn6. k,nk\.
n¡ ¿t. o«k'tut paúiclo.tóu' d.tn\, e ut uxh¿al*. ¿rc.d!,t!t. ltht¿,@ d.t bd6 h^ ¿¿rdho: qte pedcPt¿¡ ¿l
Lttd¿o t ¿ !¿\ n\¡ittct',!:. \e tnd¡ tú.r. la ¡En'¿ ¿¿ ld qtu prdL1lu". tkhew lar lnp»,¿nt?r t! púnanót. ¿onun,tu\ \
¿ñhqor qk a . ldl¡ú¡tt o¡1' ¡ittto ,"uh ?¡ d lon,. d.t ,jtttb o ¿t sus ¡¿st¡¡t¿otrt p¿,M,¿\ r¿i tk\ ¡t.i¿idt t n4:oh.ñ,)\
ú¿.tn¡¿la. t¿r ottortla\
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El articr¡lo 4 ibídem contempla quc, para los efectos prcvis¡os en esa norrna, es¡á¡ sometidas al

control de Ia CGE. "/a.rpersonas iñ(licas ) entidades de derecho privado, exchtsítamente sobre los

bie es. rentas otras subvenciones rle cará.tet público de que rtispongan, cualesquieru seu \u
mo to"; y, agrqga qlJe "Se eritatá la superyoic¡ón le fincioher .on otros organísmos áe control,

sin pe4uicio ¿e estar obligados de o.luar en el narco de sus Lonpete .ias constitucionales t
legqles. de naneru coordínuda, conjunta )/o sim hánea".

En cuanto a la contabilidad gubemamcntal, el l3 de la LOCGE prevé:

"Att. 13.- Coñtabilídad Gubernarnenral- La Contubilidud Cubernan|e ta[, co o par¡e del

siüe¡na de control ¡ntemo, ten.lró cono -linulidades esrtblecet y nantener en cada

iistitüLió del Es¡ada u sisteñd espccíJico ! único de contabitirlad y ¡le inJornnctor

gere cial qae integre las oPeraciones linuncieras, prctupues¡aios, pattimonialet !'de
costos. qúe inoryore bs prilcipios rle @ntabilidttd generalnente acepta¡los apl¡cables al
seclor público, t EE sdtisfaga lo.r requeriñiento§ operu(ion¡lles ) gerenciales paru Ia toma

.le decisionet, de (oúbrmidad con las politicas I not1ltds que al efeck, expido el Ministerio

de Ecoñotnia ! finunlas. o el que hdga sus wces".

Finalmentc. cn el ejercicio dc l¡s ¿ribucioncs prcvistas cn cl r$mcÉl I del aniculo 7 de la LoCGE,

la CGE enlitió las NCI quc, corfonnc su aliculo l. licncn por objslo'?rrpi¿ar cotl su dplicación,

el nejordniento de los t¡ste ns ¿(.ontbl int?nto -t ld gcttit; t,úhliu. en rcladón d la ut¡li.ució,,

¿c lo! t¿cursos estutales I Io «»ttra(nh ¿! h)s oh¡raivrs nlnihk¡onales '. y. acorde al articulo 2

lbídem."se apl¡.orún en todas las dittú .s org k¡sn,os ¿el s?(hr ptihlko I personas ju,idicas de

¿erc(ho prn'a.la que ctisponsan tle rctutsos priblno.r, a las qua v reliere la Conni¡ c¡ón de la

Repúhlico .lel E.ltador 
'- 

la Le¡, Orgittta de la Q)tth uloríu General del Estudo".

Dc lo expuefo sc observa que: , la CGE diñgc cl sistema de conúol. iisc¡lización y auditoria dei

Efado regula su funcionamiento y ejerce el co¡trol exclusivamente sobrc los bicncs. rcntas u otras

subvencioncs de carácter público dc que dispongan las personas juridicas y entidadcs dc derecho

privado; de maner¿ coordinada, conjunta y/o simultánca con otros org¡nismos dc control, con la

finalidad de evitar la st¡pcrposición de funcionesi i¡i.) acordc a Ia LOCGE, la Conlabilidad
(iubemamental, como partc dcl sistema dc control intemo. debe obscrvar "1oi Pr¡rciPios de

(o]úubilidad generalmente uccptados aplicubles al saclot públieo" y 'la\ Polít¡cat y narnas que al
ejeLto e\pidd et Mitlisterio dc E@nonlíd ! Fina¡Eus '; y, /¡, Ias NCI ticncn por objefo 'ptopt.iar
con su aplico(ión. el mejorum¡ento de k)s s¡lte»n:i de L-ontrol interno I la eestió Públ¡cd. en

rele(ión a la tilización ¿e los recurcos estüt les | tu co se(üL¡ón de los ob¡e¡ivos instúuc¡onales"

aplicables a rodds las entidudes. ored¡ismos d¿l sedor ptiblico I personas jurí.li&s de rlerecho

priratto que dispong..t de rc ,-sos públicos, a lot qtte se relierc la Coüstitución.le la RePúblka del

Ecuatlor 
"' 

la Let Oryánica .le ld Coobttlolío Ce erul de¡ Es¡ado".

Los ,«tt:o! pt:,btk.\ o pt(,1ú ú to¡¡dd¿ le tote\ ¿t fl ¿ñúr:¡ ¿ot por taryo,a.n,nt:. tuk¿o.¡oñ.! \oút¿o.16 ttrttz\'

o rr:an^ 1úti(lr 1! ¿c 4erth. paú¿a. ¿..onlo \tfurl ú,1 k l.t
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3. Pronulciamiento. -

En atención a los términos de las consultas, se concl¡ryc quc conforme a lo prcv¡sto cn el articulo
622, numer¿l 6, del Código Orgiinico lntegral Penal y el articulo tol del Código Orgánico ceneral
de Procesos, la senlencia ejecutoriada d¡crada en un proceso f,enal - que determina el monto
económico que la pcrsona sentcnciada deberá pagar a la victima, como mccan¡smo necesario par¿ la
reparación ¡¡tegral - sune efcctos inevocables respecto de los sujetos proccsales quc interv¡nieron
en el pfoceso o sus sucesorcs en derecho. Consecuentemente, sin.pcrjuicio de que conesponde a la
vict¡ma promover la ejccución de la repar¿ción integB¡ dispucsh a su favoÍ e impucsls cn ¡a
scntencia condcnatoria ejecutoriada. esta constituye un titulo de ejecución que contiene un valor
económico pendiente de cobro.

El rcgistro conlable dc la senrcncia cjccutoriada. as¡ como de cualquicr cvento cconómico, es de
exclusiva rcsponsabilidad de la entidad u orga¡ismo público, segun lo precepruado cn cl aniculo I52
del Código Orgánico dc Plan¡ficació¡ y Finsnzas Públicas. Esta entidad dcbcrá observar las politicas
y normas expcdidas por el M¡nis¡crio de Economia y Finanzas y las Nomas de Control Intcmo pam
las Entidadcs y OBanismos del Sector Público. así cromo dc las pcrsonas Juídicas dc Derccho
Privado que dispongan de Rccusos Públicos. cmitidas por la Contraloria Gencml dcl Estado.

El presenre pronunciamicnto deberá scr cntendido en su integridad y se limita a la ¡nreligencia y
sicndo de exclusiva rcsponsabilidad dc la cntidad consukante

o

a
,

PRoo.n^qJdA G€¡aa E €r[ Do
,,. r! I r :rt.,

Arcnlanrcnle,

Abg. Juan Carlos

PROCURA NERAL DEL ESTADO

Xarier Mruri.o ToN Nlaldo ádo
CO\IR.TLOR CESfRAL DfL ISTA¡X)

Vts Shi6ñ Di!tr¿ 
^¡amái¡r 

w.¡lpurs.
PRf, StDt\1A O¿1, COISEJO \ACro¡iAt, ELECTOT¡^r_

M85 Juan Carlos v.e¡ V¿lo
IIIIIISTRO D€ f,CO| OM¡A Y F¡\AT'7^\S

aplicación gencr¿l dc normas Juridi
su aplicac¡ón a casos institucionales
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TNOCT,aAOJ{A G€TSA DE ESIADO

oficio Nor 07400

Quito, D.M., 
2 0 JUI{ Z0lt

Magister
Miguel Angel ltunalde Durán
DIRECTOR EJECUTIVO
AGENCIA DE REGULACIóN Y CONTROL DE LAS
TELECOMUNICACIONES (ARCOTEL)
Presente.-

De mi consideración:

Mediante oficio No. ARCOTEL-ARCOTEL-2024-0173-OF, de I3 de mayo de 2024.
ingresado en el correo inst¡tucional único de la Procuraduría General dcl Estado al dia
siguiente, se formuló la siguiente consulta:

"¿Lo dispuesto en el úlrirno idciso del articulo 14 del Reglamento General a lo
Ley O¡gáñica de Telecomunicaciones implico que solo se puede aplicor
qtbitmje nqcional a los tipos de tírulos habilirontes a caryo de la ARCOTEL,
puesto que el aúitraje rcgional solo puede aplicorse como meca¡ismo de
solución qlterua¡ivo de cofitrorersias, en caso de los inst¡umen¡os
inlemocionoles, o de la deuda etterna, asi como ea considerqción o la
consulta popular y rcÍerénduü del 2l de qbril de 2024, en la qte el pueblo
¿cuato¡iano ao reconoció el Arbitroje lhterhocional como método para
solucio,rü los coa¡rovercias en mateia de inversión, controcttqles o
com¿rciales?."

Al respecto, se manifiesta lo s¡güiente:

I. ANTECEDENTES.-

Adjunto al oficio de consulra se rcmir¡ó el crirerio juridico insrirucional No. ARCOTEL-
CJUR-2024-0001, de l0 de mayo de 2024, suscrito por el Coordinador General Juídico
de la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones (en adelante.
"ARCOTEL '). Drcho informe analizó y concluyó lo siguiente:

.2. ANlLISIS JURfDICO

/...)

Entoüces, la Co¡tstitución de la Reptihlica del Ecuador viabiliza la solu<ión de
co,¡troversias que pid¡eraü sút.gir enu.e las partes respecto de wa rela<.ión
juidica <ontracual a u.avés del arbio.aje de últ¡mo ¡hsfan(ía de «»lormidad

I
a
t

Ed¡fi.¡6 amá¡d¡i tbr:
a¿ añr.oú¡ Nlg-rrr y arir.g.
+593 2 29ar300
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con la Ley; pero, prohibe se pacte el arbitralje internacíonal, estableciendo soló

una excepcíón cuando en los lratados o inslnhlefitos inlerfiaciondles se pacte
un arbitraje regiofial (paises miembros de un tdtado inlernacional)-

(...)

De modo que, en la normaliva secÍorial de telecomu ¡caciones. se ha

establecido que en los tipos de litulos habilitdnles a cargo de la ARCOTEL es

posible lo inclusióú de cláusulas ¡Je arbitruje ndcíonal y regional cotlo
mecanismos de solltción ahernofiva de conllictos de co formidrtd con la Ley.

(...)

3. CONCLUSIÓN

En orden a los dnlecedenles, Lonsideraciones iuidicas y análisis expuestos, es

criterio de la Cootdínación General Juidica que en kts tipos de títulos
habilitantes a curgo de la ARCOTEL (actos adm¡n¡strafivos en forma de
resoluciones ?onlettivas de los tit los habilifafites), es impt'ocedente aplicdr el
tiltimo inciso del a¡iculo 14 del Reglanento Ge¡teral a la Le¡'Orgánica de

Telecomunicacioncs, en lo relbrente a la patte del arhitqje regional
(inlernocional), que tonstu de la siguiette nanera: '(...) Los itulos habilitantes
podrán incorporar Llltusulas ¿le estabilidacl iuidica y clánsulas de arbitraje
nacioúl ].,regtonal (:ono ¡necoiismos de soh¡ción ahernativa de co fictos. de

conformídad cott la le¡,-', 
"t¡o "u 

virlud a lo prcisto en kx articulos 190 y 422
cle la Constitucíón cle la Repúbli<a del Eaodor".

2. Análisis.-

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata Ia consulta, el análisis se referirá
a los siguientes puntos: r) Las Enmiendas P¿trciales al Texto Constitucionál y su

Tramitación Vía Referéndum.; l, Etectos del releréndum del 2l de abril de 2024; iii)
Marco ju¡idico vigente relacionado con el uso de arbitraje intemacional en tratados,

instrumentos o contratos comerciales o de invcl§ión; y, iv) Competencia regulatoria de

la ARCOTIIL.

2.1. Lás enmiendas al terto constitucional y su tramitación vía referéndum.

Los articulos 441,442 y 443 de la Constitución de la República del Ecuador (en

adelante, 'CRE")| establecen 3 tipos de mecan¡smos para modificar la CRE- De

acuerdo con el criterio de la Cole Constih.¡cional, estos son: "(...) el perti enÍe para
etpedir enmíendas; el apropiado para expedir reformas Darciales; y. el
correspondi?nte para reali:ar cambios t'onstitu.ionales: " (énfasis añadidol.

LCons¡nrciónde la Rcpúblta delEcuador. Publiü¡da cn elRctirro Ofic8l\o.-l¡9 de 20 dé oc¡ubre de 20OE
I core Conrnucional del Ecu¡dor. Cá{ No 7-l l.RC Dic¡nm.o No. 4-l:'RC lz d. l8 dc no! iembre de l0ll
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E¡ primer mecanismo para modificar la CRE, este es, !4juqi!!f!a, propone cambios p
simificativos al texto constituciona!, leniendo como objetivo principal el reforzar la
efectividad de sus disposiciones. En palabras de la Corte Cons(itucional:

"(.,.) procede en los casos en que la modijicación, supres¡óh o incorporación de
uno o corios artículos no alteren la eshtctura de la Constítución; el carácter v
elementos constitutivos del Estqdo: no establezcon restricciones a los derechos ).
garahfias constitucionales; y no alteren el procedimiento de rclorma la
Constitución. La enm¡enda constitucional se distingue de los otros proceso.s, en
razón del qfecto que oetigue. puesto que, respeta el espiriti del cohstituve te ol
proponer cambios no sign¿licatitos al ¡octo co¡tstitucionalJ " (énfasis añadido).

Según el aniculo 441 de la CRE, las enmiendas al texro constitucional pueden
instrumentarse de 2 modos: i) por referéndum, el cual puede ser solicitado por el
Presidente o por la ciudadania (csta úhima con al menos el 8yo de respaldo de las
personas inscritas en el Regisrro Electoral); o, ii) por iniciativa de la Asamblea
Nacional.

En relación a las cnmiendas tramitadas por referéndum, especificamente, el aniculo l9g
de la Ley Orgánica Elecroral y de Organizaciones politicas (rambién conocida como
"Código de la Democrttcia"lt establece que su aprobación requiere de al menos Ia
mitad más uno de los votos válidos emitidos para que sea acogida: es decir, de una
mayoía s¡mple.

Respecto de sus efectos. el a culo l8 de la Ley Orgánica de panicipación Ciudadanas
dispone que, de aprobarse el proyecto de texto constitucional, su adooción debe ser
obligatoria e inmediata. entendiéndose automáticamente incorporado a la CRE con su
publicación en el Registro Oficial.

2.2. Efectos del referérdum det 2l de abril de 2024.

El2l de abril de 2024, se realizó unajomada electoral con 5 preguntas de referéndum y
6 de consulta popular. Con respecto del arbitraje intemacional, se consultó lo siguiente:

"D. Estti usted de acuerdo que el Estado ecuatoriano teconozcq el arbitruje
internacional como método para solucionu contruve§i,r\ en materia de
inwrsión, contructuales o come¡ciales? "

: Core (lonsiiru.¡onal del Ecr¡ador. (.so \o t-¡9-R( Dictar¡cn \o ¡-t9-RC¡9.dc2dcabflldcl0l9I An 198. Lcy OrBin,ca Elccrorat , dc OrSanizacioncs polnilas dc ta Repúbtica dct Lcu¿dor pubtrca¡lo cn cl
Reg¡srrc Oficial Suplcmcnro No. 578 dc 2? dc abntdc 1009.
' t.cy Orgáni€a de PaÍ!.iprció¡r ( nrdad.ña. Publicada en et Retlstro Oficiat Surrtcr¡cnro \o t75 dc t0 ijc abnt dc
2010
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En el anexo de esta pregunta de referéndum se explicó breveñente los motivos que

fundamentaban la enmienda, proponiendo que el articulo 422 de la CRE se sustituya por

el siguiente texto:

''Art. 422.- El Estado ecudtoriano podrá celebru traÍ^dos o suscribir
inslrumentos inteñaaionales que contefiplen reglas de solucíón de

coñlrcversias mediafite arbitraie intenúc¡onaL ya /uere en controrer"^ias de

inlersión o de índole contrccfual o comercial, entre el Estado y personas

nanrales o juitlicas privados: o en mateias relac'ionadas a endeu¿anie to

externo .

Hasta aqui se debe recordar que la consulta analizada tuvo la naturaleza de e¡mienda
constitucional, de conformidad con lo determinado por Ia Cone Constituciorial mediante

Dictamen No. l-24-RCl24. de 24 de enero de 20246, en donde se desarrolló y concluyó
lo siguiente:

"94. En consecuencia, dado que la propuesta prelerule abrir la posibilídad de

que el Estado pacle arbitra¡es ¡ terna.ionales, (...) aquello le ¡nserla en los
pnnctptos ra ptevisk)s .,ñ lu Cutstiuttión y o supone utt cambio ni la
dimeñsiók J'ormol del terto «»tslituc¡onal ní lantpoco d sü d¡üc¡ts¡ón material.
(... )

97. (...) Et¡ esta líncq, apcrturar la posibiliddd de qúe púecla rdtil¡car aquellos
quc conk'D¡plen arh¡tñ¡c ¡nlernaaonal ¡ñ al¿.'la cl (utáder o ¿l¿n¿nlos

const¡tuÍivos del Eslado. (...)

halüraleza ale la propuesla planteada, to se encuentra oue la

parantí \ún5tM/...)

99. Lu uuinta or¡¡ouesta del Prcsídente de la Reoública si ouede ser tramitada a

traw: J,:l procedimiento de cntrtiotda con-¡utucional {énlasls añadido).

Es claro entonccs que la consulta y el ¿rnexo propuesto deben interpretarse baio la luz de

los parámet()s de una enmienda constitucional, la cual no modifica la esencia o

estructura de la CRE, pero se limita a proponer modificaciones menore§ en sr¡ texto.

Como consecuer¡cia de la votación realizada y habiendo ganado el "no"7, se debe

interpretar como rechazo a la consulta y al cambio constitucional planteado al a¡ticulo
422 de la CR!. En ese sentido, este resultado tiene el electo de confirmar la viSencia y

" Core Consri¡ucion¡l dcl Ecrador Caso No
] RESOLUCIÓN PLE-CNE.I .8-5.2021.

2024_

l'2.1.RC. Didamen No. I-24.RC'24 de 24de cnero de 202.1

Rcgistro Oñcial, Primcr Suplemenlo No. 554. de 09 de mayo de
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aplicación del articulo 422 actual y, por ende, el marcojuridico que ha sido desa¡rollado
con base en su contenido.

Cabe recalcar que el voto negativo no es más que la voluntad de que el aniculo 422 no
sea sustituido por el texto propuesto. Por este motivo, su alcance no podria suponer
limitaciones o prohibiciones a principios ya reconocidos o desa¡rollados en la CRE,
pues aquello excederia la naturaleza propia de la enmienda constitucional.

2.3, Marco jürÍdico vigente relac¡onado con el uso de arbitraje internscio¡¡sl e¡t
tratados, i¡strumentos o contratos comerciales o de invers¡ón,

El articulo 422 de la CRE prohibe, salvo cienas excepciones, que el Estado ecuatoriano
pueda "1..., celehrqr lratados o instrumentos ¡nternac¡onales en los que (_,.) ceda
ju'ísdicción soberono a ihslaicias ¿e arbilraje ínterhacional, en controversia:i
contructualcs o de indole comercial. entre el Estado ), personas ¡aturales o juitlícas
pr¡ralas¡ " (énfasis añadido).

Sobre el alcance de esta prohibición, la Cone Constitucional se ha pronunciado en
varias ocasiones señalando que aplica exclusivamente a los tratados intemacionales en
los cuales el Estado ecuatoriano ceda jurisdicción sobcrana a instancias de arbitraje
intemacional'. En su último dictamen, expedido el 28 de julio de 2023 dentro del Caso
No. 2-23-Tfr0. la Cone se pronunció en los siguientes términos:

"170. Al respe.,to, se etidencia la positión del constitul,ente, la <aQl ¡o hacia
distinciones ntilizando co ceptos propios del arbirraje internocional, (.,.)
tampoco se despretde la dífercficiaaió , por parte del constituyente, en¡e una
oJérta unilateral de acudi.al orbitraje ¡nlenucional, un pacto -t in conven¡o
arbitral- Tampoco sobt? de (sic) sus efectos. En concreto, pg!gtL!9!§!!!l!!9!1!g

arbitrqje ínernacional. Por el contrurio, la oosición del constitt\ente se tqduio
en eslablecer linitqciones constí¡uc¡onales a este ti
cohtroversias: (...)' (énfasis añadido).

' " t ... ) Se ¿.tc.pfikrt loi tot¿¿o\ ! nstunenhs nnnrd.iotal¿s rtw es¡abte.ca¡ td rolw.in ¿c ott|ott\r' ¿rrt-c
trolot ! .nda¿dnot.n Lo ¡oa¡h¿ú.a pü instdr(i¿s arb n¡tes rcgbh¡tlcs o pot.ttgaios ¡ur6¿i..io¡at?r ¿c
dcs¡grd¿ñ¡ d! bs pdisls i$ñoko.io\ ¡:o t\\hái n e^? u ju...s.t.los Esta¿or.tue con¡o tdles o lus rt.londlt
r¿a, part¿ d¿ l4.o torcfi¡a.
Ei.1 .on' ¿c coúrot!6¡¡! rc|o..¡tirdtlds @n ld.ldtda e.ttcnt/¡_.1 Esta¿o ¿cuoktritno pn^ovti $tat¡ow\
dtbnrules ¿i fiok ¡ó dal o,ieú ¿. kt ¿lr¿¿ \ co¡ stia-iót u los yn¡.¡p¡os .!e trdnspatuntia. aluitlud I jln¡cnt

r( ore Consritucional dcl tcuador. Dictam.n \o. 0OI5-tl-Tt dc l7 dcjltio de 20 t3. I)tcramcn \o 00t0-ll.Tt d.
25dcabnldc:013. Diüañc¡ \o 000-l-¡0-TldeTdcocrubrcdc2010.
rl' ( onc Coñr itucio¡¿l dcl Ecuador Caso \o : -2l,Tl Di.ranEn \o. l.:j,TI 2t dc lS d! julio dc :01t.
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Bajo este esquema, Ia prohibición coñtemplada en el aliculo 422 de la CRE tiene 3

elementos: i) que se celebre un tratado intemacional en donde se ceda jurisdicción

soberana a instancias de arbitraje intemacional; ii) en controversias contractuales o de

índole comercial; y iii) entre el Estado y personas naturales ojuridicas privadas.

No implica una prohibición a la posibilidad de que el Estado ecuatoriano pueda celebrar

contratos comerciales en los que se acuerde una cláusula de arbitraje intemacional para

la solución de posibles controversias que pudieren derivarse de dicho in§trumento.

Por el contrario, esta prerrogativa se encuentra reconocida en CRE y en varios cuerpos

nornativos que regulan el procedimiento y requisitos exigidos para cl efecto. Asi. a

modo de ejemplo, se enlistan los principales:

Aniculo 190 de la Consli(ución de la República del Ecuádor, que permite el uso

de arbitraje en contratación pública, siempre y cuando se cuente con un

pronunciamiento fávorable de la Procuraduria General del Estado.

Articulo ll de la Ley Orgánica de la Procuraduria Ceneral del Estado, que

disponc que los organ¡srnos y entidades del sector público dcben contar con la
autorización dc la Procuracluria General del Estado para poder someterse a

arbitraje intemacional.

Articulo 4l de la Ley de Arbitraje y Mediación, que establece k¡s casos en los

cuales se pucdc pactar arbitraje intemacional.

Articulo 42 de la Ley de Arbilraje y Mcdiación, que determina que las entidades

del scctor público deben requerir de un informe favorable del Procurado¡

General del Estado previo a someterse a arbitraje intemacional.

Segundo articulo innumerado después del articulo l6 del Código Orgárico de la

Producción, Comercio e Inversiones. que obl¡ga al Estado a pactar arbitraje
nacional o intemacional en los contratos de inversión que superen los USD. S

l0'000.000.00.

Articulo 3 del Reglamento a la Ley dc Arbitraje y Mediación, que establece que

las entidades que conforman el sector público deben requerir de autorización del

Pmcurador General del Estado previo a pactar arbitraje intemacional con sede en

elextranjero.

2.4. Competencia regulatori¡ de la ARCOTEL.

El articulo 144 de la Ley Orgánica de Telecomunicacionss establece que es

competencia de la ARCOTEL: "1. Emitir las rcgülacione§, normas técnicas planes

té(tlicos y demús aclos que sean hcaesarios en el ejericio cle sus compelenc¡ds. para
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que la provisión de los servicios de telecomunicaciones atmplah coñ lo dispuesto en la
Conslitución de la República y los objetivos ), pridpios previstos en esta L4), de
confornidad con las politicas que dicte el Míttisterio rector de las Telecomunicaciones
¡, de la Sociedad de lo lnformación; (.,.) 7. Norrnar, sustanciar y resolver los
procedimientos de otorgañie to, administra(.ión y extinción de los tiruios habilitantes
prev¡stos en esta Ley; (...) ll. Establecer los requ¡siÍos, conteiido.t, condic¡ones,
témtinos y plazos de los títulos habilitantes".

Asi, el Reglamento General a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, en el articulo 7
señafa que es función del Directorio de la ARCOTEL */. Expedir, modilicar. rcformar,
¡nterpreldr y aclarar los leglañentos del régimen general de telecotflunicaciones, tales
como: tarfas; otoparr,iento de títulos habilitantes del rési íen ?eneral de
,elecornuiicaciones oue incluitá el procediiriento de intenención v ,entinación de
los mismos "

Al respecto, es necesario señalar que el últi¡no inciso del artículo 14 del Reglamento
General a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones indica que "(...) Los títulos
habíl¡tantes oodrán incorporat cláusulas de estabilidad iuidi.a )' cláusülas dc
arbiu'aie na¿ional v regional coño mecanismos ale solttciótt alternative de conllictos.
J¿ utnhrmidad con la lev-"

Como consecuencia de lo anterior, y para desarrollar el espectro de la cláusula de
resolución de controversias en los titulos habilitantes, el 20 de octubrc de 2022.
mediante resolución nro. 05-07-ARCOTEL-2022, el Directorio de la ARCOTEL
estableció los lineamientos relacionados con la aplicación de los principios j uridicos que
deben observarse durante el proceso de negociación del Servicio Móvil Avanzado. Uno
de los referidos lineamientos es el siguiente:

I
a
,

Ed¡ficioAe.on¡.P|.¿s
Av. Amábñ.. N!9-r2! y A¡ir.g.
.59t 2 29a1!oo

De lo

i)

ii)

"Estabilidqd ju¡ldica y solación de controversias: que ge eren el adecuado
equilibt¡o ¡t lus partes, itcluyendo cláusulas de estabilidod jutitlica que
aseguren la s¡tua.ión contractrol a las panes y estableacan un mecanismo
in.lependiente y eliciehte de resolución de co troversias. a trarés de arbitraje
nacional o internecional (subrayado añad¡do).

señalado a Io largo del documento se desprende que:

EI resultado del referéndum. de 2l de abril de 2024. mantuvo inalterada la
posibilidad de pactar arbitraje intemacional en un contrato, por lo que bien
podía acordarse dicho pacto¡

La Corte Constitucional ha determinado quc la prohibición aplica
exclusivamente a los tratados intemacionales en los cuales el Estado ecuatoriano
cedajurisdicción soberana a instancias de arbitraje intemacional;
EI arbitraje es reconocido como método altemalivo de solución de controversias
para entidades del sector público en vanos cueq)os normativos como la

iii)
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v)

Constitución de la República del Ecuador, Ley orgánica de la Procuraduda

General del Estado, Ley de Arbitraje y Mediación y su reglamento, Código

Orgánico de la Producción, Reglamcnto General a la Ley Orgánica de

Telecomunicaciones. resoluciones de la ARCOTEL:
El Directorio de la ARCOTEL ha resuelto la posibilidad de establecer el

arbitraje nacional e intemacional como mecanismos de solución de controversias

para la suscripción de titulos habilitantes de servicio móvil avanzado; y,

Para poderse pactar arbitraje nacional o internacional se requierc autorización

previa de Ia Procuraduria General del Estado.

3. Pronunciamiento.-

En atención a los términos de su consulta, se concluye que, de conformidad con los

aticulos 198 de la Ley Orgáoica Electoral y de Organizaciones Politicas, l8 de la Ley
Orgánica de Panicipació¡ Ciudadana, I I de la Ley Orgánica de la Procuraduria General

del Estado y 42 de la Ley de Arbitraje y Mediación, es po§ible pactar arbilraje nacional

o intemacional en los titulos habilitantes a cargo de la ARCoTEI- previa autorización

de la Procuraduía General del Estado.

El presente pronunciamiento se limita a Ia inteligencia y aplicación ge¡cral de normas
juridicas, siendo de exclusiva responsabil¡dad de la entidad consullante su aplicación a

casos institucionales especificos.

I
g
,

Edif icio Am..onas Prazá
av. amá¿oñá! Nr9-l2t v^¡iz¡q¿
+593 2 294t300

iv)

Abg. Juan Cer
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Quito, D.M.. 
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Coronel EMT- Avc.
Johny Homero Cevallos Borja
DIR.ECTOR EJECUTIVO
DIRECCTóN DE INDUSTRIA AERONÁUTICA
ECUATORIAn-A (DIAF)
Presente. -

Dc mi consideración:

DE LA FUERZA AÉREA

Mediante oficio No. FA-JA-3-2024-048-0, de 8 de abril de 2024, ingresado en el correo
institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo dia, se formuló la siguiente
consulta:

"En los cosos que la DIAF rcalice aud¡toia frnciciero ¿xterna pora la op¡obación de
balances, ¿deberá rcol¡4a¡ la conttutoción ¿e co fo¡midad al a¡tlctdo 2E ¡le la LOCGE,
es dech, po¡ medio de Contalo a; o debeia conttata¡ corno lo establece el ar.tículo 47
de ta LOEP, es decir, s¡gu¡eñ.ro los ior¡nas .le la Conttüación Pública?"

Frente a lo cual, sc manifiesta lo siguiente:

l. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

I . I . Con oficio No. 06043, de l9 de marzo de 2024. la Procuraduria General del Esrado
solicitó a la Dirección de [ndustria Aeronáutica de la Fuerza Aérea Ecuatoriana (en
adelante,'DllF"),sesirvareformularlostérminosdelaconsultainicialmenteplanteadá
en oficio No. FA-JA-3-2024-033-O, de 15 de marzo de 2024, ingresado en Ia
Procuraduía Ceneml del Estado el mismo dia, de manera que trate sobre la aplicación
general de normas juridicas, asi como se remita e¡ informe juídico debidamente
fundamentado por el Asesor Jurídico, respecto del obieto de la consulta reformulada.
según Io previsto en el aniculo 13 de Ia Ley Orgánica de Ia Procuraduria General del
Estado. Este requerimiento fue atendido con e¡ oficio citado al inicio del presente.

1.2. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender la consulta.
mediante oficios No. 06349 y No. 0ó351 de l0 de abril de 2024. la P¡ocuraduria Ceneral
del Estado solicitó a la Contraloria General del Estado (en adelanre, "CGE ") y al Servicio
Nacional de Contratación Pública (en adqlante. "SERCOP"), respectivamenre. que
remitan sus criterios j urid icos institucionales sobre la materia objelo de la consulta.
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1.3. Los requerimientos de este organismo fueron atendidos, por la Directora Nacional
Juridica de la CGE con oficio No. 162-DNJ-2024, de 15 de abril de 2024, itrgresado en

el coneo institucional de la Procuraduria General del Estado al dia siguiente; y, por el
Coordinador General de Asesoda Juridica del SERCOP. mediante oficio No. SERCOP-

CCAJ-2024-01 ls-OF, de 2 de mayo de 2024, recibido en el correo institucional de este

organismo el misño dia.

I .4. El informe juridico No. FA-JA-3-b-2024-003-O, de I de abril de 2024, susc¡ito
por el Asesor Jurídico de la DIAF, citó los aliculos I y 14 de la Ley Const¡tutiva de la
Dirección de Industria Aeronáutica de la Fucrza Aérea Ecuatoriarla¡ (en adelante,
" LCDIAF"); I I lelras e), m) y p), 2l letra h ) y 28 del Reglamento General de la LCDIAFT
(en adelante, " RGLCDIAF "); 41 de la Ley Org¿inica de Empresas Pública§r (en adelante,
"LOEP")i y,28 de la Ley Organica de Ia ('ontraloria Gene¡al del Estadoa (en adelante,
''¿oCcE "), con fundamento en los cuales rnanilestó y concluyó lo siguiente:

.2. ANÁLISIS

(--.) se conclu\,e que o se pue¿e coklit¡tl¡r enlre laJácuho¿ que tic,¡e al Directorío para
sol¡c¡tur audiÍoñar ) a¡'í uprobor httut¡«s. t'on lo estoblecitb e rl .úíc lo 28 del
Regl cnto a ld l-?.t (i»tstitulivu tlc fu DIAF. que es ¡^on¡eter:r¿ d coúrol de la
Co ¡tdk)ña Getlerul .ld E:¡tq.lo.

Sit o ltat'go. ,tuponiotb quc h DlAf L's unt enpresa públictt o qú? hugu sus veces en

¿d(Dinuút! tnomenkrs.5c $úetará u h I,OEP. Por lo ¡ ¡smo. se entien¿e que es una
enti&tl ptiblka «»r coktrol inle o -t c.\lcroo.le la Conltuloña General det Estado, y
por b tut¡to se ieto tanh¡¿» a la Lc| Org¿it¡í(a le la Contrukvia Generul del Estado.

3. CONCLASIONES

La DIAF. el ser una emoresa con ulonomía ¡urid¡ca. uulo o,nfu oDeraliv«

adfiin¡so«tivctr lina,lciera-.loldcla de pa!ri ttrl io .t'lbndos ProPios. Duede con trutat una

dltlil¡»-ia linakcierd externa. cctn lo lin«lilad lc que la nisrna una vez que teulice el
lraba¡t) (le canpo pueda rccomendar nru¡otat ct1 bs Proceso.\ ptevb a una.rudilotia Por
el órg« o de con¡rol (!ue es la inspeuoia |AE.t CGE. en base a lo que estublece su Ley

) R"gla ento .lEl sttbrayado me corrcspondc).

4. RECOMENDACIONES. -

Se debe rcali:a¡ la confruluc¡ó rle ab auclitoiu exlefiolitnnciera &k lllinalidad de

que se abservc cl cu¡ñplimienlo ¿e h: rctllrcles intenos díseñadas por la gerencut

lind c¡era, ) argan¡zución pura que de las ni§muÍ se deriven recoñenrluciones Panl
torregi las (lebilidudes de ¿onfid iñteno )) para najorur h elíc¿rcia de los protesos'

LCDLtl:.p,blicado en rl R4¡tú, OL ktl No ,571( 1t ¿¿ 1¡ lit' ttu lrt:
:RALCDIAI,puhlitodo e¡ Rc!¡!¡n olk tdl Nú 115ttu2ó.1¿lncb¿t¡qa)
: L)EP,púlnodaet ?tsutkhúúo¿tl R.ltsttoOl ñlNa lN.le l()¿!ottttl !¿!:t)t)¡)
t LOCGE pthtu¿da tn rlSqltnt.no ¿tl tuginl. O/nul N. 5r5l¿ 12 ¿¿ itul¡.) lr:t)/):
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este procediníento debe realizurse obsen'ando la LE Orgúníca ¿elServ¡cio Nacionalde
Cottratación Públicar- para la contrutación de una eúprcsa privada audítora, la misma
oue debe contar con la ca\licación de la Contraloria General del Estado I enconrarse
acliva e,¡ el l¡sto¿o de compañías. que la Comraloia publica para el eÍecto en su pdgina
Weh (hlps//rrwy,.contrulorio8ob3c/Portol/FirnwsPrivadas) . (El énfasis coresponde
al texto origirial y el sl¡brayado me conesponde).

1.5. Por su parte, el criterio juridico de la CGE, además de las normas invocadas por
la consultante, citó los anículos 2l l, 212 numeral l, 225 y 226 de la Constitución d¿ la
República del Ecuadof (en adelante, "CRE \:2y l8delaLOCGE;y. 1,4,5y4j dela
LOEP, luego de lo cual concluyó:

"Por lo expuesto, de la no¡.ñativu «ntes citada se colige la lsic) Diteccíófi dc tnduso.ia
Ae,oháut¡ca de la Fuerza Aérca Ecuatoriuna -DlAF, es uno e tidail de derecho público,
adscrita a la Comonda cia Cekeral de la FAE, con aulonomíd operat¡va, admin¡stat¡ú
)' J¡nanciera, patimonio .t fondoÍ propios, que se rige por sú Ler- Constihttiva. sus
reglamentos ¡'por las la'es que pot su natw.aleza sean apli<ables: por lo Ídnto, no es
una eñlidad crcoda ol omparo de lo Ley Orgá ca de En presas púb¡icas (l e deba
.,eñ¡tse a h preyisto en d¡cr?a /er'. (El énfas¡s conesponde al texto orig¡nal).

Baio esla consideración. en ote dón d krs tét.ntinos de su consulla, et claro que. L,ttuüdo
kt DIAF reauiera ¡r»trutat outlito¡ia linunciero externa oora lu aorobocíón cle balunces.

Fifialntente, d?bo itdicarle que a lalbchu en que uste(l elechiu la co sulto,ld Contrabia
Ge erul delEstado se et¡u¡ent,.u e¡ecutanlo ata uc(¡ót¡ le controla ,krs ingrcsos, gdstos
.t 4 lus /Ascs preparatot ia, prccontru.tuaL aohtractuel, eiec ck'jn,l¡qtids(.¡ó I,pugo.¿e
kts procesos de conlrotacióh paru la adquisíciót de h¡enes I prestación dc servicios, usi
como su uso t' cot¡sumo...', disptesta to orden de \tabujo 000&DNAI-2024, por to
tanto, se co sideú, ¡npertinente que la Direac¡ón .¡e Lt¿ustt.ia Aeronáutica de la RkEa
A¿rea Ecu«totian.t. sol¡(.ite c ¡.iterio juri.lico a lo proc raduria Aefieral ¿el Estado qte
pueda incidir en la eje(ucíón de la rcJiitlu ucción .le control".

1.6. Finalmente, el criterio juridico del SERCOp, adcmás de las disposiciones
enunciadas, citó en lo principal los articulos l, 7, l0 número l7 de la Ley Org.ánica del
Sistema Nacional de Contratación PúblicaÁ (en adelante. "¿OSNCP"); I y 20 de la
LOCGE: y, 123 del Código Orgánico AdminislrarivoT (en adelanre. ,CO.4 "), en función
de los cuales analizó y concluyó:

^ Edil'.io Añ¿zonás Práz¿
I A! 

^m¿.onós 
Nt9.12! v an!¡o¡

It '5932 294lrO0

E www.pq..qob.c
, oP6Ecuado'

t tiácctó.- nF- t\ol:sn¡.a tE[o\.l|r¡c t nF t 1

''2. PRONUNCIAMIENTO

' a R t Dúht ¿¿¿ ¿i t l R.y6 h Ol¡. ú1.\i ¡!,! 9.¡t )t ¿( 
^ 

hl, c ¿! aqot
".l.OS\aP, tublnol. ut tl Stp¡úoin dcl Rt!^tó Oqial $ JgStkl te asonb ¿( 20¡ts

Co.t pthtt.¿¿o @ ¿ S¿E n¿o Stt,lcñ! t'¿¿tR.u¡a¡oOlnnt\. JI ¿!i.t.tutt¿tt¿ 2t)I,

Reglame to Ge er.rlde su Ley Constitu¡iu. (El subrayado me conesponde).
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) I t ) rp ihti"r¿ ou¿ lo Dire.-L.ión ¿e Industt¡a AeronáutiLu de la FueÍza Aé¡.ea

Ecuatoriana /DIAq. según los presupuestos del atialo 5 dc la Le:r Otgánica de

Enpresas Públicas no po¡lia ser considerada com¡¡ una enores« oública ya oue no.fue

creada boio nineuno de los instumenlos leeoles ¿eterminados en el uriculo 5 de la Le)
O¡gánica de Enpresas Públicas. ),. además. c!)r!-49I9DiM!iéL!L9-!u k;)!8!9t
'EP'o el té flino Enpresa Públicu '. (El subrayado me corresponde).

2.2. En csta linea al flo ser una emprelta públ¡ca no se podría upl¡car las disDüri|r'n,::
contenidat en lo Le| Orsánica de En¡p,csos Públicas-LOEP. En su luPar rleberá

acogerse a lo eslublecido en el articulo 28 ¿e la Ler) Orginica de la Contraloid General
del Estado r en este contexlo. soliL¡lar o lu Contraloría General del Estudo que se

proceda de acuerdo u lo dispueslo en el ¡nciso ptiñero ¿el drlículo 2E de la LOCGE,

/...,/ '- (El subrayado me corresponde).

1.7. De lo expuesto se desprcnde que el informe juridico de la entidad con§ultante

dil¡ere de los criterios juridicos emitidos por la CGE y el SERCOP. Asi, la DIAF
considera que puede realizar la contratación de una empresa privada audilora extema,

observando para el efecto lo dispuesto en la LOSNCP, la misma que deberá contar con la
calificación de la CGE. Ader¡ás. Ia DIAF maniliesta que no se puedc contirnd¡r entre Ia

facultad que tienc el Directorio para solicitar auditorias y asi aprobar balunces, con lo
establecido en el artículo 2lJ dcl Rcglamcnlo de la Ley Conslitutiva dc Ia DIAF, que es

someterse al conlrol de la Conlraloria (ieneral del Estado.

Por su parte. la CGE y el SERCOP señ¡lan que la DIAF, Por su n¿turaleza, no es una

entidad creada al amparo de la LOEP, razón por la cual, cuando requiera contratar

auditoria financiera extema para la aprobación de balances, debl. hacerlo observando lo
dispuesto en la LOCGE.

Finalmente, la CGE indica que la DIAF se encuentra dentro de una acción de control a

"los ingresos, gastos ¡'a las fases prcparcloria, prcconlractual, tonlraclual, eje(uL'¡¿ ,

líquitlación ¡,pago, de los procesos de coatr.ltació para la adquisicíón de bienes ¡'

ptestación de set"vicios. asi comt¡ su uso ) cohsimo..-". dispuesta co¡ order de trabajo
0008-DNAt -2024.

2. Anál¡sis. -

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata la consulta, el análisis se referirá
a los siguientes puntos: ll NaturaleTa juridica de la DIAF y facultad del Directorio de la
empresa para solicitar auditorias para aprobar balances; y, ll) Alcance y ejecución de la

auditoria gubernamental practicada por la CGE.

2,1. Naturaleza jurídica de la DIAF y frcultad del Directorio de la empresa para
solicitar auditorías para aprobar balances. -

De conformidad con el numeral 3 del articulo 225 de la CRE, el sector público

comprende, entre otros, a: "Los organismos ¡' entidades cteados por la Constihtción o Ia
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pora la prestació de seryicios ptiblicos o
qsurrridas pot el Estado' (el énfasis me

En este contexto, el articulo I de la LCDIAF crea la DIAF como una 'entidad de derccho
pllblico", adscnta a la Comandancia Ceneral de la Fuerza Aérea Ecuatoriana. ..cor¡

personería jurídíca, aütono¡lía operativq, administrat¡va y linancieru, patrimorio y
./bndos propios", que se rige por esa Ley, sus Estatutos y "por las lqtes que por su
fiataruleza sean oplicaár¿s " (el énfasis me conesponde).

Por su pane, la letra 0 del arrículo 2l de la LCDIAF incluye entre las arribuciones y
deberes del Director Ejecutivo de la DIAF el "Solicitot al Directoio lo conttarsción de
ouditoría exte to cuando la Entidad lo requrenr ". Al efecto, sobre el tema, el aniculo 28
del RGLCDIAF dispone que., "El control de la gestióa económica estqtá o cargo de ls
Auditoría General de la Entídad, de la Inspectoia Oe¡teral de la Fuetza Aérea y de
Contraloiq Generol del Esrado " (el énfasis me conesponde).

Por otra parte, de acuerdo con lo establecido en el articulo I de la LOEp, esta norna
¡egl.¡la la "constilución, organización, funcionañiento, f,,sión, escis¡ót¡ ! liqt idaciór,
de las en presds públicos qae no perlen¿zcah al seclor finatciero 1. que auúen en el
áhtbito i\temacio al, tacional, regio ol. provinciol o local ; y, establece los
mecanismos de "control e«rnómico, edministrativo. Jinanciero ¡,de gestión qae se
ejeruerán sobre ellas, de ac erdo a lo dispuesto por lu Constiluc.ión de la Reptiblica ' lel
énfasis me corresponde).

En este senlido, el articulo 5 de la LOEP dispone que la creación de empresas públicas se
hará:

" 1. Mediante decrcto ej¿culiúo paru las empresas (on ituidis por h F nciú1 Ejee¡i,a:

2. Po¡ acto normotiw legalnúnte expedido por los gob¡e¡nos autónornos
descent¡aliiados; v.

3. Media¡t¿ escr¡turo públ¡co pa¡a las eñpresos que se constitu)on ent¿ la Función
Ej¿cutivo ! los gobiernos aulónontos desceitrolizados, paru lo cud se t?querirá (lel
decreto ejecutitb ! de la decísíón de la fi.i¡ina a torid.¡d ¿el organisno outó¡,ohlo
des<entrulizado. en su «tso

Las tniversidmles p¡ihlicas podrán co,lstiit¡,. enprc¡as públ¡cas o mix,as que se
sonrc¡erún al r¿g¡men eslableddo eD esto Le| para las e,np,?sas crcaclas pot los
gobíernos autó onos descentruli:ados o al régimen societario. rcspectiramente. En la
rcsolucióh de cpuciót¡ adoptg¿a por el máximo orgo ¡snlo un¡versiktr¡o competen¡e se
detern irurán los aspectos ,?luciona¿os con su adninis tra( ión t liñcionamie to / _ _ - ) ".
(El énl¡sis me coresporde).
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De lo expuesto se desprende que: , la DIAF es creada por ley como una entidad de

derecho público, adscrita a la Comandancia General de la Ft¡c¡za Aérea Ecuato¡iana, con
personeiajuridica, autonomia operativa, administrativa y financiera, patrimonio y fondos
propios; i, la creación de la DIAF no se cnmarca en ninguno de los supuestos establecidos

en el aniculo 5 de la LOEP; l¡i, las disposiciones de la LOEP regu)an el funcionamiento,
exclusivamente, de las empresas públicas que no perteflczcan al sector financiero, creadas

ya sea mediante decreto ejecutivo, acto normativo expedido por los cobiemos
Autónomos Descentmlizados o por escritura pública; ivJ la DIAF se rige por su ley, sus

estatutos y por las leyes que por su naturaleza le sean aplicables; r) corresponde al

Director Ejecutivo de Ia DIAF solicitar al Directorio de la empresa la contratación de

auditoria extema, cuando la entidad lo requiera; y. r,¡,/ el control de la gestión económica

de la DIAF se encuentra a cargo de la Auditoda General de la Entidad, de ¡a Inspectoía
Ceneral de la Fuerza Aérea y de CGE.

2.2. Alcance y ejecución de la auditorí¡ gubernament¡l practicada por la CGE. -

El articulo 2ll de la CRE le asigna a la CCE la dirección del sistcma de control
adminis¡rativo, que se compone dc auditoria ¡nlema. auditoía extema y del control
i¡remo de las entidades del sector público y de las entidades privadas que dispongan de

recursos públicos.

Por su pane, el articulo I de la LOCCE prevé que dicha ley tiene por objeto establecer y
mantener, bajo la dirección de la CCE, el sistema de control. fisc¡lización y audito¡ia del
Estado. y rcgular su funcionamicnto "con la liaalidad de exarninar, verÜcar y eraluat
el cumpl¡ir¡efito de la visiótt, ,nisión I objetivos de las irtl¡tucioies del Estalo y la
utilizacién de rccursos, odministración ycusrodiade bienes públ¡cns '. Según elaniculo
21bidcrn, " Las .lisposiciones de esa Ley rigeñ paru las instiruciones del seoor público
detemina¡las en los artículos 225, 315 | a la. per<onas jurídicas de derecho pritodo
pretistas en el LtrtiLulo 2l I de la Constilu.iáa '(el énfasis me corresponde).

El primer inciso del articulo 28 de la LOCCE. mateda de la consulta, agrega que la CGE
puede efcctuar l¡ auditoria grbemamental. mecliante la controtoción de compañías
privadas de aul¡torkt exlerna e ¡ndelehdiente, aplicando Procedirnientos de

cal¡J¡cación, sclrt'<:ión y conlrataciórt, que estoblezcan las normas legales y
reglamentariot; perlirrenle§", clLando así lo determinen oonvenios internacionales, o
cuando la materi¡ a auditarse cxiia personal espocializado delque no disponga (el éntásis

ml. corresponde).

Los incisos segundo. cuarto, séptimo y final del articulo 28 de la LOCGE prescriben en

su orden que. en los casos en que las instituciones del Estado requiriese¡ contratar a

compañias privadas para cjccutar la auditoria extema de sus oPeracto:r,es, "solicitdrán a
la Conlraloría General del Estado que se ptoceda de acuerdo a lo dispuesfo en el inciso
anterior". para lo cual. la compañia será seleccionada de acuerdo con los términos de

referencia y a las bases aprobados por la CGE y será supervisada por ésta. Al efecto, la

CGE manlendrá un registro aLlual¡zado de @mpañías p¡ivadas de atditoría exlerna
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¡ndependienles, caürtcadas pot su profesionalidsd y deb¡dsrrrente facultadas para
eiercer sus ectividades en el país" y los "costos de lsaudito¡ía extena privada coterán
o cqrgo de la irrsritución auditado". (El énfasis me conesponde)

De lo manifestado se observa que: ¡,/ la finalidad del sistema de control, fiscalización y
audito¡ia de competencia de la CGE consiste en examinar, verificar y evaluar el
cumplimiento de la visión, misión y objetivos de las instituciones del Estado y de las
enlidades privadas que dispongan de recursos públicos, sobre el uso de recursos,
administración y custodia de bienes públicos; i, Ia ejecución del sistema de comrol,
fiscalización y audiloria del Estado se realiza mediante el control intemo y conrrol
externoi üi,/ las institucio¡es del Estado que requieran contrata¡ compañias privadas para
ejecuta¡ la auditoria extema de sus opemcioncs, deben solicitar a la CGE que proceda de
acuerdo con la LOCCE; y, rv,/ Ia CGE mantendrá un registro actualizado de compañias
privadas de auditoria extema independienres, calificadas por su profesionalidad y
debidamente facultadas, cuyos costos deben ser asumidos por la institución auditada.

3. Pronu¡cirmiento, -

En atención a los términos de su consuha se concluye que en los casos en quc la DIAF
requiera contratar aud¡loria financiera er(tema, pam la aprobación de balances, deberá
hacerlo observando lo dispuesto en el aniculo 28 de Ia Ley Orgánica de la Conrraloria
Ceneral del Estado. concordante con lo establecido en el articulo 28 del Reglamento
General de la Ley Constituliva dc la Dirección de lndustria Aeronáutica de la Fuerza
Aérea Ecuatoriana.

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la
inteligencia y aplicación general de normasjuridicas, siendo de exclusiva responsabilidad
de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales especificos.

lñ9. Dcbo.ah Cnsü¡c Joncs taggioni
Dircclor¡ Gcrenl del Scn ¡c¡o N¡cion¡tdc Conrrtrc¡ón púbt¡cr

I
a
,

Atentamente,

,14

bg. Juan Carlos Larea
DEL ESTADO

cio Toñes Valdon¡do. PhD
r¡lor Cercr¡l dcl Errdo
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Oficio No. 07381 

 
Quito, D.M., 20 de junio de 2024 
  
  
Magister 
Daniel Noboa Azín  
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR  
Presente.  
  
  
De mi consideración:  
  
Mediante oficio No. T. 248-SGJ-24-0232, de 21 de mayo de 2024, identificado con no. el 
número de trámite 01867-2024-DNC-JL, se formuló la siguiente consulta:    
  

“¿Es aplicable el inciso segundo del artículo 93 de la Ley Orgánica Electoral y de 
Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia, que 
establece: ‘(…) Los dignatarios que opten por la reelección inmediata al mismo cargo 
deberán hacer uso de licencia sin remuneración desde el inicio de la campaña 
electoral (…)’, a quien opte por postularse a la candidatura presidencial, habiendo 
previamente sido electo Presidente de la República, como consecuencia de la 
disolución de la Asamblea Nacional, realizada en aplicación del artículo 148 de la 
Constitución de la República, tomando en cuenta que, la Corte Constitucional en la 
sentencia interpretativa Nro. 002-10-SIC-CC- determinó que, en este caso, los 
dignatarios que resultaren electos ejercerán sus funciones: ‘(…) únicamente para 
completar el resto de los respectivos periodos por lo tanto, no se trata de un nuevo 
período computable para el caso de una eventual reelección (…)?” 

  
Adjunto al oficio de consulta se remitió el informe jurídico No. SGJ-24-0231, de 21 de mayo de 
2024, suscrito por la Secretaria General Jurídica de la Presidencia de la República. En este 
documento se citaron como elementos de motivación los artículos 114, 130, 144 y 148 de la 
Constitución de la República del Ecuador (en adelante, “CRE”); la sentencia interpretativa de la 
Corte Constitucional (en adelante, “CC”) No. 002-10-SIC-CC1 (en adelante, “SICC”), en 
relación al período de ejercicio de las funciones de quienes han sido elegidos como 
consecuencia de la destitución del Presidente de la República o la disolución de la Asamblea 
Nacional; el dictamen de la CC No. 7- l9-RC/19; y el artículo 93 de la Ley Orgánica Electoral, 
Código de la Democracia (en adelante, “LOE”), concluyendo lo siguiente:  
  

“3. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN. (…) 
   

3.2. Quien ha sido electo Presidente de la República como consecuencia de la 
disolución de la Asamblea Nacional en aplicación del artículo 148 de la Constitución 
de la República, no desempeña un periodo presidencial completo de cuatro años.  

  
3.3. La Corte Constitucional del Ecuador ha interpretado que el periodo de las 
autoridades que han sido elegidas, luego de la destitución del Presidente de la 
República o la disolución de la Asamblea Nacional, Realizadas en aplicación de los 

                                                           
1 Corte Constitucional, Sentencia Interpretativa No. 002-10-SIC-CC del 9 de septiembre del 2010, publicada en el Suplemento del 
Registro Oficial No. 294 del 6 de octubre del 2010.  
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artículos 130 y 148 de la Constitución de la República, respectivamente, es para 
completar el resto de los respectivos periodos, por lo tanto, las funciones desempeñadas 
durante este tiempo no cuentan para la reelección.  
  
3.4. El artículo 93, inciso segundo de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones 
Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia, exigen (sic) el uso de 
la licencia sin remuneración para los dignatarios de elección popular que opten por 
postularse al mismo cargo siempre y cuando se trate de una reelección.  
  
3.5. El Presidente electo como consecuencia de la disolución de la Asamblea Nacional 
que decida postularse nuevamente como candidato a la dignidad presidencial no 
requiere pedir licencia sin remuneración, porque no se trata de una reelección.   
  
3.6. En definitiva, se concluye que, quien opte por postularse a la dignidad 
presidencial, habiendo previamente sido electo Presidente de la república, como 
consecuencia de la disolución de la Asamblea Nacional, para completar el resto del 
periodo presidencial, NO debe solicitar licencia son remuneración desde el inicio de la 
campaña electoral, porque no se trata de una reelección; y, por lo tanto no es aplicable 
el inciso segundo del artículo 93 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones 
Políticas de la República del Ecuador (…)”.  

 
 
Al respecto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 237 número 3 de la Constitución de 
la República del Ecuador2 (en adelante, “CRE”) y los artículos 3 letra f) y 13 de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General del Estado3 (en adelante, “LOPGE”), le corresponde al 
Procurador General del Estado absolver las consultas jurídicas con carácter vinculante sobre la 
inteligencia o aplicación de las normas legales o de otro orden jurídico, a pedido de las máximas 
autoridades de los organismos y entidades del sector público, excepto en los casos en los que 
aquello corresponda a otras autoridades. 
 
Precisamente, en función de lo último señalado, debe analizarse en primer lugar si, en el caso 
consultado, debe esta Procuraduría pronunciarse o si, por el contrario, ello corresponde a otras 
autoridades. Sobre este particular, luego del análisis efectuado, se puede colegir que, en los 
términos en que ha sido formulada la pregunta (y en aquellos constantes en el informe jurídico 
que le sirve de soporte), lo presente consulta no corresponde al ámbito de competencia de la 
Procuraduría General del Estado, en virtud de lo previsto en el artículo 237 número 3 de la CRE 
y los artículos 3 letra f) y 13 de la LOPGE, pues, si bien se ha planteado una interrogante sobre 
la inteligencia o aplicación de una norma de carácter legal (Art. 93 de la LOE), se ha enlazado 
tal planteamiento con las disposiciones constantes en la SICC (que interpreta los artículos 114, 
130, 144, 146 y 148 de la CRE) de una forma tan indisoluble que no hay manera de estudiar el 
tema legal planteado sin analizar los fundamentos y conclusiones constantes en el fallo antes 
citado, expedido por el máximo órgano de control constitucional.  
                                                           
2CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008, “Art. 237.- Corresponde a la Procuradora o Procurador 
General del Estado, además de las otras funciones que determine la ley: (…) 3. El asesoramiento legal y la absolución de las 
consultas jurídicas a los organismos y entidades del sector público con carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la 
ley, en aquellos temas en que la Constitución o la ley no otorguen competencias a otras autoridades u organismos”. (…).”. 
3LOPGE, “Art. 3.- De las funciones del Procurador General del Estado. - Corresponden privativamente al Procurador General del 
Estado, las siguientes funciones (…) f) (Reenlistado por la Disp. Ref.  Primera de la Ley s/n, R.O .452-5S, 14-V-2021) Absolver, 
consultas y asesorar a los organismos y entidades del sector público, (…) sobre la inteligencia o aplicación de las normas legales o 
de otro orden jurídico (…)”. 
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Así, para absolver la pregunta planteada, esta Procuraduría debería forzosamente entrar a 
desentrañar varios aspectos relacionados con el sentido, alcance y efectos de la Sentencia 
Interpretativa, como se explica a continuación: 
 

1. La primera premisa de la consulta planteada, de rango y ámbito claramente infra 
constitucional, tiene relación con una norma legal (LOE, Art. 93) que establece que los 
dignatarios que opten por la reelección inmediata al mismo cargo deben hacer uso de 
licencia sin remuneración desde el inicio de la campaña. 

 
2. La segunda premisa que se plantea en la consulta tiene que ver con lo que se ha 

señalado en la SICC que, como se analizará más adelante, contiene disposiciones que, 
por su propia naturaleza, se entienden incorporadas al texto constitucional. En dicho 
fallo se ha establecido que, quien ha sido elegido presidente de la República, como 
consecuencia de la disolución de la Asamblea Nacional prevista en el Art. 148 de la 
Constitución, ejercerá sus funciones únicamente para completar el resto del respectivo 
periodo y por lo tanto, si opta por postularse a la candidatura presidencial, el tiempo 
durante el cual ha ejercido funciones para completar el período anterior debe entenderse 
que “no se trata de un nuevo período computable para el caso de una eventual 
reelección”. Debe señalarse que este planteamiento involucra el análisis de una 
disposición de naturaleza y rango constitucional, como lo es la Sentencia Interpretativa 
de normas constitucionales, expedida por el Pleno de la Corte Constitucional. 

 
3. La concatenación argumentativa que se propone en la consulta y en el informe jurídico 

correspondiente conduce a la conclusión de que, al no tratarse una nueva elección de un 
Presidente que ha sido previamente elegido para completar el período que ha sido 
interrumpido por la disolución de la Asamblea Nacional, de una “reelección” 
propiamente dicha, no se debe aplicar a dicho candidato la consecuencia que la norma 
legal antes invocada ha previsto para las hipótesis de reelección inmediata al mismo 
cargo, esto es, la obligación de hacer uso de licencia sin remuneración. 

 
Esta Procuraduría concluye que absolver la consulta planteada implicaría necesariamente que el 
Procurador General del Estado entre a desentrañar el sentido, alcance y los efectos de la SICC, 
lo que, en último término, conllevaría ejecutar una tarea de interpretación constitucional. En tal 
sentido, varias sentencias de la CC han establecido con claridad que los dictámenes 
interpretativos tienen un carácter vinculante general, se incorporan a la Constitución y se 
entienden vigentes desde que la norma del poder constituyente interpretada entró en vigor4. 

                                                           
4 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 1219-22-EP/22 Jueza ponente: Carmen Corral Ponce, 26 de septiembre de 2022: 
“41. A fin de resolver las alegaciones del accionante, conviene en primer lugar hacer referencia a la naturaleza del dictamen No. 2-
19-IC/19. Al respecto, este Organismo es el máximo órgano de interpretación y administración de justicia constitucional; por lo 
que, en ejercicio de esta facultad de interpretar la Constitución, emite dictámenes que tienen el carácter de vinculante, conforme a 
lo previsto en los artículos 429 y 436 numeral 1 de la CRE, naturaleza que ha sido reafirmada en la LOGJCC, que prevé́: ‘Los 
dictámenes interpretativos de la Corte Constitucional tienen carácter vinculante general (...)’. 42. (…) Se reitera entonces que los 
dictámenes interpretativos se entienden incorporados a la Constitución y estarán vigentes desde que la norma del poder 
constituyente entró en vigor; ya sea producto del poder constituyente originario o derivado. (…) 44. De lo dicho se concluye 
entonces que, el dictamen (…), al tener el carácter de vinculante, debe ser obedecido obligatoriamente desde su expedición; y, al 
incorporarse a la Constitución, adquiere valor normativo”. Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 2403-19-EP/22, Jueza 
ponente: Teresa Nuques Martínez, 12 de enero de 2022: “28. A esto habrá́ que añadirle que la competencia de interpretación 
constitucional, no sólo tiene por objeto la interpretación de las normas que han tenido origen con el poder constituyente originario 
(Asamblea Constituyente de Montecristi), sino que también incluye aquellas normas de rango constitucional que han visto la luz 
como consecuencia de las diferentes manifestaciones del poder constituyente derivado, como aquellas originadas en procesos de 
modificación constitucional que gozan de legitimación democrática. 29. Así́, al estar los dictámenes interpretativos enfocados a 
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En la práctica, la ejecución de tal tarea de dilucidación se traduciría en que el suscrito interprete 
si la sentencia de la Corte Constitucional (que se entiende incorporada al texto constitucional) 
significa que la nueva elección de un presidente de la República que se encuentra en funciones, 
luego de haber sido elegido para completar un período interrumpido por la disolución de la 
Asamblea Nacional se encuentra en uno de los siguientes tres escenarios5:  
 

(i) La nueva elección presidencial no constituye reelección, únicamente para los efectos del 
cómputo de los períodos, consecutivos o no, en que se puede ejercer tal 
magistratura; 
 

(ii) La nueva elección presidencial no constituye reelección para dicho efecto del cómputo 
de períodos y para uno o más efectos adicionales, no expresamente señalados en la 
SICC; o,  

 
(iii) La nueva elección presidencial no constituye reelección para ninguno de los efectos 

previstos en la normativa legal aplicable.  
 
Es evidente, por otro lado, la conexión indisoluble entre la tarea de interpretación constitucional 
que se solicita a esta Procuraduría y la viabilidad lógica de la absolución que se pretende 
obtener. Para simplificarlo, se puede decir que si no se ejecuta ese esfuerzo hermenéutico sobre 
el sentido y alcance de la SICC la consulta no puede ser absuelta.  
 
Todo lo anterior implica, evidentemente, la ejecución de una atribución de interpretación 
constitucional, pues conlleva, como se ha explicado en líneas anteriores, desentrañar el sentido y 
alcance de disposiciones del más alto rango normativo relacionadas con el derecho de 
participación política de los servidores públicos y su situación en caso de convertirse en 
candidatos a elección popular, así como aclarar, precisar o dilucidar las interpretaciones 
constitucionales respecto del período de ejercicio de las funciones de quienes han sido electos 
como consecuencia de la destitución del Presidente de la República o la disolución de la 
Asamblea Nacional. Al menos, tal tarea implicaría decidir cuál fue la intención de la Corte 
Constitucional al momento de expedir la SICC y cómo lo ha entendido y lo entiende en la 
actualidad dicha Corte.   
 
Al efecto, sobre el alcance de la facultad de absolución de consultas propia de esta institución, la 
CC ha resaltado en varias ocasiones que los pronunciamientos emitidos por el Procurador 
General del Estado deben limitarse a la aplicación o interpretación de aspectos infra 

                                                                                                                                                                          
explicitar el real sentido de la CRE, en esencia constituyen el propio contenido de la norma constitucional, en la medida en que 
establecen lo que dicha norma manda, prohíbe o permite; esto posibilita advertir que entre los dictámenes interpretativos y la 
norma constitucional se forma una unidad de significado normativo; y, por lo tanto, de manera general, los dictámenes 
interpretativos se entenderán incorporados y vigentes desde el momento en que la norma del poder constituyente entró en vigor, sea 
producto del poder constituyente originario o de manifestaciones del poder constituyente derivado”. 
5 Luce razonable la existencia de, al menos, esos tres escenarios si se considera que la SICC en su parte propiamente resolutiva, 
hace referencia, en varios numerales de la “Decisión” (numerales 2, 3 y 4) a que el caso interpretado no puede entenderse que se 
trata de un “nuevo período regular imputable” o “computable” para “el caso de la reelección”; pero anteriormente, en el análisis 
que incluye el conjunto de razones esenciales para justificar lo decidido (ratio decidendi), ha dicho simplemente que no puede 
“entenderse que se trata de una reelección” (desarrollo de la primera regla, dentro del numeral 2) y que es posible una elección del 
Presidenta o Presidente de la República que hubiere sido destituido por parte de la Asamblea Nacional, siempre dentro del marco 
constitucional contenido en el artículo 114 de la Constitución “que no implica una reelección” (enunciado de la segunda regla). 
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constitucionales, no siendo posible que por medio de esta competencia se puedan absolver 
dudas relacionadas con temas propios de la Constitución.  
 
Así, en sentencia No. 002-09-SAN-CC6, se estableció textualmente lo siguiente:   
 

“(...) con la vigencia de la nueva Constitución de la República, la Corte Constitucional 
del Ecuador, órgano rector de la Justicia Constitucional se convierte en la máxima 
instancia de interpretación y control constitucional (...) 
 
(…) se dispone al señor Procurador General del Estado, cumpla con la Constitución 
vigente y se abstenga definitivamente de absolver consultas relacionadas a la 
aplicación o inteligencia de normas previstas en la Constitución o en instrumentos 
internacionales ratificados por el Ecuador. De conformidad con la Constitución de la 
República vigente, estas son facultades privativas de esta Corte. Sus funciones deben 
limitarse a la absolución de consultas sobre la inteligencia y aplicabilidad de normas 
con rango de ley”  
 
4.- (…) En consecuencia, el señor Procurador General del Estado en adelante, deberá́ 
abstenerse de emitir dictámenes en las que se haga interpretación de normas 
constitucionales, so pena de incurrir en arrogación de funciones”. (Énfasis añadido). 

 
Adicionalmente, en sentencia No. 003-12-SIA-CC7, la CC ratificó el alcance de la referida 
competencia de la Procuraduría General del Estado, resaltando que la competencia para 
interpretar y desarrollar disposiciones constitucionales es exclusiva de la CC: 
 

“Esta Corte se ha pronunciado en diversas ocasiones respecto a la naturaleza de los 
pronunciamientos del procurador general del Estado, en aplicación de su competencia 
para absolver consultas sobre disposiciones normativas legales o de otro orden 
jurídico -ver sentencias 002-09-SAN-CC y 003-09-SIN-CC-. De esta manera ha 
observado que el pronunciamiento del procurador general del Estado contiene un 
mandato obligatorio sobre la aplicación, inaplicación o interpretación de una norma 
determinada dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano, por lo que incide 
directamente en el ejercicio de los derechos de los administrados. 
 
(...)  
 
En consonancia con la decisión adoptada en la sentencia 002-09-SAN-CC, la Corte 
Constitucional observó que el procurador general del Estado debe cumplir con la 
Constitución y por tal debe abstenerse de absolver consultas relacionadas a la 
aplicación o inteligencia de normas previstas en la Constitución de la República, ya 
que estas son facultades privativas de la Corte Constitucional. Definió de esta manera 
que el procurador general del Estado debe limitarse a la absolución de consultas sobre 
la inteligencia y aplicabilidad de normas con rango de ley, extrayendo del literal e del 

                                                           
6 Corte Constitucional, Sentencia No. 002-09-SAN-CC del 2 de abril de 2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 
566 de 8 de abril de 2009. 
7 Corte Constitucional, Sentencia No. 003-12-SIA-CC del 21 de junio de 2012, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 
781 de 4 de septiembre del 2012.  

82



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Presidencia de la República  
01867-2024 

Página. 6 
 
 

artículo 3 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado la palabra 
"constitucionales", reconociendo a la Corte Constitucional como máximo órgano de 
interpretación en el ámbito constitucional.  
 
(...) Por lo dicho, cabe observar que la interpretación con carácter general y 
vinculante de las normas constitucionales es una competencia de la Corte 
Constitucional, no pudiendo el procurador general del Estado interpretar ninguna 
norma constitucional, pues viciaría su decisión mediante una inconstitucionalidad de 
fondo; en igual sentido, tanto la Constitución, como la más reciente jurisprudencia (…) 
de este Organismo ha establecido que: ´En este orden, para efectos de interpretar la 
norma constitucional, no podemos ceñirnos en la estructura tradicional de 
interpretación de la ley, porque la concepción del proceso de interpretación en un 
estado constitucional de derechos y justicia es completamente distinta, al pasar de una 
interpretación de la voluntad del legislador unívoca y homogénea, a una interpretación 
como combinación de principios, valores y métodos en orden a integrar los textos en el 
proceso de aplicación del derechos, esto es, de la interpretación meramente literal a la 
interpretación constitucional garantista de carácter integral´” (Énfasis añadido).  

 
El mismo esquema fue plasmado en la sentencia No. 049-16-SIS-CC8, en donde la CC hizo 
énfasis en la naturaleza infra constitucional que caracteriza a las normas que deben ser 
analizadas en los pronunciamientos del Procurador General del Estado, en los siguientes 
términos: 
 

“(…) el procurador general del Estado, en tanto, éste debe de abstenerse de emitir 
dictámenes relacionados con la interpretación. de normas constitucionales -facultad 
exclusiva de la Corte Constitucional- en consecuencia, podemos indicar que el 
principal sujeto obligado con esta disposición es el procurador general del Estado. (…) 
 
(…) el dictamen del procurador, debe ser considerado como una norma jurídica, en 
tanto, cumple con tres requisitos propios de la naturaleza de una disposición jurídica, a 
saber: 1. Generalidad; 2. Crea o modifica el derecho objetivo; y, 3. Se encasilla dentro 
de la jerarquía normativa como acto de poder público, tal como lo establece el artículo 
425 de la Constitución de la República”. 

  
Asimismo, la Sentencia Interpretativa de la CC No. 0001-09-SIC-CC9 señaló que: 
  

“Adicionalmente, el Pleno de la Corte Constitucional recuerda al Procurador General 
del Estado y a todas las servidoras y servidores públicos que de acuerdo con el 
artículo 429 de la Constitución en vigencia, la Corte Constitucional es el máximo 
órgano de control e interpretación constitucional, mientras que corresponde al 
Procurador General del Estado, según dispone el inciso 3 del Art. 237 de la 
Constitución: " el asesoramiento legal y la absolución de las consultas jurídicas a los 
organismos y entidades del sector público, con carácter vinculante, sobre la 

                                                           
8 Corte Constitucional, Sentencia No. 049-16-SIS-CC del 10 de agosto de 2015, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 
878 del 10 de noviembre de 2016.  
9 Corte Constitucional, Sentencia Interpretativa No. 0001-09-SIC-CC del 13 de marzo de 2009, publicada en Suplemento del 
Registro Oficial No. 159 del 26 de marzo del 2010.  
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inteligencia y aplicación de la ley(...)", lo cual implica que el Procurador no puede 
hacer interpretación constitucional con carácter vinculante y obligatorio so pena de 
incurrir en arrogación de funciones.” (énfasis añadido).  

 
Es evidente, que cualquier cuestionamiento relacionado con disposiciones de naturaleza y rango 
constitucional debe ser esclarecido por la CC exclusivamente, no siendo posible para este 
organismo pronunciarse sobre aquello sin incurrir en un vicio de competencia. 
 
En la especie, la propia sentencia interpretativa No. 002-10-SIC-CC invocada en la consulta y 
tomada como fundamento para el informe jurídico, contiene entre sus consideraciones 
preliminares lo siguiente:  
 

“En primer lugar, es preciso aclarar que la interpretación de la Constitución es una 
labor permanente de la Corte Constitucional en el desarrollo de todas sus 
competencias constitucionalmente atribuidas, puesto que las diferentes funciones de la 
propia Corte, solo son posibles interpretando la norma fundamental en todo su 
contexto y para cada caso en donde tenga que aplicarse la misma (...)” (Énfasis 
añadido).  

 
Así, en caso de que esta institución pretenda emitir un pronunciamiento sobre la inteligencia o 
aplicación del sentido, alcance o efectos de la sentencia en referencia, estaría incurriendo en 
arrogación de funciones por cuanto – como ha sido determinado a través de varias sentencias – 
la interpretación de normativa constitucional le corresponde exclusivamente a la Corte 
Constitucional, facultad que se manifiesta a través de la emisión de sentencias interpretativas, 
mismas que son vinculantes y obligatorias desde su publicación en el Registro Oficial10. 
 
Por lo tanto, emitir cualquier criterio jurídico respecto a la sentencia interpretativa No. 002-10-
SIC-CC o inteligenciar su sentido y alcance, podría implicar una vulneración al derecho a la 
seguridad jurídica, sin mencionar que carecería de eficacia jurídica, por cuanto no es 
competencia de esta institución realizar tales interpretaciones. 
 

Por otro lado, y no siendo menos importante, en caso de considerar que existe un posible vacío 
normativo sobre un tema que pudiera entenderse como relacionado con la materia electoral (esto 
es, la necesidad de que un Presidente en funciones, elegido tras la disolución de la Asamblea 
Nacional, para optar por candidatizarse a la Presidencia de la República, deba o no hacer uso de 
licencia sin remuneración), es imperativo señalar que el Consejo Nacional Electoral (en 
adelante, “CNE”), es el organismo principal encargado de la organización y supervisión de los 
procesos electorales en el país, gozando de la competencia para organizar, dirigir y reglamentar 
los procesos electorales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 219 números 1 y 6 de la 
CRE, y artículo 25 números 1 y 9 de la LOE.   
 
En este sentido, tal como ocurrió con la Resolución No. PLE-CNE-1-23-5-2023, con la que se 
expidió el Reglamento para las Elecciones Presidenciales y Legislativas Anticipadas-2023, el 
CNE es la única entidad con la competencia legal y constitucional para emitir reglamentos, 
inclusive en situaciones extraordinarias, que regulen los procesos electorales en el país.  
                                                           
10 Artículo 2 numeral 3, 158 y 159 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
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Por lo tanto, considerando que es facultad privativa del CNE promover la transparencia, 
eficiencia y autonomía de las elecciones y reglamentar los procesos electorales, cualquier 
actuación de otra entidad pública que se ejecute una vez iniciado un período electoral y que 
vulnere tal competencia no solo sería ilegítima, sino que también podría representar una 
intromisión de un proceso electoral, lo cual naturalmente incidiría en su integridad y 
transparencia. 
 
Es importante tomar en cuenta que, en resolución No. PLE-CNE-2-9-2-2024, de 9 de febrero de 
2024, el Pleno del Consejo Nacional Electoral resolvió:  
 

“Aprobar el inicio del periodo electoral, a partir del 09 de febrero de 2024, que integra 
todas las actividades y operaciones que se desarrollan de manera ordenada dentro de 
las etapas pre electoral, electoral propiamente dicha y post electoral para las 
“Elecciones Generales 2025”, conforme la Disposición General Octava de la Ley 
Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código 
de la Democracia” (Énfasis añadido). 

 
Ante lo señalado, se debe recordar que, según el artículo 16 de la LOE, para que la Función 
Electoral cumpla adecuadamente sus funciones, se “(…) prohíbe intervenir, directa o 
indirectamente en el desarrollo de los procesos electorales y en el funcionamiento de los 
órganos electorales” (énfasis añadido) a toda autoridad extraña a dicha Función.  
 
En este sentido, la Procuraduría General del Estado en oficio No. 19324, de 5 de julio de 2022, 
señaló que “(…) el proceso electoral está en curso una vez que ha iniciado el periodo electoral 
definido por la Disposición General Octava de la LOE, lo que da lugar a la aplicación de la 
prohibición general de intervenir en él, que se dirige a todas las autoridades extrañas a la 
Función Electoral según el artículo 16 ibídem” (Énfasis añadido). 
 
Paralelamente, la intervención por parte de cualquier otra entidad que no sea el CNE es 
considerada como una infracción muy grave, de acuerdo con lo previsto en el artículo 279 de la 
LOE, el cual en forma expresa dispone:  
 

“Art. 279.- Las Infracciones electorales muy graves serán sancionadas con multa desde 
veintiún salarios básicos unificados hasta setenta salarios básicos unificados, 
destitución y/o suspensión de derechos de participación desde dos hasta cuatro años. Se 
aplicarán a quienes incurran en las siguientes conductas: (…) 
 
7. La autoridad o funcionario extraño a la Función Electoral que interfiera en el 
funcionamiento de la Función Electoral”. 

 
Así, se concluye en definitiva, que la Procuraduría General del Estado se encuentra impedida de 
pronunciarse respecto de la consulta planteada. Esto, no solo porque carece de competencia en 
función de las disposiciones constitcuionlaes, legales y de sentencias de la Corte Constitucional 
que han sido citadas, pues atañe a normas y sentencias interpretativas constitucionales, sino 
también porque podría implicar una intromisión en el ejercicio de competencias inherentes a los 
órganos de la Función Electoral, tomando en consideración que actualmente el Ecuador se 
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encuentra en periodo electoral; y, por lo tanto, todas las autoridades y funcionarios ajenos a 
dicha Función tienen prohibido interferir en las actividades propias de la referida Función, 
pudiendo incurrir en conductas incluso sancionadas penalmente. 
 
Por todas estas consideraciones, este organismo se abstiene de atender el presente 

requerimiento, en virtud de lo previsto en la normativa jurídica ya citada, considerando el 
principio de legalidad previsto en el artículo 226 de la CRE, por el cual las instituciones del 
Estado “(…) ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley”.  
 
Atentamente,  
 
 
 
Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

 

 

C.C.  Dr. Ali Lozada Prado 
Presidente, Corte Constitucional del Ecuador 

 Mgs. Henry Fabian Kronfle Kozhaya 
Presidente, Asamblea Nacional Del Ecuador 

Mgs. Shiram Diana Atamaint Wamputsar 
Presidenta, Consejo Nacional Electoral 

 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Doctora
Blanca Soledad Indacochea Ganchozo
RECTORA
UNIVERSIDAD ESTATAL DEL SUR DE MANAEÍ, UNTSUVI
Presente.

De mi consideración:

Mediante oficio No. 0383 DRA.C.BSIG.RECTORA UNSEUM, de 20 de mayo de
2024, ingresado en la Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formuló la
siguiente consulta:

"¿La Disposición Transitoria Décima Prímeru cle la Ley Orgtinica de
Educación Superior, publicacla en el Suplemento del Registro Ojicial No. 298
deJbcha 12 de octubre de 2010, y su última modiJicación del 07 deJbbrero de
2023, en su ítnico ittciso vigente, acoge o quienes han desempeñado
anteriormente cargos de rectores y vicerrectores ontes de la vigencia de la
presente ley, o esta disposición rige para lo posterior, es decir que aplica para
quienes hoyan desempeñado los mencionados cargos uno vez publicada la
norma, atendiendo al principio cle iruetroactividad cle la ley?'

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

t. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

l.l. La entidad consultante en su informe jurídico No. UNESUM-PROCURADURIA-
2024-032-1, de 17 de mayo d,e 2024, suscrito por el Procurador de la Universidad
Estatal del Sur de Manabí (en adelante, "UNESUM"), citó como fundamento jurídico,
los artículos 82 y 355 de la Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante,
"CRE");7 del Código Civil2 (en adelante "CC"); y, 102 del Código Orgánico
Administrativo (en adelante "COA "), con base en los cuales analizo y concluyó kl
siguiente:

,,3. CONCLUSTÓN,,

' ('RE, publi<uda en el Registro 0/icial ,\o. 119 de 20 dc octubrc de 2008.
: ('(. puhlttatlo en el Su¡tlenrcnto del Registro Olicial .\'o 46 dc 24 cle jttnio tle 2005

I

I
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En el contexto antes citado, se concluye:

l. De lo expuesto, esta Procuraduría se debe pronunciar sobre la aplicación del
contenido de la Disposición Transitoria Decima Primera de la Ley Orgánica de
Educación Superior, publicada en el registro o.ficial No 298 de fecha 12 de
octubre de 2010, lu mi,sma que con el recurcir del tiempo el inci.so primero de la
Transitoria fue derogado; posterior a eso, el Inciso segundo de la mencionada
Transitoria fue tlet'larado inconstitucional por Resolución de la Corte
Constitucional; 1t cn la actualidad estaría vigente su ultimo inciso, el canl sn

contenido no es c'luro debido a que compromete seriamente al principio de la
irretroactividad cle lu ley, complicando seriamente las normas que conforman el
ordenamiento jurídico, así como la tutela y la garanla de los derechos de los
particulares; la irretroactividad es la regla general, pues creo una situación
jurídica de seguric{ad y certidttmbre evitando las arbitrariedades y abusos de
poder por parte de quienes acttian en virhtd de la potestad pública ceñida a los
principicts legalidad .v iuridicidad; principios establecidos en el artículo 7 del
Código Civil Ecuatoriano vigente.

4. RECOMENDACIÓTI:

Por lo expuesto, se entite lo .siguiente:

La Procuraduría de lu Universidad Estatal del Sur de Manabí en estrictct
aplicación a lo que ortlena el Articulo 226 de la Constitución, recomienda:

a) El criterio de esta Procuracluría, se fundamenta en el princi¡tio universal de

irretroactividad de las normas que integran el ordenamientc¡ .jurídico, que

rigen para el futuro; hecho que se corrobora con el contenido clel artículo 7
del Código Civil Ecuatoriano vigente de forma clara sobre la imposibilidad
de que la Ley se aplique tle /'orma retroactiva; por lo que será

inconstitttcional cttalquier acción u omisión de carácter regresivo que

disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ef ercicio de los

derechos, la aplic:ación de la Di:;posición Trqnsitoria Décima Primera de la

Ley Orgánica cle Educación Superior, ptblicada en el Suplemento clel

Registro OJicial No.298 de fecha 12 de octubre de 2010, y su tiltima
modiJicación ¿lel 07 de .febrero de 2023, se deberá aplicar desde su

promulgación y no tendrá efecto retroactivo alguno, como lo establece el

artículo 7 del Código Civil ecuatoriano, avalado por el texto constitucional,

del principio Constitucional de la irretroactividad que constituye la regla

general para todo el orden .jurídico e implica la aplicac'ión normativa a

futuro, es decir en la esfera del derecho, la ley solo rige para lo venidero y
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no tiene qkcto retroactivo (...)".(El resaltado y subrayado pertenecen al

texto original).

2. Análisis. -

De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se
garantiza a través de la existencia de noffnas previas, claras y públicas, aplicadas por las
autoridades competentes, considerando para el efecto que los servidores públicos solo
pueden ejercer las competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico.
El artículo I de la Ley orgánica de Educación Superiot', (en adelante, "L)ES") al
referirse a su ámbito de aplicación, prevé que dicha ley regula el sistema de educación
superior y a los organismos e instituciones que lo integran; "determina derechos,
deberes y obligaciones de las personas naturales v jurídicas, y establece las respectivas
sanciones por el incumplimiento de las disposiciones contenidas en la Constitución 1t la
presente Le1,".

Por su parte, el artículo 48 de la LOES, establece que el rector es la primera autoridad
ejecutiva de la institución de educación sr-rperior pública o particular, a quien le
corresponde ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial y presidir el órgano
colegiado superior de manera obligatoria y aquellos órganos que señale el estatuto
respectivo, en ejercicio de su autonomía responsable. Con relación a la reelección de
rector, el mismo artículo - que en la parte que se citará a continuación no ha sido objeto
de reforma desde la fecha de su publicación (2010) - expresamente prevé: " El Rector o
la Rectora (...) Podrá ser reelegido, consectttivamente o no, por una sola vez. (...)".

En similar sentido, respecto de la reelección de vicerrectores, el artículo 5l de la LOES
establece en su último inciso - el cual se mantiene igual a pesar de las reformas a la
LOES - que " (...) El vicerrector o vicerrectores durarán en sus .fttnciones cinco años y
podrán ser reelegidos por una sola vez."

Con relación al nombramiento de primeras autoridades de las universidades y escuelas
politécnicas, el inciso primero del artículo 55 de Ia ley ibidem dispone que su primera
autoridad será electa por "votación universal, directct, secreta .v obligatoria de los
profesores o las profesoras e investigadores o investigadoras titulares, de los y las
estLtdiantes regulares legalmente matriculados a partir del segundo año de su carrera,
,,- de las y los serviclores 1t traba.jadores titulares".

Por su parte, la Disposición General Séptima de la LOES, establece que las instituciones
de educación superior que reciben recursos del Estado ecuatoriano, " ...se regirán por
esfos instrumentos en lo relacionado a la desígnación de sus primeras autoridades qtte
deberán cumplir los mismos requisitos que esta Ley establece para ser rector

' LOES, prrbli<ada en el Su¡tlenrcnto del Ragisrro Olicial No. 298 de !2 tla ottubre de 2010
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universitario, sin perjuicio de la obligatoriedad de observar las disposiciones
contenidas en esta Ley, los reglamentos y las resoluciones del Consqjo de Educación
Superior, del Consejo de Evaluación, Acreditación y Aseguramiento de la Calidad de la
Educación Superior. (. .)"

Así, respecto del cargo de rector o vicerrector, el último párrafo de la Disposición
Transitoria Décima Primera de la LOES - inciso que se ha mantenido inalterado desde
que entró en vigencia la referida ley - establece: "Quienes hubiesen ejerciclo por dos
periodos los cargos de rector o vicerrector de las instituciones de educación superior,
no podrán optar por una nueva reelección"

En este orden de ideas se colige que las primeras autoridades de las universidades y
escuelas politécnicas que mediante elección o designación han ejercido el referido cargo
por dos periodos, se encuentran expresamente prohibidos de postularse para ejercer un
tercer periodo mediante reelección.

I
L
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Por otro lado. el inciso primero del artículo 7

irretroactividaci de la ley, segirn el cual: " La
tiene efecto retro«ctivo". (Énthsis añadiclo).

Respecto a la irretroactivid¿rd de las rlormas,
oficio No. 07453, de 20 de rnayo de 2009, la
que:

clel CC, establece el principio general de
lay ¡6 dispone sino pcu'tt lo venidero: no

mediante pronunciamiento contenido en
Procuraduría General clel Estado analizó

"En virtttd del principio de irretroactividad, todu normfi tiene vigencia
únicamente hacia elfuturo, pues la retroactividad definida como'lu traslación
de la vigencia de una norma jurídica creada en un ¡leterminado momento
histórico, a un momento anterior al de su creación, constituye en realidad una
distorsión de su recta función operativa. Racionalmente es inadntisible que un
acto cle voluntad pretenda modificar el pasado, como lo es también que el
precepto por el cual se instntmenta lógicamente aquel acto, regule situaciones
ele het:ho .v-a realizada^s "'(Énfasis añadido).

En el caso materia de la consulta, los artículos 48, 5l y último inciso de la Disposición
Transitoria Décima Primera de la LOES no han sido objeto de retbnna respecto del
tiempo de ejercicio del cargo en calidad de rector o vicerrector, así como tampoco,
respecto de la reelección por una sola vez de dicha autoridad.
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3. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de la consulta se concluye que, al no existir reformas -
respecto de la reelección - de los artículos 48, 5l y Disposición Transitoria Décimo
Primera de la LOES, tanto el rector como el vicerrector de las universidades y escuela
politécnicas públicas pueden ser elegidos y desempeñar el cargo por un máximo de dos
periodos, consecutivos o no, encontrándose expresamente prohibidos para ejercer un
tercer periodo mediante reelección.

Cabe destacar que, al no haberse reformado las disposiciones mencionadas, no es
pertinente realizar un análisis sobre la aplicación retroactiva de las mismas

El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas
jurídicas, siendo de ex ilidad de la entidad consultante su aplicación a
casos institucionales específi cos.

Atentamente,

Abg. Juan
PROCU L DEL ESTADO

-

1ilil
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Licenciada
Gabriela Sommerfeld Rosero
MINISTRA DE RELACIONES EXTERIORES Y MOVILIDAD HUMANA
Presente.

De mi consideración:

Mediante oficio No. MREMH-MREMH-2024-0826-OF, de l7 de junio de 2024,

ingresado en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado al día

siguiente, se formularon las siguientes consultas:

"1. Que de conJbrmidad con los funclamentos expuestos, la Procura¡luría General del
Estado se sirva pronunciurse y determinar si, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 89 del Reglamento Generol del Código Orgánico de PlaniJicación y Finanzas
Públicas y artículo 10, numeral 1.2. uProceso Sustantivo", subnumeral 1.2.1.5.1.,

"Gestión ¡lel Sistema de Naciones lJnidas", literal g) del Acuerdo Ministerial Nro.
0000077, de 3 de mayo tle 2021, publicado en el Registro Oficial Nro. 455, de 19 de

mayo de 2021 -que contiene la reforma y codiJícación del Estatuto Orgánico de Gestitin
Organixocional por Procesos del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilitkrtl
Humana, es procetlente jurídicantente que este Ministerio reslice contribuciones
voluntarias o extraordittarias a orgonismos internacionales de los cuales el Ecucdor es

miembro, a tiuvés cle esta Cartera de Estudo.

2. Asimismo, mucho se apreciará que, cle ser necesario, la Procuraclttríu General del
Estaclo se sirva dsesorur ocercu de otras nornras de la legislación nacional que fueren
aplicables y deben ser observadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores y
Movilidad Humanu en el caso motivo de la consulta".

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

l.l.El informe jurídico No. MREMH-CGAJ-2024-0263-M, de l7 de junio de 2024,

suscrito por el Coordinador General de Asesoría Juridica del Ministerio de Relaciones
Exteriores y Movilidad Humana (en adelante, "MREMH"), citó en lo principal los

artículos 226,237 y 425 de la Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante,
"CRE"):6,26 y 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados2 (en

' CllE, publiurdo en cl Ragistro Olitial -tir¡.449 dc 20 de ottubre de 2008.
' ('onyantión tlc l.'ianu, publi,:adu cn cl Suplantanto del Reg¡stto O/ici«l .u'o. ó dc )ll tle ubril lc 2005.
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adelante, "Convención de Viena"); 6, 8 y 4l de la Codificación del Acuerdo de
Integración Subregional Andino3 (en adelante, "Aurerdo de Cartageno")t 5 y l2 del
Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andinaa (en adelante,
"Tratado de creación del TJ"); 6,26,27 y 28 del Estatuto del Tribunal de Justicia de
la Comunidad Andinas (en adelante, "Estatwto del TJ"); l0 del Convenio de
Inmunidades y Privilegios, entre el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena y
el Gobierno de la República del Ecuador6 (en adelante, "Convenio de lnmunidades y
Privilegios "); 1 l5 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas PúblicasT (en
adelante, "COPLAFIP"); 130 del Código Orgánico Adrninistrativos (en adelante,
" COA "); 4 y 7 de la Ley Orgánica del Servicio Exteriore (en adelant e, " LOSE "); 8l
y 89 del Reglamento General del COPLAFIPT0 (en adelante, "RGCOPLAFIP "); y, el
numeral 1.2.1.5.1. "Gestión del Sistema de Nociones Unidas " de la Codificación del
Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de
MREMHII, con fundarnento en los cuales concluyó lo siguiente:

"(...) de manera gcneral. de coqformitlacl con los tratados constittttivos de
organizaciones interuut:it¡nule.s en los que el Ecuttdor see miembro y cot't los tratetdos
vigentes entre el Ecuqtlor .t, organismos internacionales en los que el Ecuador seet

ntiembro: el Reglameilto Generctl del C1¡cligo Orgánico tle Planificación )) Finanzas
Ptiblicas (Art. 89t: )'. el E:;ttttuto Orgáni«¡ ele Gestión Organizctcionalpor Procesos de
esta Cartera de E,stuclo (ArÍ. I0 subrumerul I .2.1 .5.1, lit. g). es prr¡cedente jurídicamente
que el Ecua¿lor, a truvé.s elel Mini,sterio tle Reluciottes Exteriores .v Moviliclacl Humana.
realice contribuciones wtluntarius o exttur¡t'elinut'ius ct organizaciones internacionales en
los que el. Ecuador sea ntiembro, ,sientpre que cuente cr¡n los recursos presupuestarios
.sqlicientes pera ello " (el subrayado me corresponde).

2. Análisis. -

Para facilitar el estudio de la consulta planteada, el análisis abordará los siguientes puntos:
r) asignaciones presupuestarias no reembolsables a favor de organismos intcmacionales;
ir) naturaleza del Tribunal de Justicia de la Cornunidad Andina y sus ingresos; y, ift)
competencia del MREMH para emitir regulaciones.

2.1. Asignaciones presupuestarias no reembolsables a favor de organismos
internacionales. -

' Aurcrdo dc Carlagenu, publicrulo en el Registro O/icial .No. 163 de 05 de septientbrc cle 2003.

' Trutado dc Crea<;ión del TJ, publicado en el Registrt.t Olitiol No. 363 dc 18 de enero de 2000.
j [.sÍalub tlel TJ, publit'ado en el Rcgisü'o Olicial No. 384 de 6 de ago,sto de 2001.

'('onvenio tle lnnunidodes v Privilegios, ¡rublicado an el Rcgistro Ot'it'ial No. 575 de 24 dc noviembtc dc 1991.
' 

COPLAI"IP. puhlictttlo en el Segundo Suplenento dcl Registro Olicial n"o.306 de 22 dc ottubra de 2010.

" COA. puhlitado en el Suplemento del Registro O/icial No. 3l de 07 dejulio de 2017.
'' LOSE, pultlitodo en el Suplentento del Regisütt Olitial No. 262 de 03 de ma.vo dc 2006.
t') RGCOPI,AFIP, publitodo en al Segundo Suplentettto del Registro O/iciul ,\o.383 dc 26 de noviembre de 2011. Ultinm re/orma
puhlicada en el Suplentanto dcl Regisnn Olilial 465. de 27 de dic'iembre dc 2023.

" Estatuto Orgrinito de Gestión Organixttional por Proccsos del iVIREMH, publitudo en el SLrplemento del Registt'o Oliciul No. 455

tle l9 de nnt'o de 202 l.

i ¡i [r
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De conformidad con lo previsto en el artículo 292 de la CRE, el Presupuesto General del
Estado es el instrumento parala determinación y gestión de los ingresos y egresos del
Estado, "e incluye todos los ingresos y egresos del sector público ", con excepción de los
pertenecientes a la seguridad social, la banca pública, las empresas públicas y los
gobiernos autónomos descentralizados (en adelant e, " G A D s "\.

El segundo inciso del artículo 297 de la CRE establece que las instituciones y entidades
que reciban o transfieran bienes o recursos públicos "se someterán a las normas que las
regulan y a los principios y procedimientos de transparencia, rendición de cuentas y
control ptiblico".

En este contexto, el segundo inciso del artículo I del COPLAFIP, al referirse a su ámbito,
determina que las disposiciones de dicho código regulan el ejercicio de las competencias
de planificación y el ejercicio de la política pública en todos los niveles de gobierno; el
Plan Nacional de Desarrollo, los planes de desarrollo y de ordenamiento territorial de los
GADs; la programación presupuestaria cuatrianual del Sector Público; el Presupuesto
General del Estado; los demás presupuestos de las entidades pirblicas; y, todos los
recursos pirblicos y demás instrumentos aplicables a la Planifrcación y las Finanzas
Públicas.

El inciso primero del anículo 4 del COPLAFIP señala que se someterán a ese código
todas las entidades, instituciones y organismos comprendidos en los artículos 225,297 y
315 de la CRE, entre los cuales constan los organismos y dependencias de la Función
Ejecutiva. En este orden de ideas, el artículo I l5 ibídem dispone que "Ninguna entidad
u organismo público podrán contraer comprontisos, celebrar contratos, ni autorizar o
confraer obligaciones, sin la emisión de la respectiva certiJicación presupuestaria" (el
subrayado me coffesponde).

Al respecto, el inciso final del artículo 87 del RGCOPLAFIP indica que en los
presllpuestos de las entidades públicas se deberán prever las asignaciones para el
cumplimiento de sus obligaciones legales tanto las convencionales como las
contractuales, "inclry¡enclo las obligaciones de ejercicios anteriores, cuotas :/ aportes
correspondientes a c'omprontisos internacionale.s ", y el servicio de la amortización e

intereses de la deuda pública (el subrayado me corresponde).

Adicionalmente, el inciso frnal del artículo 89 del RGCOPLAFIP contempla la
posibilidad de "establecer asignaciones presupuestarias no reembolsables a favor de
organismos internacionales y/o a sus representantes earutorianos, exclusivamente de
aquellos en los que el Ecuador sea miembro " siempre que "se cuenten con los recursos
presupuestorios st4ficientes para atender tal obligación" (el subrayado me corresponde).

De lo expuesto se desprende que: r) las instituciones y entidades que reciben o transfieren
bienes o recllrsos públicos deben someterse a las normas que las regulan y a los principios
y procedimientos de transparencia, rendición de cuentas y control público; ii) el
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COPLAFIP regula, entre otros, el Presupuesto General del Estado y todos los recursos
públicos y demás instrumentos aplicables a la Planificación y las Finanzas Públicas; iif
de acuerdo con el COPLAFIP, ninguna entidad u organismo público puede contraer
obligaciones sin la emisión de Ia respectiva certificación presupuestaria; y, iv) el
RGCOPLAFIP contempla la posibilidad de establecer asignaciones presupuestarias no
reembolsables a favor de organismos internacionales en los que el Ecuador sea miembro,
siempre que se cuenten con los recursos presupuestarios suficientes.

2.2. Naturaleza del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y sus ingresos. -

Según el artículo 6 del Acuerdo de Cartagena, el Sistema Andino de Integración está

conformado, entre otros órganos e instituciones, por el Tribunal de Justicia de la
Cornunidad Andina, el mismo que se rige por su Tratado de creación, sus protocolos
modificatorios y dicho Acuerdo, al tenor del artículo 41 ibídern.

En este sentido, el inciso primero del articulo 5 del Tratado de Creación del TJ crea dicha
instancia como un órgano jurisdiccional de la Comunidad Andina, "t'on la organización
y las competencias que se e.tteblecen en el presente Tratado. -r' .r¡/.§ Protocolos
Modificatorios". Precisa el inciso prirnero del artículo l2 ibídern c¡Lru-: "Los Países

Miembros se obligan a otorgar ul Tribunttl todas las .facilidade.; ncce.surias para el
adecuado cumplimiento de sus.Íinc'iones " (el subrayado me corresponde).

Por su parte, el inciso prirnero del artículo 4 dcl Estatuto del TJ prevé que el Tribunal es

el órgano juriscliccional de la Comunidad Andina, "d.e carácter supt'ur@
comunitario, instituido para declarar el derecho andino y asegurar su aplicación e

interpretac'irin uni.forme en todos los Países Miembros " (el subrayado me corresponde).

El artícurlo 26 del Estatuto ciel TJ dispone que constituyen ingresos ordinarios delTribunal
las contribuciones anuales de los Países Miembros, frjadas proporcionalmente mediante
Decisión de la Comisión al aprobar el presupuesto anual del Organo, en tanto que, "Otros

ingresos, elc cualquier naturulezu, serán considerados exlt'oordlinarios y se

administrarrin ¡tor el Tribunal conjuntuntente con los ingresos ordinurios".

De lo manifestado se colige que: i/ el Sistema Andino de Integración está conformado,
entre otros, por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, que se rige por su Tratado
de creación, sus protocolos modif,rcatorios y el Acuerdo de Cartagena; ii) según el Tratado
de Creación del TJ, los Países Miembros se obligan a otorgar al Tribunal de Justicia todas

las facilidades necesarias para el adecuado cumplimiento de sus funciones; iii) de acuerdo

con el Estatuto del TJ, el Tribunal es el órgano jurisdiccional de la Comunidad Andina,
de carácter supranacional y comunitario; y, iv) el Estatuto del TJ clasifrca a los ingresos

del Tribunal de Justicia en ordinarios y en extraordinarios.

2.3. Competencia del MREMH para emitir regulaciones. -
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De acuerdo con lo previsto en el numeral I del artículo 154 de la CRE, a los ministros de
Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les coresponde "l. Eiercer la
rectoría de las políticas públicas del área a su cargo :¿ expedir los acuerdos )t
resoluciones administrativas que requiera su gestión " (el subrayado me corresponde).

Al efecto, el artículo 130 del COA establece que: "Lqs máximas autoridades
administrativas tienen competencia norntativa de carácter administrativo tinicamente
para regular los asuntos internos del órgano a su cargo ", salvo los casos en los que la
ley prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una administración
pública, precisando que: " La competencia regt¿latoria de las actuaciones de las personas
debe estar expresamente atribuida en la le), " (el subrayado me corresponde).

En este contexto, el artículo 7 de la LOSE confiere expresamente al Ministro de
Relaciones Exteriores Ia competencia para expedir "las normas, acuerdos v resoluciones
del Ministerio, el de las misiones diplomáticos v el de las o/icinas consulares". En tal
virtud, mediante Acuerdo Ministerial No. 0000077, el Ministro de Relaciones Exteriores
y Movilidad Humana expidió la reforma y codificación del Estatuto Orgánico de Gestión
Organizacional por Procesos del MREMH, contenido en el Acuerdo Ministerial No.
0000009, de 17 de enero de2020.

AI respecto, la letra g) del artículo l0 del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional
por Procesos del MREMH, ubicado en el Capítulo tV "DE LA ESTRUCTURA
INSTITUCIONAL DESCRIPTIVA", CN CI "NIVEL DE GESTIÓ¡I CTNTN,qL", ACáPIIE

1.2. "PROCESO SUSTANTIVO ", numeral 1.2.1.5.1. "Gestión del Sistenta de Naciones
Unidas ", dispone lo siguiente:

"Misión: Coordinar y efbctuar el segttimiento de la políticct exterior relacionudacr¡n el
Sistema de Nacione.s Unidus ),cle los organismos espec'iulizados a través de una gestión
estrat¿gicamente planilicada, en c'oordinación v consulta con las unidacles
administt'ativas clel Ministerio.

( ...)

g) Coordinar el prr¡ceso de pago de las contribuciones obligatot'ias )t r:oluntarict.s del
Ecuador o orgatisntos inÍernacionales u cargo del MREMH, colaborando en la
priorización de aquellas que tengan ma!,or intportancia v mantenet' el registro
correspondiente " (el subrayado me corresponde).

De las norrnas antes señaladas se observa que i) los ministros de Estado ejercen la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expiden acuerdos y resoluciones
administrativas necesarios para su gestión; ii) las máximas autoridades administrativas
tienen competencia normativa de carácter administrativo para regular los asuntos internos
del órgano a su cargo; iii) la competencia regulatoria de las actuaciones de las personas
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debe estar expresamente atribuida en la ley; iv) la LOSE confiere al Ministro de

Relaciones Exteriores y Movilidad Humana competencia para expedir normas, acuerdos
y resoluciones; y, v) de conformidad con el vigente Estatuto Orgánico de Gestión
Organizacional por Procesos del MREMH, corresponde a la Gestión del Sisterna de

Naciones Unidas coordinar el proceso de pago de las contribuciones obligatorias y
voluntarias del Ecuador a organismos internacionales.

3. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de sus consultas se concluye que, de acuerdo con lo previsto
en el artículo I l5 del Código Orgánico de Planifrcación y Finanzas Públicas, los incisos
finales de los artículos 87 y 89 de su Reglamento General, el artículo 130 del Código
Orgánico Administrativo, y, la letra g) del subnumeral 1.2.1.5.1. del artículo l0 de la
Codificación del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del
Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, dicha cartera de Estado puede

realizar contribuciones voluntarias o extraordinarias a organismos internacionales de los
cuales el Ecuador sea miembro, siempre que se cuenten con los recursos presupuestarios

suficientes para el efecto.

El presente pronunciamiento cleberá ser entendiclo en su integridad y se limita a la
inteligencia y aplicación generafG gs jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad
de la entidad consultante su aplicación

Atentamente,

a lo\asos institucionales especí ficos.

Abg. Juan C
ROCURADOR
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